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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda. 

Asimismo, se encontraban presentes los asesores de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señores Cristian Arancibia Santibáñez y Sebastián Llantén Morales; y diversos asesores parlamentarios. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 17ª, ordinaria, en 30 de mayo; 18ª, extraordinaria, y 19ª, ordinaria, ambas en 31 de mayo, del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Catorce de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



Con los trece siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (boletín N° 7.543-12).



3) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



4) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



5) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



6) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín N° 9.892-07).



7) Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



8) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



9) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15).



10) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



11) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



12) Proyecto que modifica la ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).



13) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (boletines N°s 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


De Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con el que da inicio a un proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (boletín N° 11.257-04) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura, y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, para someter el transporte, recepción, acopio y embarque de minerales al sistema de evaluación de impacto ambiental, y establece normas para el desarrollo de dichas actividades (boletín N° 10.629-12) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Ossandón, sobre diversas materias relativas a visas, extranjería y migración. 



Remite información sobre convenios existentes entre las distintas ramas de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública con bancos comerciales, solicitud expresada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Ministro de Hacienda:


Adjunta respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, para informar sobre las razones del rechazo de veintiún proyectos de agua potable rural.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde inquietudes, planteadas en nombre del Senador señor Araya, acerca de las siguientes materias:



-Controles por incumplimiento de velocidades mínimas en la autopista Antofagasta-Carmen Alto, por circulación de camiones de carga ancha durante el período 2012-2016.



-Fiscalizaciones de los caudales de agua existentes en la Región de Antofagasta durante los períodos 2012-2016.



Informa sobre falta de abastecimiento de agua potable en el jardín infantil de la red Integra de la comunidad de San Ramón, comuna de Padre Las Casas, entregado en noviembre de 2016, solicitud expresada en nombre del Senador señor García.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Quinteros, relativa a la conformación de un grupo de estudio que aborde temas como el de las zonas contiguas, cuotas de captura de merluza y reineta, y Registro Pesquero Artesanal.



Del señor Alcalde de Coronel:


Contesta petición de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, en relación con el trabajo realizado por la Mesa de Humedales del Gran Concepción.



Del señor Director General (S) de la Policía de Investigaciones de Chile:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Espina, acerca de la aplicación del control preventivo de identidad contemplado en el artículo 12 de la ley N° 20.391.



Del señor Director (S) del SERVIU de la Región de La Araucanía:


Informa requerimiento de información, expresado en nombre del Senador señor García, referente a la situación jurídica del terreno ubicado en calle Las Dunas, de Puerto Saavedra, donde se encuentran emplazados juegos infantiles y una multicancha.



Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Hacienda:


Responde solicitud para que se presente un proyecto de ley que permita contar con una Corporación Nacional Forestal pública y redefina el rol de las Fuerzas Armadas en tiempos de paz, materia consultada en nombre del Senador señor Horvath.



De la señora Jefa de Gabinete de la Subsecretaría de Educación Parvularia del Ministerio de Educación:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor De Urresti, con la adhesión del Senador señor Navarro, concerniente al programa Meta Presidencial de Construcción de Salas Cuna de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo al derecho a retracto en los contratos de prestación de servicios educacionales (boletín Nº 11.178-03) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.

Moción



De los Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Pérez Varela y Walker (don Patricio), con la que comienzan un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objetivo de proteger los humedales urbanos (boletín Nº 11.256-12) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Comunicación



De los Senadores señores De Urresti y Pérez Varela, con la que informan de su participación en el “Seminario Ministerial para Diputados y Senadores de América Latina 2017”, realizado en la República Popular China.



--Se toma conocimiento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. FÁCIL DESPACHO

TRAMITACIÓN Y OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA EN REGIÓN DE LOS LAGOS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En tabla de Fácil Despacho figura el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Quinteros, en primer trámite constitucional, que interpreta el artículo 4° de la ley N° 20.825, que amplía el plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones en acuicultura, en lo relativo a la expresión “acuicultura de pequeña escala”, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.203-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Quinteros):



En primer trámite: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 19ª, en 31 de mayo de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es regular la excepción contenida en el artículo 4° de la ley N° 20.825 respecto de las solicitudes de concesión de acuicultura en la Región de Los Lagos. 



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Goic, Muñoz y Von Baer y señor Quinteros. 



Cabe hacer presente que el artículo único del proyecto tiene el carácter de norma de quorum calificado, por lo que requiere para su aprobación 19 votos favorables. 



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 7 y 8 del informe.  

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general la iniciativa. 



Tiene la palabra el Senador señor Moreira. 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, por encontrarnos en Fácil Despacho, seré muy breve. 



Como bien indicó el señor Secretario, fue el Senador Quinteros quien presentó una moción para interpretar la expresión “acuicultura de pequeña escala sobre algas”, circunscribiéndola a aquella que no supere las 10 hectáreas de superficie. 



Hago notar que el referido colega se encuentra en este minuto en un proceso posoperatorio, lo cual le ha impedido estar presente hoy en el Senado. 



Dada la importancia que reviste su aprobación, se decidió colocar el proyecto en Fácil Despacho.



Ambos, el Senador Quinteros y el que habla, somos representantes de la Región de Los Lagos, a la que la iniciativa en debate beneficia directamente, así que no puedo estar más de acuerdo con Su Señoría en el texto de la normativa, que busca levantar la moratoria para la tramitación de concesiones a acuicultores de pequeña escala. 



¡Me la ganó el Senador Quinteros! Lo digo porque yo había presentado una indicación, con fecha 15 de marzo, al proyecto de INDESPA, que precisamente pretendía resolver este conflicto con otras áreas productivas que se veían afectadas por la moratoria, la cual fue pensada para corregir problemas sanitarios y de reordenamiento de la industria salmonera. 



Sin importar el origen ni el autor del proyecto, yo valoro enormemente este acuerdo con el Ejecutivo para realizar la modificación legal pertinente. Y creo que es tiempo de ir resolviendo los distintos conflictos de interés que existen con respecto a las concesiones en nuestra región.



Sobre el particular, quiero aprovechar esta instancia para hacer un llamado a las autoridades de la SUBPESCA en cuanto a ir cerrando ciertos procesos. Por ejemplo, la moratoria correspondiente a la Región de Los Lagos, cuyo objetivo es el reordenamiento territorial de las salmoneras, tenía fecha perentoria hasta el 2015. Este plazo fue ampliado por cinco años. Pero yo quisiera saber cuánto se ha avanzado en la relocalización porque, debido al atraso de la industria, otros sectores económicos se ven perjudicados. Es el caso de la acuicultura de pequeña escala, que es lo que queremos resolver hoy.



No podemos seguir con soluciones de parche; se deben buscar soluciones definitivas. 



Otro ejemplo es lo que sucede con la Ley Lafquenche, que permite hacer solicitudes para el uso del borde costero. Existen muchas concesiones que se encuentran en proceso de ser renovadas, actualizadas, ampliadas o caducadas por la demora en los procesos de tramitación, pero se encuentran con la piedra de tope que es la moratoria.



Finalmente, cuando se levante la moratoria, los pequeños y medianos pescadores y acuicultores se encontrarán con que ya todo estará otorgado a las comunidades indígenas. 



Entiendo que esto se intenta revertir a través de la “ley de mitílidos”, pero no creo que este proyecto alcance a ser tramitado durante la actual Administración, y por ello se hace necesario hacer cumplir la normativa vigente, cerrar procesos, como el de la relocalización, y terminar con la moratoria o decidir no otorgar más concesiones a la acuicultura industrial, que está afectando la competitividad y la inversión en nuestra región.



No olvidemos que ante la sobreexplotación de recursos del mar ha sido la propia FAO la que ha propuesto la reconversión de la pesca artesanal, de la explotación al cultivo, para lo cual se requiere contar con un ordenamiento territorial del mar que dé garantías a todos los sectores. 



Se está dando un paso muy importante a través de este proyecto de ley, que llevó adelante el Senador Rabindranath Quinteros, de mi propia región, lo cual demuestra que, a pesar de nuestras diferencias políticas, podemos estar de acuerdo en iniciativas que benefician a los pescadores de Los Lagos.



Invito a todos a votar a favor de esta propuesta legal, esperando la pronta recuperación de mi estimado colega.



He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, efectivamente, lo que hoy día estamos discutiendo es un proyecto de ley que se originó en una moción del Senador señor Quinteros, quien preside la Comisión de Pesca y que, tal como se ha señalado, hoy no puede estar presente por un tema médico.



Por eso, yo voy a dar cuenta de lo que ha sido la tramitación de esta iniciativa, que además suscribimos y acompañamos todos los integrantes del referido órgano técnico, por parecernos absolutamente necesaria. Por ello se analizó también con bastante celeridad. 



Fue presentada el 28 de abril de este año y su objeto es establecer una excepción a la moratoria impuesta a través de la ley N° 20.825, que amplió el cierre para otorgar nuevas concesiones de acuicultura, que fue una de las medidas que se adoptaron para incorporar mejores prácticas ambientales y propiciar el ordenamiento de las concesiones para un mejor desempeño ambiental y sanitario, a propósito del brote del virus ISA en el 2010. 



Dicha ley “amplió el plazo de cierre del acceso a nuevas concesiones de acuicultura y la suspensión del trámite de nuevas concesiones, que finalizó el 8 de abril de 2015, con el fin de completar el proceso de ordenamiento de la actividad de acuicultura de salmones y la relocalización de las concesiones existentes”, de acuerdo a la nueva normativa sanitaria.



En este contexto, el artículo 4° de la ley suspendió “el ingreso y otorgamiento de solicitudes de concesiones de acuicultura, cualquiera sea la especie o grupo de especies a cultivar, con excepción de la acuicultura de pequeña escala sobre algas, en la Décima Región de Los Lagos, entre la fecha de la publicación de la ley en el Diario Oficial y el 8 de abril de 2020”.



Es del caso señalar que la voluntad expresa del legislador fue exceptuar de esa moratoria a los pequeños cultivos de algas en la Región de Los Lagos. No obstante, dado que no está definido legalmente el concepto de “acuicultura de pequeña escala”, lo que ha ocurrido en la práctica es que la Subsecretaría de Pesca ha asumido que no se debe tramitar ninguna concesión en la región, sin importar el tamaño ni la especie, lo cual, como he señalado, no se condice con la voluntad del legislador.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura estudió este proyecto de ley en sus sesiones de fecha 3, 10 y 17 de mayo y, tal como se consigna en el informe respectivo, lo aprobó en general y en particular, con las modificaciones que concordamos en su momento con el Ejecutivo y que se propusieron en el seno de la referida instancia. Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Muñoz, Von Baer, señor Quinteros y quien les habla, los que, a la vez y por la misma unanimidad, acordamos recomendar a la Sala su aprobación en general y en particular en los términos consignados en el informe.



Finalmente, dada la modificación del artículo único, se solicita que, de aprobarse, se cambie la denominación de la iniciativa, pues ahora no interpreta sino que modifica el artículo 4° de la ley N° 20.825.



Es todo cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que este es un asunto de Fácil Despacho, por lo que vamos a empezar a aplicar el Reglamento en el sentido de que hable solamente un Senador por la aprobación y otro por el rechazo. Si no, caemos en la posibilidad de que su tratamiento se extienda demasiado.

El señor MONTES.- ¡Muy bien, señor Presidente!

La señora ALLENDE.- ¡Sí, aplique el Reglamento!

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a la delegación de estudiantes de Ecuador que están realizando un curso de Gobierno y Políticas Públicas en la Universidad del Desarrollo, quienes nos acompañan en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Recuerdo a la Sala que el día de ayer se autorizó el ingreso de los asesores, tanto de la señora Ministra como de los Comités. 



¿Habría acuerdo para mantener dicha autorización?

El señor ALLAMAND.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Diga, señor Senador. 

El señor PROKURICA.- Días atrás tomamos, no sé si el acuerdo, pero sí se señaló que, cada vez que se viera un proyecto de ley, el Ministro respectivo debía estar presente.



En este minuto estamos tratando una iniciativa cuyas implicancias son muy importantes respecto de un tema no menor como es la pesca, en el cual hay Senadores, Diputados y asesores vinculados a todo tipo de acusaciones. Incluso, un colega afirma que existe financiamiento. Y no se encuentra en el Hemiciclo el representante del Gobierno.



A mí me gustaría que el Ejecutivo diera su opinión sobre este proyecto. No tengo por qué pensar mal de la normativa en estudio, pero, por seguridad de la Corporación y de los Senadores, el Ejecutivo debe entregar su parecer respecto de este tipo de proyectos, que siempre tienen aristas complejas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le agradezco su intervención, señor Senador.



El problema es que nosotros, como Senado, pusimos esta iniciativa en Fácil Despacho el día de ayer. Ojalá pudiéramos comunicar estos cambios con el tiempo suficiente a los señores Ministros, para que quedaran en condiciones de concurrir. Pero, como seguramente vamos a aprobar el proyecto, habrá discusión particular y plazo para formular indicaciones. Ahora estamos en la discusión general.



No hay más Senadores inscritos para intervenir.

El señor MOREIRA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero felicitar al Senador autor de la moción. Sin embargo, hay algo que me llama la atención y por eso he solicitado hacer uso de la palabra. 



Lo normal es que los trámites de concesiones acuícolas demoren entre diez, quince, dieciocho años. Entonces, aquí lo volvemos a ratificar al aceptar las concesiones acuícolas que cuenten con proyecto técnico aprobado al 9 de febrero del 2013 o que hayan sido presentadas antes del 12 de abril de 2012.



Con ello, parece normal que el trámite de una concesión de acuicultura demore tantos años.



Llamo la atención sobre el particular, señor Presidente. Y, por intermedio de la Mesa, le solicito a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura que vea con las autoridades pertinentes del Ejecutivo cómo lograr que un procedimiento que debería durar máximo un año no se tarde quince.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero hacerle presente a la Sala que este proyecto es de quorum especial, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos afirmativos. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Coloma, Girardi, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.



De otro lado, debo informarle a Sus Señorías que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura me había solicitado que esta iniciativa fuera aprobada en general y en particular. Pero es la Sala la que debe resolver al respecto.

El señor PROKURICA.- ¡No, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En caso de que no se aceptara esa proposición, el proyecto tendría que volver a la Comisión para el segundo informe. Pero primero habría que definir el plazo para presentar indicaciones.

El señor PROKURICA.- ¡Obvio!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, este es un proyecto simple. Se discutió en la Comisión de Pesca, donde fue aprobado por unanimidad. Beneficia a una región en especial, ya que está resolviendo la situación relativa a la moratoria.



Por lo tanto, yo no veo qué indicaciones se pueden presentar en esta materia, pues, en el fondo, se trata de la modificación de un artículo.



Señalo aquello porque, de seguir ese procedimiento, se va a demorar y a demorar su despacho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para eso requiero la unanimidad de la Sala, porque cualquier Senador puede solicitar que se fije un plazo para presentar indicaciones.



Consulto a Sus Señorías sobre el punto.



Tengo una petición en tal sentido.



Efectivamente, como se señaló, el Subsecretario de Pesca asistió a la Comisión y manifestó su acuerdo con el propósito de este proyecto.



Eso es cierto.



Entonces, ¿les parece que el plazo para la presentación de indicaciones sea hasta el lunes 19 de junio, a las 12?



Acordado.

VI. ORDEN DEL DÍA
RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE DERECHO DE IDENTIDAD DE GÉNERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, iniciado en moción de las Senadoras señoras Pérez San Martín y Rincón y de los Senadores señores Escalona, Lagos y Letelier, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, con segundo informe, segundo informe complementario y nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Lily Pérez y Rincón y señores Lagos, Letelier y Escalona):



En primer trámite, sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo informe complementario): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (nuevo informe complementario del segundo informe): sesión 17ª, en 30 de mayo de 2017.



Discusión:



Sesiones 87ª, en 21 de enero de 2014 (se aprueba en general); 19ª, en 31 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 20ª, en 6 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quedó pendiente la discusión de la indicación renovada N° 15, cuyo propósito es intercalar, en la letra c) del inciso tercero que propone la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 1°, entre las palabras “tratada” y “en”, la frase “una vez realizada la rectificación que regula esta ley”.



Durante el debate se señaló que se buscaría una redacción alternativa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hubo acuerdo para ello.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entonces, habría que darles la palabra a los señores Senadores que quedaron inscritos para intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señor PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, ayer quedamos justo en este punto, que tiene que ver con la letra c). Y se había renovado una indicación para eliminarla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señora Senadora. Estamos discutiendo la letra c) que aparece en la columna final de la página 4 del boletín comparado.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Sí, pues! ¡Eso! 



Había una indicación del Senador…
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No era para eliminar la letra c), sino para agregarle una frase.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Y el Ejecutivo quedó de traer una redacción alternativa.



De eso estamos hablando.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Y no hubo posibilidad de concordar esa redacción.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Okay: no hubo acuerdo para ello.



Sin embargo, creo que la situación está igualmente salvada en el texto original. ¿Por qué?



Señalo lo anterior para quienes tienen duda con respecto a la certeza jurídica que mencionaron ayer los Senadores Espina y Chahuán.



Me explico.



Una persona puede tener un nombre social distinto, pero su rol único nacional no se altera. Y cuando concurre, por ejemplo, a la firma de un contrato, o a la compra de un bien, queda ese número. De manera que no se puede argumentar que tales actos no tendrían legitimidad o que se estaría incurriendo en un vicio. 



Como ese número no se altera -lo que cambia en este caso es el nombre social o registral-, honestamente creo que debe respetarse la norma original, ya que no hay acuerdo en cuanto al texto alternativo del Ejecutivo. 



Por lo tanto, yo estaría dispuesta a votar la disposición tal y como venía originalmente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, ayer se visualizó una solución para este problema que quizá todavía es factible de concretar. Porque, si se fija,  la letra c) tiene dos elementos distintos.



La primera frase plantea que la persona tiene derecho a “ser tratada en conformidad con su identidad de género”. Sin embargo, acto seguido se agrega la siguiente condición: “y, en particular, a ser reconocida e identificada de ese modo en los instrumentos públicos y privados”, en fin.



Entonces, ¿por qué siento que no existe propiamente una diferencia? Porque estamos hablando de dos cosas distintas. 



La primera frase se halla relacionada con el derecho de la persona que ha planteado lo relativo a la identidad de género a ser tratada conforme a ella.



La segunda parte tiene que ver con una cosa diferente.



Por ejemplo, desde cuándo un notario, para los efectos de otorgar una escritura pública, debe estarse a lo que se ha denominado acá “nombre o sexo social”.



Ese es exactamente el problema. Por eso son dos situaciones diferentes.



Veamos un caso práctico: el de una persona que va a una notaría y quiere suscribir una escritura. Y me voy a colocar como ejemplo.



En la notaría me preguntan por mi nombre. Yo respondo: Andrés Allamand. Pero digo: “No. Es que para este efecto quiero ser considerado femenino: me llamo Andrés Allamand, y mi sexo es femenino. Identifíqueme en la escritura de esa manera”. 



¿Qué hace el notario? No puede acceder a ello si no existe la inscripción: debe pedir el certificado de nacimiento o el carnet de identidad.



Entonces, no estamos frente a una diferencia. Lo que hay que hacer aquí es separar las dos situaciones envueltas en el artículo. 



La primera es general: toda persona tiene derecho “A ser tratada en conformidad con su identidad de género”.



La segunda situación es desde cuándo, para los efectos de un instrumento público o un instrumento privado, debe estarse al “sexo requerido”, por así llamarlo. Obviamente, ello debe ser después de la inscripción.



Señor Presidente, mi pregunta es muy simple. Si yo le planteo a cualquier notario lo siguiente: “Mire, mi carnet dice: ‘Andrés Allamand, sexo masculino’, pero yo quiero que coloque ‘Andrés Allamand, sexo femenino’.”, ¿podría acceder a ello, contraviniendo lo señalado en el carnet de identidad y por mi sola petición? ¡Obviamente que no!



Entonces, no tenemos una diferencia.



Esto se soluciona perfectamente disponiendo que toda persona tiene derecho “A ser tratada en conformidad con su identidad de género (...) Asimismo, una vez formulada la inscripción”, y luego continuar con el artículo.



De lo contrario, se les formulará a las autoridades públicas una exigencia que no les será factible cumplir.



¿Cómo podría una autoridad pública dar cumplimiento a lo que señalé anteriormente, contraviniendo lo que dice el certificado de nacimiento y el carnet de identidad? 



¡Sería imposible!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a los señores Senadores que ya intervinieron que solo pueden hacerlo una vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero señalar que ayer hubo un acuerdo de la Sala para que el Ejecutivo propusiera hoy día una nueva redacción. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- La trajo.

El señor CHAHUÁN.- Ciertamente.



Sin embargo, vuelvo a insistir en que acá estamos hablando acerca de cómo poder resolver la inoponibilidad respecto de terceros. Por eso a mí me gustaría que pudiéramos revisar la propuesta del Ejecutivo para saber si efectivamente podemos zafar con relación a los efectos jurídicos en cuanto a terceros de un acto o contrato a fin de dar certeza jurídica, que es lo que esperamos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, quiero saludar, por su intermedio, a todos los señores Senadores y señoras Senadoras.



Como Ejecutivo, hemos cumplido con el compromiso de traer una nueva redacción, buscando, por cierto, salvar este punto.



Me interesa señalar que no estamos discutiendo la oponibilidad al tema, que está salvada, sino que estamos hablando específicamente de cómo lograr un tratamiento digno.



Leeré a continuación la nueva redacción de la letra c) del artículo 1° del proyecto de ley: 



“A ser tratada dignamente de conformidad con su identidad de género en concordancia con las circulares e instructivos oficiales emanados de la autoridad competente. En relación a los instrumentos públicos, deberá utilizarse siempre el nombre y sexo legal vigente al momento de su suscripción.



“Asimismo, desde que se produzca la rectificación de la partida de nacimiento, y de conformidad con los artículos 8° y 9° de esta ley, las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuran en los registros oficiales deben ser coincidentes con la nueva identidad establecida en la referida partida”.”.


Esa es la nueva propuesta, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero solicitarle a la Ministra si puede leer de nuevo la redacción del Ejecutivo o distribuirla, porque por lo menos a mí no me queda claro qué se está planteando. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señora Senadora, le pido, por favor, evitar el diálogo y dirigirse a la Mesa.

La señora VON BAER.- Perdón, señor Presidente.



Por su intermedio, le solicito a la Ministra que nuevamente lea el texto del Ejecutivo, pues no me queda claro cómo se resuelve el problema.


Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo. Voy a pedir que se coloque en la pantalla de la Sala, para que lo puedan leer ahí.



Mientras tanto, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece que se avanza en un sentido, pero en otro no.



Efectivamente, aquí hay dos temas. Uno es el relativo al trato digno. En este caso no se requiere que se circunscriba a lo que dicen las circulares. Simplemente, se debe establecer por ley. Más aún cuando el artículo 9 dispone la “OBLIGACIÓN DE TRATO DIGNO”. 



Aquí basta con lo consignado en la letra c) del proyecto: “A ser tratada en conformidad con su identidad de género”. Se podría agregar “A ser tratada ‘con dignidad’ en conformidad con su identidad de género”.



Ese no es el punto.



A lo que hemos estado aludiendo es a la situación que se produce al momento de firmar un documento público cuando la persona está en proceso de cambio de identidad legal y todavía mantiene la de origen.



Si durante ese proceso se lo identifica con la identidad que busca y no con la que tiene se puede producir un efecto jurídico negativo, que haga inoponible el acto de terceros. Este es el conflicto que tratamos de evitar. Y opino que la fórmula a que me referí sí lo resuelve.



En cuanto a la frase “En relación a los instrumentos públicos”, debería agregarse “y los privados”, porque esto puede afectar, por ejemplo, a un contrato entre partes. 



Por tanto, la solución sería establecer la siguiente oración: “En relación a los instrumentos públicos y privados, deberá utilizarse siempre el nombre y sexo legal vigente al momento de su suscripción”.



Eso resolvería el problema, porque si el día de mañana la persona tiene una identidad de género distinta, desde ese minuto, desde el acto de reconocimiento -es lo que hemos estado planteando y proponía la indicación del Senador Chahuán-, se usará la nueva identidad de género. Pero antes de que se haya reconocido oficialmente, en conformidad a lo que dispone la ley, no puede utilizarse aquella, sino la actual. 
 

A mí me parece que con lo que propongo es suficiente.



Y, respecto de la frase anterior que plantea el Ejecutivo, no es necesario agregar lo relativo a “las circulares e instructivos oficiales”. Bastaría con expresar: “A ser tratada dignamente de conformidad con su identidad de género. En relación a los instrumentos públicos y privados, deberá utilizarse siempre el nombre y sexo legal vigente al momento de su suscripción.”.



Así quedaría bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Está inscrita la Honorable señora Von Baer.



Su Señoría ya habló. Recuerde que cada Senador puede intervenir solo una vez.



Tiene la palabra.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, quiero llamar la atención respecto a la nueva redacción del Ejecutivo.



Me parece que lo propuesto en la segunda parte, como dice el Senador Larraín, avanza en solucionar el problema. 



Pero quiero referirme a la primera parte del texto, en cuanto a que la persona debe “ser tratada dignamente de conformidad con su identidad de género en concordancia con las circulares e instructivos oficiales emanados de la autoridad competente”.



Por ejemplo, en nuestro país existe una circular del Ministerio de Educación, del 27 de abril de este año, dirigida a todos los sostenedores y directores y directoras de establecimientos educacionales de Chile, que se basa en una definición de identidad de género que, de hecho, es la que rige actualmente.



Dice esa circular, que está vigente, que la identidad de género “Se refiere a la vivencia interna individual del género tal como cada persona se siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado al nacer, incluyendo la vivencia personal del cuerpo”.



Según el texto propuesto por el Ejecutivo, los niños que manifiestan una identidad de género distinta del sexo que les fue asignado al nacer tienen que ser tratados dignamente. 



Eso incluye, por ejemplo, el uso de los servicios higiénicos en el colegio.



Por lo tanto, si utilizamos esa forma de describir tal derecho, un alumno de sexo masculino pero con identidad de género femenina podrá entrar a los baños de las niñas.



¿Es eso lo que se está planteando? De ser así, lo encuentro complejo, sobre todo, si estamos hablando de establecimientos educacionales públicos en que las duchas son abiertas. Por consiguiente, en los colegios esa medida tendrá efecto sobre terceros.



Según la circular, un estudiante de 16 años de sexo masculino e identidad de género femenina podrá entrar al baño de niñas. Y, como el documento está vigente, el asunto resulta complejo, o al menos yo, desde el punto de vista del funcionamiento de los establecimientos educacionales, lo estimo así.



Por eso considero complicado que en la primera parte del texto del Ejecutivo haya una frase que diga: “en concordancia con las circulares e instructivos oficiales emanados de la autoridad competente”. 



Me parece mejor la indicación del Senador Chahuán, porque plantea de manera sumamente clara que este trato corresponde “una vez realizada la rectificación que regula esta ley”.



De esa manera, no produciríamos efecto sobre terceros, contrariamente a lo que ocurre con la propuesta del Gobierno, pues -como señalé- en muchos colegios de nuestro país el uso de las duchas es por completo abierto.



En suma, quería plantear que me parece compleja la primera parte de la indicación del Ejecutivo.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que, de no haber unanimidad, no puedo dar curso a la indicación del Gobierno. Por consiguiente, deberemos pronunciarnos sencillamente respecto de la letra c).

El señor LETELIER.- Pido la palabra para un punto de Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Espero que no se refiera al fondo, señor Senador.



Tiene la palabra.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, propongo recabar el acuerdo de la Sala para suspender este debate y continuar el tratamiento del proyecto hasta que podamos construir un acuerdo sobre temas que son naturales. La idea es que el efecto jurídico se produce al momento de verificar el cambio registral. Pero ese momento jurídico no cuestiona lo que propone la letra c) del inciso primero del artículo 1°.



Sugiero dejar el tema pendiente hasta que podamos llegar a un acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, dejaremos pendiente la votación de la letra c) del inciso primero (que ha pasado a ser tercero) del artículo 1°.



Acordado.



Les encomiendo a los representantes de los diferentes Comités buscar con el Gobierno una redacción que solucione el problema, pues considero necesario clarificar la normativa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se ha renovado la indicación N° 16, que propone sustituir el inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:



“Las personas tendrán derecho a que se respete su identidad de género, sin perjuicio del ejercicio legítimo de derechos fundamentales por parte de terceros”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en el contexto de las conversaciones efectuadas desde ayer, básicamente el Ejecutivo debería haber presentado una indicación, porque estuvimos revisando la materia junto con sus equipos técnicos, en la que, manteniendo la redacción actual, se agregue una parte final que de alguna manera se refiera a la Ley Zamudio. Es decir, se establecen todos los derechos de no discriminación, sin perjuicio del ejercicio legítimo de derechos fundamentales.



La indicación N° 16 dice: “Las personas tendrán derecho a que se respete su identidad de género, sin perjuicio del ejercicio legítimo de derechos fundamentales por parte de terceros”.



Entiendo que existe otra indicación, revisada por los equipos técnicos del Gobierno y nuestros asesores, que mantiene exactamente igual el texto del inciso segundo (que ha pasado a ser cuarto) aprobado por la Comisión, pero que le agrega la frase “Lo anterior, es sin perjuicio del ejercicio legítimo de derechos fundamentales.”.



Si hubiera acuerdo -en el aspecto técnico lo hay-, no tendríamos inconveniente en retirar la indicación N° 16.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, entendiendo que en este caso opera el principio de primacía constitucional, como Ejecutivo, no nos oponemos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De todas maneras, vamos a poner en pantalla la indicación.



¿Habría acuerdo para aprobar la indicación acordada con el Ejecutivo para agregar, en el inciso segundo del artículo 1°, la frase “Lo anterior, es sin perjuicio del ejercicio legítimo de derechos fundamentales”?



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con el texto, pero considero que debería eliminarse la expresión “y/o”. Basta con que dijera “o” o “y”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a Su Señoría, facultaremos a la Secretaría para corregir ese aspecto gramatical.

El señor LARRAÍN.- Nunca hay que escribir en una normativa “y/o”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En consecuencia, aprobaremos la indicación consensuada con el Ejecutivo y queda retirada la indicación renovada N° 16.



--Así se acuerda.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Por consiguiente, no corresponde tratar la indicación renovada N° 19, que proponía eliminar una frase del señalado inciso, ya que en el nuevo texto ese aspecto está superado.

La señora VON BAER.- No escuché bien, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Había una indicación que suprimía una frase del inciso. Pero, como se consensuó un texto, no procede analizarla.



Por lo tanto, la damos por retirada.



--Queda retirada la indicación renovada N° 19.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la indicación renovada N° 25 propone agregar en el inciso primero del artículo 3°, que ha pasado a ser 2°, antes de la palabra “podrá”, la expresión “sin vínculo matrimonial vigente”.

El señor ALLAMAND.- La retiramos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme.



--Queda retirada la indicación renovada N° 25.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, como no se ha renovado indicación y se pidió votación separada, corresponde pronunciarse sobre el inciso quinto, nuevo, del artículo 1°, que señala: “No será condición necesaria para el ejercicio de los derechos que emanan del reconocimiento del derecho a la identidad de género haberse sometido a algún tipo de intervención y/o tratamiento modificatorio de la apariencia.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado. 



--Se aprueba el inciso quinto, nuevo, del artículo 1°.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pero con la corrección de “y/o”. Debería decir solo “o”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, vamos a revisar ese punto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sin perjuicio de que se haya pedido votación separada, en la misma página 5 figura la supresión del artículo 2°, que se acordó por unanimidad en la Comisión.



¿No habría insistencia en la solicitud de votación separada?

El señor LETELIER.- No la hay. 



Sigamos, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- No se necesita votar la supresión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tenemos que pronunciarnos sobre la supresión del artículo 2°, que se acordó por unanimidad.



¿Habría acuerdo?

El señor ALLAMAND.- Hay acuerdo

El señor LARRAÍN.- Hay acuerdo.

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como se pidió votación separada, debo respetar eso.



Si existe acuerdo, daríamos por aprobada la supresión.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, ¿estamos aprobando el inciso quinto, nuevo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya se aprobó, señor Senador. Estamos pronunciándonos sobre la supresión del artículo 2°, que fue aprobada por unanimidad en la Comisión.

El señor LETELIER.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Está bien?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



--Se aprueba la supresión del artículo 2°.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 6, se ha retirado la indicación renovada N° 25, que proponía agregar, antes de la palabra “podrá”, la expresión: “sin vínculo matrimonial vigente”. 



Ahora bien, de todas maneras hay que votar el artículo mismo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar el artículo 3°?

El señor LETELIER.- Sí.



--Se aprueba el artículo 3°, que ha pasado a ser 2°. 
El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el inciso segundo de este artículo dice: “En el caso de la solicitud presentada por persona con vínculo matrimonial no disuelto, se estará a lo dispuesto en el Título III de la presente ley.”.



No es que tenga un inconveniente respecto de esto, pero no sé si el minuto para hacer la discusión es este o cuando veamos el Título III, porque me parece que deberían también incorporarse los acuerdos de unión civil no disueltos, a efectos de tener una tramitación similar a la del vínculo matrimonial no disuelto.



Reitero que no tengo problema en hacer la discusión en el Título III.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Veámoslo en el Título III.

El señor LARRAÍN.- Pero si logramos incorporarlo ahí, entonces se deberá hacer también acá.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto; se entiende así. Si en la discusión del Título III el resultado es el que señala, deberemos volver nuevamente a esta norma.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la página 8 del boletín comparado, la Comisión propone incorporar un artículo 3°, nuevo.



Como se ha pedido votación separada de cada artículo, procedería votarlo, salvo que se retire esa solicitud.

El señor ALLAMAND.- La retiramos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



--Se aprueba el artículo 3°, nuevo.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 9, la Comisión acordó por unanimidad la supresión del artículo 4°.

El señor ALLAMAND.- Retiramos la solicitud de votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Perfecto.



--Se aprueba la supresión del artículo 4°.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 10, está el artículo 5°, que ha pasado a ser 4°. En él recae la indicación renovada N° 46, que dice: “Será competente para conocer de la gestión a que se refiere la presente ley el Juez de Familia del domicilio del peticionario.”. 

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el artículo 4° aborda dos temas, no solamente uno.



Lo primero es determinar la autoridad competente para conocer de los cambios registrales: el Registro Civil.



Y lo segundo es qué ocurre cuando los solicitantes tienen vínculo matrimonial no disuelto.



En esa materia, se plantea que es competente el tribunal de familia del domicilio del cónyuge.



Esos dos temas se están discutiendo acá.



En la Comisión tuvimos diferencias. Yo fui minoría, porque no era partidario de que esta ley entrase a la discusión de la disolución del matrimonio, cuando existiese. Pero la mayoría de la Comisión tuvo otra opinión. El artículo está estructurado en ese sentido. Se refiere a quién tiene competencia para manifestarse sobre las acciones.



En ese contexto, la indicación dice relación a los efectos -si se quiere ser coherente con el texto-, de manera de resolver quién tiene competencia cuando hay vínculo conyugal o matrimonio: si es el tribunal de familia del domicilio del cónyuge o del peticionario.



Ese es el motivo de la discusión.



La Comisión optó por que sea competente el tribunal de familia del domicilio del cónyuge y no del peticionario del cambio registral. 



Por mi parte, soy partidario de que se mantenga el texto tal como fue aprobado en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quisiera hacer dos comentarios.



Primero, me parece adecuado que el Servicio de Registro Civil e Identificación deje de ser el órgano competente y que pase a serlo un tribunal.



El tema es, básicamente, si la judicatura adecuada es la de familia o la civil.



Entiendo que es un tema controvertido, por el colapso de los juzgados de familia, pero pongo sobre la mesa el punto de que tanto los juzgados de familia como los juzgados civiles podrían ser perfectamente competentes para resolver aquello.



Señor Presidente, me voy a allanar a las indicaciones de los Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martin y señores Girardi, Lagos, Pizarro y Tuma, sin perjuicio de que habría preferido que sobre esta materia se pronunciara un juzgado civil y no uno de familia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el Senador Letelier planteaba que esto tenía que ver solo con el domicilio.



El texto aprobado por la Comisión de Derechos Humanos dice: “Será competente para conocer de la solicitud de rectificación de sexo y nombre el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.



La indicación expresa: “Será competente para conocer de la gestión a que se refiere la presente ley el Juez de Familia del domicilio del peticionario.”.



Según entiendo, la indicación cambia al Registro Civil por el juez de familia.

El señor CHAHUÁN.- Eso es.

La señora VON BAER.- Ese es el cambio que se está proponiendo.

El señor LETELIER.- Hay que mirar el artículo entero.

La señora VON BAER.- Por lo tanto, esto tiene que ver no solo con el domicilio, sino también con la autoridad frente a la que se hace el trámite.



A mi juicio, no se puede realizar ante el Registro Civil. Este Servicio debe cumplir un montón de otras  obligaciones. Y, a decir verdad, ha tenido problemas en la vinculada con los cambios de domicilio para los procesos electorales.



En consecuencia, me parece adecuada la indicación que presentaron los Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señor Girardi, etcétera, para que sea competente el juez de familia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, creo que la indicación N° 46 demanda una explicación de los Senadores que la renovaron, pues tengo la impresión de que quedó mal referida.



En efecto, de seguirse el criterio planteado por Sus Señorías, el trámite deja de ser administrativo y pasa a ser judicial, ámbito en el cual este proyecto no incursiona. El trámite es judicial únicamente en el evento de que el peticionario tenga un vínculo matrimonial no disuelto.



Por consiguiente, antes de continuar el debate, sería prudente que alguno de los parlamentarios que firmaron la indicación renovada explicara si efectivamente están pidiendo el cambio hacia la competencia judicial o si hay un error de referencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- No sé a qué se refiere el Senador Araya, señor Presidente.



Lo que yo veo es que están volviendo al inciso primero del ARTÍCULO 5°, lo que obliga a entender que la indicación renovada se halla referida también al inciso primero del ARTÍCULO 4°, nuevo, o antiguo ARTÍCULO 5°.



Ahora, yo comparto el sentido de la indicación renovada, porque me parece que una actuación de tal naturaleza no puede quedar entregada a la sola voluntad de un funcionario administrativo, como lo es el Director del Servicio de Registro Civil.



Hoy día el cambio de nombre se hace por la vía de un procedimiento judicial.



Ahora no se trata solo del cambio de nombre, sino también del cambio de la identidad de género, lo que exige al menos mantener el mismo nivel de procedimiento legal existente en la actualidad para el cambio de nombre, que es de carácter judicial.



Me parece que únicamente corresponde redactar bien la norma, pues la referencia debe ser, no al juez de familia del domicilio del peticionario, sino al tribunal con competencia en materia de familia. Ello, porque no en todos los lugares hay un tribunal de familia, sino jueces civiles con competencia en asuntos de familia. Entonces, debe entenderse que la referencia es a ambos.



En tal sentido, ciertamente, aprobamos la indicación renovada N° 46.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la verdad es que yo no renové esta indicación. Y quería retirarla, porque, además, se presentó cuando estábamos hablando de los menores, lo que, desgraciadamente, la iniciativa en debate no contempla.



A mi entender, este proyecto, relativo al derecho a la identidad de género, debería incluir a los menores. Lamentablemente, no ha sido así. De modo que espero que en la Cámara de Diputados ello se pueda modificar.



La indicación original -repito- estaba pensada en aquella perspectiva.



Ahora, no quiero retirarla, sino únicamente dejar claro que yo no la renové.

El señor LETELIER.- Es otra materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente que pueden retirar la renovación quienes la suscribieron. Se trata, entiendo, de nueve Senadores.

El señor LARRAÍN.- Pero podemos hacerla nuestra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es: puede hacerla suya cualquier Senador.



O sea, el retiro no es voluntario, porque...

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Esto es rarísimo…! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no quiero pensar que aquí hay mala fe.



Hasta ahora, yo he tratado de ser lo más ecuánime posible en el juicio sobre los colegas de las bancas del frente. Pero debo decir que, si la intención de ellos, en particular del Senador Larraín, es cambiar al ente que hace la rectificación respectiva, optaron por renovar una indicación que no corresponde. Ello, porque en lo único que la indicación que se renovó puede tener que ver con el precepto que estamos discutiendo es en la actuación de tribunales de familia respecto de las uniones civiles y matrimonios.



El tratar de insistir para cambiar al Registro Civil sería una actitud mañosa. Porque el origen de la indicación que se renovó era la determinación de la autoridad competente para ver temas de menores: ARTÍCULO 5° antiguo, que ya no existe. 



Yo quise actuar de buena fe al principio, pero veo que aquí hay, quizás, una confusión o una distorsión.



Lo que deseo decir es que, si se procura restablecer el espíritu de la indicación original, corresponde que retiren la renovación, porque esa indicación tenía que ver con los menores. 



Ahora, si no quieren que sea el Registro Civil el ente que haga el cambio registral, corresponde que voten en contra de la parte pertinente del precepto que sugirió la Comisión, pero no renovar una indicación vinculada con la materia que explicité, la cual fue desechada.



Las Senadoras Pérez, Goic y Allende jamás han pedido que los tribunales de familia hagan el cambio registral para los mayores de edad.



Creo que esa es la confusión que se ha generado en este momento.



En consecuencia, propongo que se retire la renovación de la indicación, porque recae en un precepto que ya no existe, pues tenía que ver con los menores.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo puntualizar, en todo caso, que esa misma indicación fue renovada por Senadores de la UDI y de Renovación Nacional, según me indica el señor Secretario: los señores Chahuán, Larraín, entre otros.



De consiguiente, la Mesa podría dar por retirada la renovación hecha por los Honorables señores Girardi, Lagos, etcétera, si Sus Señorías estuvieran de acuerdo, pero debería pedir el pronunciamiento de la Sala sobre la misma indicación, que fue renovada por otros Senadores.



Sigamos con la discusión.



Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en primer lugar, a quienes sostuvieron lo contrario debo decirles que la indicación está bien redactada. 



En segundo término, he de señalar que carece de sentido que la Comisión haya dejado en su informe esa indicación, porque ella cayó en el mismo momento en que dicho órgano técnico rechazó la inclusión de los menores.



La competencia que nosotros, a través de esta indicación, les dábamos a los tribunales de familia era justamente para ver el tema de los menores de edad. Como eso se cayó durante la tramitación del proyecto, no entendemos por qué la indicación en comento se mantuvo en el informe final que nos llegó a la Sala.



Dicho eso, nosotros, obviamente retiramos la indicación renovada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le hago presente a la señora Senadora que las indicaciones no aprobadas en la Comisión respectiva pueden ser renovadas en la Sala por diez Senadores -es lo que ha sucedido- o por el Ejecutivo -por cierto, si son de su autoría-, según corresponda.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Para un punto de Reglamento?

El señor WALKER (don Ignacio).- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, tiene la palabra el Senador Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, debo aclarar que yo firmé la renovación de la indicación que nos ocupa. Pero, mirando bien, me parece que el texto que figura en la página 10, columna de la derecha, es correcto. Y quiero explicar por qué, si Su Señoría me lo permite.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene derecho a hacer uso de la palabra, señor Senador. Yo no se lo estoy negando.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Señor Presidente, la regla general es que las solicitudes de cambio de sexo se tramitan ante el Registro Civil. Y eso es razonable. Porque si no hay ningún trámite adicional y existe la mera voluntad del peticionario, ir a los tribunales de justicia para que certifiquen un hecho no tiene sentido.



El inciso quinto está bien, pues contempla una norma adicional que dice que debe notificarse de la solicitud a determinados parientes.



Si alguno de esos parientes, por equis razón, se opone legítimamente, la cuestión se traslada a la justicia para que la resuelva  en un procedimiento contencioso.



Entonces, me parece que la norma que propone la Comisión es coherente: el asunto está en el ámbito del Registro Civil cuando nadie se opone; pero si alguien manifiesta oposición, ese Servicio no tiene competencia ni jurisdicción para resolver la disputa entre quien legítimamente y por su propia voluntad quiere cambiar su sexo y aquel que se opone por algún motivo (económico, patrimonial, en fin).



Por eso el inciso quinto (página 12) dice: “Recibida la solicitud, deberá notificarse de ella, mediante carta certificada, a los ascendientes y descendientes de primer grado por consanguinidad, y al cónyuge, si lo hubiere. Dentro del plazo de 15 días corridos, contado desde la notificación, los interesados podrán oponerse  a la solicitud. En el evento de que exista oposición, el asunto devendrá en contencioso, y será remitido mediante oficio al tribunal que tenga competencia en materia de familia del domicilio del peticionario.”.



Considero que la norma pertinente es correcta. Y entiendo que muchos de nosotros la respaldamos.



Por lo tanto, retiro mi firma de la renovación. Porque me parece que decir de plano que el asunto va a los tribunales de familia no existiendo ningún hecho contencioso es absurdo. Pero si se transforma en un hecho contencioso, la situación cambia.



El derecho a recurrir a la justicia cuando se cree que existe una controversia tiene sustento en una garantía constitucional que nadie puede desconocer.



En este caso el legislador regula qué pasa si ocurre aquello.



A mi juicio, el precepto que propuso la Comisión es correcto, pues resuelve bien el problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Se retiró la indicación renovada, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Para qué hablar, entonces!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se retiraron las dos indicaciones.



En consecuencia, quedan retiradas.



Habían pedido la palabra los Senadores señores Bianchi y Larraín, pero para referirse a la misma materia.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay que votar el ARTÍCULO 4°, que comienza en la página 10 y termina en la 12.



Dentro de él, el inciso segundo -dice: “En el caso de los solicitantes con vínculo matrimonial no disuelto, será competente el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de su cónyuge.”.- es de rango orgánico constitucional.



Posteriormente, en el mismo ARTÍCULO 4° se renovaron las indicaciones números 47 y 53, pero para agregar incisos nuevos.



Yo me estoy refiriendo, señores Senadores, solo al texto despachado por la Comisión de Derechos Humanos.



Por supuesto, después deberán votarse los incisos nuevos incorporados mediante aquellas indicaciones renovadas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quiero aprovechar este debate, que me parece muy relevante para restablecer derechos a personas que hoy día, por distintas razones, no los tienen y, asimismo, para restituir la posibilidad de que todas las personas sean sujetos de derecho, independiente de cualquier condición (porque todas son personas, al menos para quienes estamos en este lado), para señalar lo siguiente:



“Constituye tortura tratar a las personas con un nombre y sexo que no las identifica, obligándolas desde pequeñas a desarrollar una vida que no es la suya, sino las proyecciones o deseos de otros.



“Senadores, senadoras, los invitamos a pensar cómo se sentirían si hubiesen sido obligados a vivir según un sexo que no los identifica. Si naciendo hombres, les asignaran una identidad legal femenina o, si siendo mujeres, las obligaran a usar los baños de hombres y a exponer su intimidad. Vivirían abusos y desconsuelos permanentes.



“Si ustedes estuvieron seguros a temprana edad sobre si eran hombres o mujeres no fue por sus genitales. Fue porque así lo sintieron, así les fluyó, sin que nadie les dijera nada. La naturaleza no recibe órdenes.



“Sentir, fluir y ser es lo que negamos a las personas trans cada vez que las tratamos con un nombre y sexo ajeno a su identidad. El problema se acrecienta cuando existen barreras estatales para recuperar legalmente la naturaleza arrebatada al nacer por prejuicios o ignorancia.



“Si alguien nace con pene o vagina, asumimos automáticamente que es hombre o mujer, en forma respectiva, y comenzamos, queriéndolo o no, a dirigir su forma de vida hacia lo masculino o femenino, sin cuestionamientos, sin preguntarnos si con ello violentamos la dignidad humana. Pero si la persona nacida con pene verbaliza que es mujer, asumimos que es un error que debe corregirse o que el futuro podría variar.



“Genitalizar a la persona implica ver sus sentimientos, raciocinios y deseos solo a partir de lo que está entre las piernas. Tal mirada reduccionista provoca daños concretos, estando en el extremo los asesinatos transfóbicos.



“Lamentamos profundamente que el proyecto que hoy se discute deje fuera de su amparo a los niños y niñas trans. Ello violenta el interés superior del niño. También lamentamos que este proyecto impida a las personas casadas cambiar su nombre y sexo legal, aun cuando la legislación actual sí lo permite.



“Pese a todo, hoy marcamos un hito en la tramitación de esta norma, tras el primer proyecto de ley sobre la materia que ingresamos al Parlamento en 2008. Hoy pedimos el cese de los obstáculos, la agilidad en el trámite y el despacho en breve de este proyecto para continuar su segundo trámite y así avanzar por nuevos caminos hacia la igualdad y el real respeto a los derechos humanos.”.



Hago mío ese texto -y me siento muy honrado al poder leerlo acá-, que representa al Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les ruego a Sus Señorías referirse a la materia en debate.



Está en discusión el ARTÍCULO 4°.



Se hallan inscritos en seguida los Senadores señor Allamand y señora Allende, quienes no intervendrán.



Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, creo que quedó claro que, tratándose de una persona sin vínculo matrimonial, es decir soltera, la solicitud se tramita ante el Servicio de Registro Civil.



Ahora, me gustaría que se votara separadamente el inciso quinto del ARTÍCULO 4°, pues ahí se produce una de las incongruencias de esta iniciativa.



Todo el proyecto relativo a la identidad de género discurre sobre la base de que es un derecho personalísimo el poder definir el sexo conforme a las creencias, a los sentimientos.



Ahora bien, el ejercicio de los derechos personalísimos, a mi juicio y según la teoría constitucional, no admite oposición de terceros.



Sin embargo, curiosamente, en el inciso quinto del ARTÍCULO 4° se plantea la posibilidad de que exista oposición al cambio de sexo.



Yo tengo entendido que aquí hubo un debate en cuanto a que la oposición podía ser solo al cambio de nombre y no al de sexo.



Cuando uno lee el referido inciso observa varias incongruencias.



Primero, dispone que debe notificarse de la solicitud, “mediante carta certificada, a los ascendientes y descendientes (...) y al cónyuge”.



El problema radica en que en ese procedimiento nunca podrá haber cónyuge, pues solo a las personas solteras les será factible hacer cambio de sexo.



Para el solicitante que tiene un vínculo matrimonial, como lo explicamos ayer, se establece una suerte de procedimiento de nulidad de matrimonio.



En mi concepto, el inciso quinto del ARTÍCULO 4°, en lo que respecta a la oposición de terceros, quedó, a raíz de las modificaciones que sufrió el proyecto, mal redactado, no tiene sentido alguno y es del todo incongruente con el resto del articulado.



Repito: desde el minuto en que aceptamos que el derecho a la identidad de género es personalísimo, no puede haber oposición de terceros.



Además, también redunda en un absurdo, porque si la cuestión se judicializa, el tribunal no podrá rechazar el cambio de sexo. Solo le será posible hacerlo si la persona no reúne los requisitos de ser mayor de edad y soltera.



Entonces, la norma de la oposición carece de sentido. Reitero que la discusión, si la memoria no me falla, se hallaba referida más bien al cambio de nombre, lo que quedó mal aprobado producto de las indicaciones que se votaron.



Cabe pronunciarse separadamente acerca de la disposición.

El señor WALKER (don Ignacio).- Perfecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tomamos nota de ello.



Se ha pedido la votación separada del inciso quinto, al cual ha hecho referencia el Honorable señor Araya.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, rechazamos, como Ejecutivo, la inclusión de cualquier tipo de oposición, pues nos encontramos frente al ejercicio de un derecho de carácter personalísimo referente a la identidad de las personas, frente a lo cual sostenemos la convicción de que no puede haber una impugnación legítima.



Además, este inciso presenta algunas incongruencias, tales como:



1) Se establece que la solicitud deberá notificarse al cónyuge.



Esta hipótesis nunca podría ocurrir, tal como aquí se ha dicho, ya que en el artículo 5° del proyecto de ley se le otorga al oficial del Registro Civil e Identificación un mandato para declararla inadmisible cuando el solicitante presente un vínculo matrimonial vigente, a quien deberá informar sobre el procedimiento establecido en el artículo 6°.


Dado lo anterior, malamente podría notificarse un requerimiento o una solicitud declarados inadmisibles.



En tal sentido, en esta última disposición se establecen un procedimiento y formas de notificación, materias que deben someterse a la consideración del juez, entre otros aspectos, para el caso de solicitantes con vínculo matrimonial vigente.



2) Notificaciones.



La exigencia de notificaciones a través de carta certificada puede convertir en letra muerta el derecho a la rectificación de la partida de nacimiento en razón del nombre y del sexo registral. Ello, por cuanto no se señala qué pasa si el solicitante no sabe el domicilio ya sea de los ascendientes o de los descendientes.



Adicionalmente, debemos tener presente que dentro de este grupo de la población existen muchísimos casos de personas echadas de sus hogares, en razón de su condición, por sus propios padres.



Tampoco se resuelve la cuestión de no ser habidos los ascendientes o descendientes, o de quién asumirá el costo de las notificaciones, o del funcionario que deberá practicarlas.



Por otra parte, se innova innecesariamente respecto de la forma de notificación establecida en la ley N° 17.344, que autoriza el cambio de nombres y apellidos, ya que la norma ordena una notificación por medio de un aviso que se publicaría en el Diario Oficial los días 1° o 15 de cada mes.



3) En el caso de los hijos.



Acá se observa otra incongruencia. En la Comisión se excluyó a niños, niñas y adolescentes del ejercicio del derecho a la identidad de género. Sin embargo, en la disposición se les otorga el derecho a oponerse al cambio de nombre y sexo registral de sus padres. Lo anterior ignora el aforismo jurídico de que quien puede lo más puede lo menos.



Como no se distingue entre hijos mayores o menores de edad, un niño, una niña o un adolescente pueden perfectamente oponerse a una solicitud de cualquiera de sus ascendientes.



Cabe agregar que se ignora que ascendientes y descendientes poseen herramientas para que no los afecten ciertos actos o nulidades. Me refiero a la inoponibilidad, que es una sanción civil de ineficacia respecto de terceros de los efectos de un acto jurídico o una nulidad.



4) Ausencia de causales para fundar la oposición.



La ley N° 17.344, en el inciso cuarto de su artículo 2°, contempla, como una causal genérica, poseer un interés, el que ha sido interpretado por la Excelentísima Corte Suprema como de carácter pecuniario o patrimonial.


A lo anterior debemos agregar que el referido cuerpo legal impone la obligación de acompañar antecedentes a la oposición.



Sin embargo, la disposición no establece ningún tipo de exigencias ni requisitos, lo que atenta contra la certeza y seguridad jurídicas de los solicitantes y las personas, en general.



5) Transformación del procedimiento en contencioso.



La ley N° 17.344, en caso de haber oposición, no transforma el procedimiento en contencioso. Solo establece, en el inciso cuarto del artículo 2° que “el juez procederá sin forma de juicio apreciando la prueba en conciencia y en  mérito de las diligencias que ordene practicar”.



En razón de lo anterior, nos oponemos, como Ejecutivo, al inciso quinto del artículo 4° del proyecto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Allamand para una cuestión de Reglamento.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, expondré una cuestión de procedimiento y también de sentido común.



El artículo, tal como lo puntualizó el señor Secretario, contiene siete u ocho incisos que tratan materias muy distintas. Y se ha pedido la votación por inciso. Entonces, la exposición que acaba de hacer el Ejecutivo es casi imposible de seguir, porque no es posible darse cuenta de si se hace referencia al quinto o al sexto, por ejemplo.



Para la adecuada tramitación del proyecto y para que todos puedan intervenir, sugiero ir pronunciándose por inciso y expresando las argumentaciones en cada caso. De lo contrario, la discusión se transformará en algo absolutamente ininteligible.



Las razones que ha dado el Ejecutivo son fundadas, pero es poco menos que impracticable, para alguien que no conozca el detalle del texto, saber a qué se remiten.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo que pasa es que se había pedido la votación por artículo. Ahora, si acaso se quiere un pronunciamiento por inciso,...

El señor ALLAMAND.- Es la única manera de proceder.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-... es diferente.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, íbamos a votar por artículo.



La Senadora señora Allende pidió votar por separado los tres últimos incisos. Esa puede ser una primera definición, más que ir por inciso. Pero si es más fácil, podemos hacerlo.



Lo único que consignaré es que queremos proponer que se agregue en la disposición un inciso final, nuevo, para abordar lo que veíamos en la letra c) del artículo 1°.



En resumen, hago presente la conveniencia de votar sin más discusión cada uno de los incisos, para ir despejando.


Vamos a dar la oponibilidad solo para este artículo. ¿Por qué? Los colegas de enfrente quieren plantear el asunto. Nosotros estamos en contra.


Es preciso votar ese punto por separado -inciso quinto- y un inciso nuevo, para llegar al acuerdo que planteamos antes.



Si esos colegas no tienen inconveniente en que se efectúen solo tres votaciones, sería más fácil.

El señor ALLAMAND.- ¡Es mucho más rápido avanzar una a una al tiro!

El señor LETELIER.- Entonces, hagamos eso. Nos ocupamos en la competencia y vamos despejando.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, se ha expuesto una fórmula para ir discutiendo el artículo.



El Senador que habla también enfrenta problemas con el inciso quinto, pero no con el resto. Pero si se prefiere ir por inciso para proceder mejor, a lo mejor se ordena el asunto. No tengo ninguna dificultad al respecto.



Me opongo específicamente al inciso quinto. Después argumentaré por qué.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra para una cuestión de Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Van Rysselberghe.

El señor WALKER (don Ignacio).- Solicité hacerlo antes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si la señora Senadora le cede su lugar, no hay problema.
La señora VAN RYSSELBERGHE.- No tengo inconvenientes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo que pasa es que Su Señoría aparece inscrito después del Honorable señor Larraín.

El señor WALKER (don Ignacio).- Quiero preguntarle a la Mesa si hay alguna indicación acerca del artículo 5°, que ha pasado a ser 4°, sobre el órgano competente

El señor ALLAMAND.- Tres.

El señor WALKER (don Ignacio).- Lo que se está pidiendo es la votación separada del inciso quinto.



Mi única duda es esa. ¿Por qué no se hace el debate que se ha planteado al respecto y una sola para el resto del artículo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha solicitado la discusión por inciso y las dos indicaciones formuladas son para agregar sendos incisos nuevos.



En el caso del inciso segundo se requiere un quorum especial.



Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, más allá de que se pueda votar por inciso, lo que me parece pertinente, quisiera plantear dos cosas.



Inicialmente, la moción de los Senadores que presentaron el proyecto conllevaba, tanto para los menores de edad, quienes fueron contemplados, como para los mayores, la realización del trámite en los tribunales. Y creo que eso era necesario, porque se solicitaba una serie de requisitos que había que conocer y podía generarse oponibilidad al procedimiento.



Posteriormente, el texto mutó, y se decidió que el cambio de sexo iba a ser un mero trámite administrativo, en el que no se evaluaría ningún tipo de consideración.



En el articulado inicial se regulaba también la oponibilidad para todas las personas. Cualquiera podía impugnar y transformar el proceso en contencioso.



Hoy día, la posibilidad se halla absolutamente restringida en el artículo 4° y se dice que solo pueden generar oposición los ascendientes y descendientes en primer grado de consanguinidad, es decir, padres e hijos.



Si un hijo mío decide que quiere cambiar de sexo y resulta que, como madre, considero que es mejor que espere o que está cometiendo un error o que influye alguna otra situación, no voy a poder actuar.



¡Eso es poco razonable! ¡Si estamos haciendo referencia solo a la oposición de consanguíneos en primer grado! ¡Cómo no va a ser posible opinar en relación con lo que están haciendo padres o hijos!



Para que estos casos, normalmente muy complejos, puedan ser evaluados y resueltos de mejor manera, cabe considerar, sobre todo, que a lo mejor se trata de postadolescentes de 18 o 19 años. Algunos Honorables colegas podrán oponer: “Son mayores de edad”; pero estos jóvenes no necesariamente cuentan con la madurez necesaria para poder avanzar y es legítimo que los padres quieran dar su parecer.



Entonces, si los familiares directos de la persona y la gente que le tiene cariño y afecto, que quiere que ese ser humano pueda evolucionar y desarrollarse adecuadamente, no pueden exponer su punto de vista en los tribunales, a mí me parece que ello no corresponde.



Me parece un error negar la oposición, como lo están planteando Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Creo que si la decisión presenta un buen fundamento, los organismos jurisdiccionales van a fallar adecuadamente.



Se genera la posibilidad de que solo los parientes directos en primer grado, eventualmente, den su opinión con pruebas fundadas.



A mi juicio, no resulta adecuado negar la intervención que he señalado. Juzgo de verdad que ratificar lo aprobado en la Comisión es un error.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo que la cuestión en debate es compleja. Y comprendo la argumentación expuesta para que el asunto sea entendido como un derecho personalísimo. Me asalta la duda de si entonces el trámite debería someterse al conocimiento del Servicio de Registro Civil.



Hoy día, el cambio de nombre se hace ante un tribunal. Si ahora no solo se cambiará de nombre, sino también de identidad de género, y eso se lo entregamos a una mera certificación de un funcionario administrativo, con un cargo, pienso que no estamos procediendo debidamente.



Entonces, si no hay oposición, porque las razones que se dan son explicables y justificables, pido considerar el punto como referido al tribunal que resuelva la solicitud.



En materia de oposición hay reglas generales, de manera que se podrán aplicar como corresponde al derecho civil en relación con cualquier solicitud no contenciosa, como sería el caso.



Pero si nuestra legislación contempla un procedimiento judicial para el cambio de nombre, para cautelar un atributo de la persona, me parece que estaríamos efectuando una modificación que imagino que tendrá que hacerse con un carácter general. Porque ya no tendríamos por qué dejar que solo a las personas que cambian de género les asista el derecho a cambiar de nombre simplemente por un proceso administrativo. ¡Ello se debería extender a todos!



Y, ciertamente, lo anterior podría redundar en complicaciones muy graves. Por alguna razón es que nuestra legislación y nuestra jurisprudencia han mantenido siempre el mismo espíritu.



En consecuencia, creo que se deben ligar directamente una situación y otra.



¿Por qué el Senador que habla firmó la indicación? En verdad, esta se había presentado por sus autores independientemente del contexto. A mí me parece que lo razonable es considerar no solo el caso del matrimonio no disuelto y que se debe agregar también -espero que sostengamos la discusión pertinente- el acuerdo de unión civil. Me parece que ambas instituciones deben ser tratadas de la misma forma en estas materias. No veo por qué hacer una diferenciación.



Estimo que podemos buscar ojalá un acuerdo o un entendimiento para dejar entregada la oponibilidad a las reglas generales, sin una norma expresa, pero con una decisión acerca de la inscripción del proceso de rectificación ante el juez y no ante el Servicio de Registro Civil, como se plantea en el inciso primero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, intervine hace un momento porque quería saber si íbamos a discutir por inciso o de frentón respecto del quinto.



No sé cuál es la situación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Partamos por el quinto.

El señor GUILLIER.- Perfecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se votará por inciso.

El señor GUILLIER.- ¿Vamos a ir por inciso? Porque a mí me interesa participar específicamente cuando se trate el quinto.



Solicito aclarar el punto, porque veo que se están efectuando nuevas intervenciones.



Si estamos en dicho inciso, me gustaría intervenir.

El señor WALKER (don Ignacio).- Partamos por el quinto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Está bien.

El señor GUILLIER.- Conforme.



El inciso quinto del artículo 4º del proyecto -a saber, la oposición al cambio de nombre de pila y de sexo-, tal como se presenta en este momento a la discusión en la Sala, plantea la posibilidad de oposición a las solicitudes de rectificación que presenten mayores de edad al Servicio de Registro Civil e Identificación.



Para eso, se ha establecido que una vez que se reciba una de ellas deberá notificarse mediante carta certificada a los ascendientes y descendientes de primer grado -o sea, padres e hijos-, y al cónyuge, si lo hubiere, quienes podrán oponerse al cambio de nombre de pila y al de sexo registral.



Francamente, no me parece lógico -y, aún más, lo encuentro absolutamente contradictorio con lo que estamos legislando- establecer algún tipo de oposición a circunstancias que dicen relación con decisiones que se sitúan dentro del ámbito de la autonomía de las personas y no afectan las relaciones de familia ni provocan efectos patrimoniales.



Incluso más -y para que sea objeto de consideración-, en la ley Nº 17.344, que autoriza el cambio de nombre, se contempla la posibilidad de una oposición de terceros, pero siempre que les asista interés, el que ha sido interpretado por la Excelentísima Corte Suprema como pecuniario o patrimonial. En cambio, en el proyecto no se requiere ni interés -porque no está involucrado- ni algún requisito para fundar la oposición.



Lo único que se está haciendo es afectar el derecho a tomar una decisión personalísima.



Por ese motivo, me opongo a la disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, la Senadora que habla también se opone, porque estamos haciendo referencia a mayores de edad.



Obviamente, puede haber reparos de su línea consanguínea, por ejemplo, el caso de padres frente a un joven o una joven de 18 años. Pero estamos hablando de personas mayores de edad, que tienen derecho a voto, que pueden casarse y tomar decisiones de diversa índole.



Por lo tanto, si estamos otorgando un derecho de una vivencia absolutamente personal, esto no se condice con permitir una oposición en tribunales.



Dicho eso, quiero recoger lo que planteaba el Senador Larraín, con quien coincido en un punto. En nuestro proyecto original la solicitud iba a los tribunales de justicia, no solo al Registro Civil, pero precisamente porque incluía a menores.



Por muchos de los aspectos que hemos visto desde ayer, está claro que el tema de los menores queda instalado en un área gris.



¿Qué pasa con los menores de 17 años y 11 meses? No van a recibir un trato digno, porque, conforme a los artículos anteriores que revisamos, nadie tendrá la obligación de tratarlos por su nombre social, ni los funcionarios públicos, ni en su colegio, ni en ninguna parte. Su situación queda absolutamente en una zona gris. Entonces, es un tema que habrá que resolver en algún minuto.



Obviamente, estoy en contra de lo que se ha planteado, señor Presidente, porque estamos hablando de mayores de edad, y las personas, dentro de su libertad individual, pueden ejercer su derecho, con su deber y con responsabilidad. 



Yo creo que la persona debe decidir.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, dentro de esta caótica discusión -yo compartía el argumento del Senador Guillier en el sentido de que fuéramos analizando inciso por inciso-, nos encontramos en el tema de la oposición. 



Yo no puedo estar más sorprendido por los argumentos que acabo de escuchar. Ayer también se señaló que era poco menos que una aberración jurídica plantear que en estos procedimientos pudiera haber oposición.



Yo quiero traer a colación a la Sala un antecedente que tengo la impresión que puede ser importante.



Cuando se presenta la moción que da origen a este proyecto, firmada por las Senadoras señoras Pérez San Martín y Rincón, los Senadores señores Lagos y Letelier y el entonces Senador señor Escalona, expresamente se señala que cuenta con el respaldo de la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad y la Fundación Iguales.



Señor Presidente, si vamos al inciso primero del ARTÍCULO 6° del proyecto original, curiosamente dispone que el procedimiento para el cambio de sexo registral será en sede judicial.



Quiero llamar la atención sobre lo que dice a continuación, en el inciso segundo: “Dentro del plazo de quince días corridos contados desde la publicación del aviso, cualquiera podrá oponerse a la solicitud.”.



Y continúo la lectura:



“INCISO TERCERO. La oposición deberá formularse por escrito ante el mismo Tribunal y fundarse en una de las dos causales siguientes.



“a) Existencia de un perjuicio directo o indirecto de carácter moral o patrimonial que afecte al opositor a consecuencia del cambio de sexo y género del o la solicitante.



“b) Existencia de una causa criminal pendiente entre el opositor y el o la solicitante.”.



En consecuencia, señor Presidente, aquí estamos verdaderamente frente a una disforia, ¡aquí hay una incongruencia mayúscula!, porque el proyecto original establecía, en opinión de los propios autores, que la oposición era un requerimiento absolutamente válido.



Y no se diga que esto tiene que ver con menores o no menores, porque la moción original no trataba el tema de los menores.



Lo que estoy señalando, respetuosamente, es lo siguiente: los autores del proyecto específicamente establecieron en la moción original que la oposición siempre iba a ser legítima y siempre iba a ser procedente.



Es perfectamente posible que hayan cambiado de opinión. Yo lo entiendo. Y si es así, entonces, lo razonable es que, con un mínimo de rigor, digan: “En verdad, cuando firmamos esta moción no nos dimos cuenta de que estábamos estableciendo un procedimiento de oposición absolutamente general, y ahora tenemos una opinión distinta”.



Entremedio, uno tendría que evitar descalificar a las personas que piensan que la oposición es válida.



Lo que estoy evidenciando, señor Presidente, es que, por un mínimo de rigor en el debate, hay que tomar en cuenta que los propios autores de la moción, el MOVILH y todos los movimientos que la apoyan, establecían expresamente que la oposición era legítima.



En consecuencia, si ahora han cambiado radicalmente de opinión, sería bueno conocer las razones para un cambio tan abrupto, tan radical y tan inexplicado.



Por último, señor Presidente, más allá de esta incongruencia, quiero hacer presente que cuando se plantea que un derecho es de un ejercicio personalísimo a lo que se alude es propiamente a que los efectos no generen impactos en terceros. Pero cuando la causal que se invoca y el requerimiento que se formula tienen enormes efectos en terceros, como es el caso de este proyecto, resulta obvio que debe existir un procedimiento de oposición, como lo señalaron explícitamente los autores de esta moción al presentarla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a propósito de este artículo, el Senador Girardi hizo una defensa de su visión global. Y yo no quiero que eso quede planteado en el aire sin que alguien diga algo a ese respecto, con todo el respeto que merece lo que legítimamente alguien piense.



Él señaló textualmente: “Si alguien nace con pene o vagina, asumimos automáticamente que es hombre o mujer, en forma respectiva, y comenzamos, queriéndolo o no, a dirigir su forma de vida hacia lo masculino o femenino, sin cuestionamientos, sin preguntarnos si con ello violentamos la dignidad humana.”. Y agrega a continuación: “Tal mirada reduccionista provoca daños concretos”.



Yo por lo menos no quiero que esa idea quede instalada como que nadie dijo nada -como señala la poesía-, porque considero profundamente equivocado lo que plantea el Senador.



Yo no me siento reduccionista por decirle “hombre” a alguien que tiene pene; ni tampoco porque le diga “mujer” a alguien que tiene vagina. ¿Reduccionista de qué es eso? ¿Por qué me debo sentir mal si digo que esto es lo que es?



Yo respeto a quien, con un cuerpo que siente diferente, tiene una vida sexual distinta de la que uno podría tener. Eso está dentro del ámbito legítimo de la moralidad de cada cual. Pero no extendamos la argumentación de este proyecto, señor Presidente, a frases de este tipo, que a mi juicio alteran por completo la naturaleza del debate.



Porque si eso es lo que estamos discutiendo -y agradezco la sinceridad con que lo manifestó el Senador-, entonces planteemos otro proyecto.



Según lo señalado por el colega, aquí están los buenos y los malos. Y los malos, para este efecto, somos los que llamamos las cosas por su nombre. Al parecer, eso hoy día no es adecuado. ¡Y no tiene ningún sentido despectivo! Yo no me siento ni pecador, ni equivocado, ni digno del infierno porque digo esto, señor Presidente.



Entonces, a propósito de que el Senador Girardi lo manifestó en la discusión de este artículo, yo, con todo el respeto que merece, pero con toda la firmeza que necesita, quería señalar que tengo una visión completamente distinta. Por lo tanto, a lo menos esa no es la opinión del Senado de Chile. Podrá ser la de algunos Senadores. En eso les asiste el derecho a discrepar de alguien que tiene una visión absolutamente diferente.



En segundo lugar, en cuanto al tema al que estamos abocados -porque también quiero referirme al inciso quinto en su mérito-, me cuesta mucho entender que haya resistencia a algo tan elemental como una notificación -voy a plantearlo de manera más precisa- a un cónyuge o a un descendiente.



Yo creo que es de sentido común que un cónyuge sea notificado si alguien quiere entrar en esta lógica de articulación. Y también me parece que a un descendiente, a un hijo, a una hija, no le puede dar lo mismo que su padre o su madre se cambie de sexo. Y es legítimo que sienta que tiene derecho a ser oído respecto de ese cambio.



Entonces, dar esta sensación de que hay un supraderecho es muy extraño, desde mi perspectiva, si no está generando un daño a nadie.



Si uno se cambia de nombre, se tiene que publicar en el Diario Oficial, hay todo un largo trámite respecto de terceros. No creo que sea irritante en este caso el hecho de notificar -fíjense de lo que estamos hablando- a los ascendientes o descendientes de primer grado de consanguinidad -no nos estamos refiriendo a los tíos, a los sobrinos- y al cónyuge, si lo hubiere.



Entonces, parece que eso tampoco es aceptable hoy día. Realmente, no sé qué es aceptable o no en esta nueva óptica.



A mi juicio, lo que estamos viendo es de bastante sentido común. Es propio de toda la legislación equivalente que hemos dictado no con este motivo, sino respecto de las acciones que generan efectos civiles.



Francamente, señor Presidente, rechazar lo que estamos planteando no me genera ninguna lógica. No creo que el rechazo esté vinculado con el sentido del proyecto y pienso que al final provoca más problemas que soluciones.



He dicho.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, hay tres temas que se están discutiendo en torno a este artículo, y quiero agregar un cuarto, por lo cual pido que votemos.



El primero de ellos dice relación con la autoridad que realizará el cambio registral.



Si uno ve la votación, observa que fueron los mismos Senadores de las bancas de enfrente quienes apoyaron que el órgano competente fuera el Registro Civil y no los tribunales.



¿Por qué se optó por ese camino, entre otros? Porque el proyecto original es muy distinto a lo que hoy se está discutiendo. Por cierto, recurrir al texto primitivo para sustentar argumentos resulta interesante, válido. Pero la verdad es que, después de muchos meses de discusión, se han ido sopesando los debates.



Es preciso señalar que este proyecto surge de las organizaciones. Lo digo porque no pretendo hacer plagio de algo que no nos corresponde. Aquí hay una abogada y una agrupación que promovieron esta iniciativa. De hecho, lo que nosotros hicimos fue fomentar lo que uno podría llamar la “iniciativa popular de ley”: facilitar que las organizaciones traigan proyectos.



Ahora bien, respecto de esta materia yo he cambiado de opinión.



Aquí nos encontramos ante un derecho individualísimo, y no creo que a uno, siendo mayor de edad, se le pueda restringir ese derecho. Entiendo, por ende, que tenemos una diferencia de opinión.



Mi mayor diferencia de opinión -por su intermedio, señor Presidente- es con la Senadora Van Rysselberghe, quien no comparte la idea de cuál es el momento en que la persona es adulta, que es a los 18 años. Ella, quizás, quiere mantener cierto control sobre sus “polluelos”, más allá de que sean mayores de edad.



Aquello, evidentemente, no corresponde.



Las cosas afectivas, que son otras materias que se han discutido aquí, están en ese ámbito. Pero eso no es lo que hacemos en este Parlamento. Nosotros aquí elaboramos leyes para garantizar derechos establecidos de cierta forma.



Señor Presidente, es legítimo que algunos quieran que exista la oponibilidad. Otros consideramos que es innecesaria, porque estamos hablando de un derecho personalísimo. Y lo planteo sin descalificar, pues pienso que ambos caminos son absolutamente legítimos. Además, tampoco es de la esencia del proyecto el tema en cuestión. Ciertamente, elevar cada debate a un nivel máximo es algo más teórico.



Señalo lo anterior porque, en verdad, los primeros en acoger a los transexuales son normalmente sus familiares, porque los quieren, porque los aman, porque se trata de sus hijos o hijas, a quienes desde pequeños les conocen su realidad. Y por eso mismo hoy hay tantos padres y madres dolidos debido a que sus hijos menores de edad no tendrán acogida en este proyecto.



Acá, por cierto, estamos en una discusión de principios, en cuanto a si debe haber oponibilidad o no. Yo no elevaría el tema más allá de eso.



Por tanto, señor Presidente, pido votar las materias contenidas en el artículo y agregar lo relacionado con la certeza jurídica.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, como se han expuesto todos los argumentos, solo quiero poner a Sus Señorías en la siguiente hipótesis.



Está claro que todos somos partidarios de que exista el derecho de una persona a cambiar de sexo. Pero me imagino qué puede ocurrir con un menor de edad, de 14, 15 años, a quien nunca nadie le avisó ni le notificó que su papá se cambió de sexo.



¿Tiene derecho ese menor a ser notificado, a enterarse o siquiera a informarse?



Ahora, si se trata de un hijo mayor, de 25, 30 años, o que vivió cuarenta años con su madre o su padre, que tenía el sexo de hombre o de mujer (según sea el caso) y de repente le dicen que no es lo que él pensaba que era. ¿Ese hijo no tiene derecho siquiera a ser notificado para los efectos de poder dar una opinión -no es vinculante-, por ejemplo, decir que su papá en el momento en que está tomando la decisión -no digo que esto sea la generalidad de los casos; lo aclaro porque todo aquí se desvirtúa- simplemente no lo está haciendo en forma correcta, adecuada, ni en un momento en que pueda decidir con toda la certeza que se requiere?



¡Cómo no va a poder ser notificado! Si aquí no estamos notificando a los tíos, a los primos, a los suegros, a los consuegros, a los amigos, sino que simplemente se pretende que los padres y los hijos sean notificados.



No sé cómo puede afectar esa situación.



En definitiva, creo que se cae en un extremo. Y el otro extremo sería decir que los padres y los hijos tienen derecho a veto.



¡Eso es inaceptable! ¿Por qué lo van a vetar? 



Por cierto, hay que tener en cuenta, entre otras cosas, lo que dice la Convención sobre los Derechos del Niño, en cuanto a que se pudiera ver afectado el interés superior del niño, toda vez que el cambio de nombre y de sexo de sus padres le implicaría algún tipo de daño. Y el niño podría pensar en ese momento -estoy hablando del niño, no del adulto- que durante dieciséis años estuvo junto a un hombre y una mujer, o dos hombres, o dos mujeres, y de repente uno de los dos cambia de sexo.



Este no es un ataque a quien quiere cambiar, sino que se trata del mínimo resguardo que la legislación tiene respecto de una persona a la que el acto de otra la va afectar, ¡que el acto de otra la va a afectar! Y si esto es así, ¡cómo ella ni siquiera va a poder ser notificada -si aquí está claro que no hay requisito-, notificada!



A este respecto, me pregunto: ¿qué pasa si seis meses después se le ocurre a aquel individuo cambiar nuevamente de sexo?



Señor Presidente, tengo plena conciencia del sufrimiento que experimentan las personas cuyo sexo es distinto de aquel que emocionalmente tienen. Considero que ese ha sido un daño gigantesco -y la sociedad debe entenderlo así-, pero también creo que hay otras personas -los parientes más cercanos: hijos y padres- que pueden verse afectadas. Por ello, sería pertinente que fueran notificadas y que, eventualmente, puedan hacer presentes los argumentos por los que piensan que esa decisión no está tomada con todo el leal saber y entender. Solo en esa hipótesis un juez podría ver la solicitud correspondiente.



Esa es la razón en la cual se fundamenta esta propuesta, la que, obviamente, será objeto de una decisión por parte del Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le propongo a la Sala que empecemos a votar inciso por inciso, puesto que, en el fondo, ya se ha hecho un debate respecto de todo el artículo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, procedería que se vote el inciso primero, que está al final de la página 10. Lo puedo leer si Sus Señorías lo desean.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se va a poner en votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El inciso primero, señor Senador, al cual el señor Secretario le va a dar lectura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La norma dice: “Será competente para conocer de la solicitud de rectificación de sexo y nombre el Servicio de Registro Civil e Identificación. La solicitud podrá ser presentada ante cualquier oficina del Servicio sin importar cuál sea el domicilio del o la requirente.”.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, ¿por qué no votamos el inciso quinto primero?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señora Senadora, no tiene incidencia el inciso primero con el quinto.



Si en la Comisión se votó por que fuera el Registro Civil, tenemos que pronunciarnos sobre eso.



Por cierto, la Mesa es la que dirige la votación.



En votación el inciso primero.



--(Durante la votación)

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, daré mi fundamento de por qué voy a votar en contra de la norma.



A mí me parece que el cambio de identidad de género y el cambio de nombre que puede conllevar aquel son decisiones extraordinariamente relevantes. Por eso estimo que no basta que las solicitudes se presenten ante el Servicio de Registro Civil, porque es una autoridad meramente administrativa.



En Chile el cambio de nombre, precisamente para preservar a la persona, se hace ante un juez. Por lo tanto, hay alguien que tiene una envergadura distinta en la decisión. Y esta no es una decisión cualquiera. Es muy importante, por el cambio en los atributos de la personalidad que ella importa y porque provoca efectos múltiples en muchas áreas. No es simplemente llegar y tomarla.



Me parece relevante que sea una autoridad como un juez, más que un oficial del Registro Civil, la que realice el análisis y finalmente dé el visto bueno, tal como opera en el procedimiento destinado al cambio de nombre.



Eso, para mí, es importante.



Pienso, señor Presidente, que estamos frente a una decisión que no es menor. 



Yo cometí un error el día de ayer. Entendí que el cambio de identidad de género era por una sola vez. Sin embargo, pareciera que la disposición pertinente fue eliminada y que la persona puede cambiarla tantas veces quiera.



A mayor abundamiento, si lo anterior se mantiene -yo espero que no-, con mayor razón es necesaria la intervención de un juez. El Senador Espina planteó una hipótesis que puede parecer muy elaborada pero que se puede dar. Ello serviría para proteger a la persona que está tomando la decisión, a fin de asegurarse de que sea una decisión fundada y no una decisión cualquiera.



Por eso el artículo, tal como está, no me parece tan necesario. Una persona que siente, cree y está convencida de pertenecer a otro género tiene un derecho personal, pero debe ejercerlo ante una autoridad con la jerarquía de un juez y no de un mero funcionario administrativo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Espina.

El señor ESPINA.- No intervendré, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor  Chahuán, quien no se encuentra en la Sala.



Por lo tanto, le pido al señor Secretario que consulte.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 4º (17 votos a favor, 3 en contra, 4 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma y Larraín.



Se abstuvieron los señores Allamand, Chahuán, Espina y Prokurica.


No votó, por estar pareado, el señor García.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde, señores Senadores, votar el inciso segundo del artículo 4º, que figura en la página 11 del boletín comparado.



Hago presente que este inciso reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere, para su aprobación, 21 votos favorables.



Su texto es del siguiente tenor:



“En el caso de los solicitantes con vínculo matrimonial no disuelto, será competente el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de su cónyuge.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 4º (23 votos favorables y un pareo), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


No votó, por estar pareado, el Senador señor García.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde pasar al inciso tercero.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación a esta norma, se ha renovado la indicación número 56, para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:



“Para fundar la solicitud, el o la solicitante deberá presentar una evaluación médica realizada por un experto calificado en la materia, con el objeto de determinar que el o la solicitante cuenta con las condiciones psicológicas y psiquiátricas necesarias para formular la solicitud a que se refiere la presente ley.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, yo presenté esta indicación en la Comisión -a la cual no pude asistir-, donde fue rechazada. Ahora la hemos repuesto y quiero explicarla brevemente.



Conversé con varios expertos y expertas en la materia al momento de preparar el proyecto. Una de ellas me autorizó a decir su nombre: la doctora Carmen Astete, genetista clínica que estuvo a cargo de la dirección especializada del hospital Calvo Mackenna por más de diez años, experta en bioética y que, al igual que yo, comparte todo el contenido de la iniciativa. Sin embargo, me hizo una advertencia que, considerando su experiencia médica, me llamó la atención.



Ella me señaló que, en su dilatada y vasta práctica en la materia -años y décadas trabajando con personas que se hallan en la situación que aborda esta normativa-, se ha encontrado con casos de trastornos de la personalidad en algunas personas que se plantean el cambio de identidad de género y que no veía reflejada en el texto, en ningún sentido, la posibilidad de advertir a tiempo, en beneficio del peticionario o la peticionaria -no estamos hablando de terceros, sino de la persona que recurre al procedimiento de rectificación-, la existencia de algún trastorno de la personalidad; no una disforia, que es lo que estamos viendo, en general, en este proyecto.



Recordemos, además, que aquí no hay juez, no hay tribunal; este es un procedimiento administrativo ante el Registro Civil. Y está bien. Yo voté a favor de ese artículo y de todos los que conforman la normativa que estamos analizando.



Por ello, me parece perjudicial, para el peticionario o la peticionaria, en el caso de que se presente un cuadro de trastorno de la personalidad, que ello pase inadvertido, pues ese cambio administrativo, individual, de identidad de género puede terminar por perjudicarlo o perjudicarla.



Por lo tanto, la doctora Astete me sugirió que, al momento de solicitarse la rectificación, se presentase una evaluación médica, no vinculante -¡no vinculante!-, justamente con el objeto de descartar, dentro de este trámite administrativo -legítimo-, de cambio de identidad de género -legítimo-, la posibilidad de un cuadro de trastorno de la personalidad.



En tal virtud, lo que propone la indicación es que, al momento de fundarse la solicitud, se acompañe una evaluación médica realizada por un experto calificado en la materia, con el propósito de determinar que el o la solicitante cuenta con las condiciones psicológicas y psiquiátricas necesarias para formular la solicitud a que se refiere la presente ley.



Se trata de un requisito que estamos planteando en beneficio del peticionario o la peticionaria, pues, de lo contrario, se produciría un vacío.



Tal es el fundamento de la indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, para el Ejecutivo no resulta para nada razonable pedir requisitos a personas mayores de edad en razón de que, primero, estamos frente a una convicción personal e interna que no puede ser medida por un parámetro externo.



Segundo, requerir exámenes médicos patologiza la condición. La persona trans no tiene una visión “errada” o “anormal” de su identidad. Menos la afecta una patología física o psíquica. Por tanto, no sería posible pedir certificados médicos o psicológicos.



Tercero, en cuanto a quiénes podrían expedir una certificación, no hay consenso en lo relativo a la calificación profesional de quien deba hacerlo.



Y cuarto, la regla general es la capacidad: capacidad de goce, para ser titular de derechos y obligaciones, y capacidad de ejercicio, para poder actuar en la vida jurídica. No puede una persona naturalmente capaz no serlo cuando va a solicitar su cambio de nombre y sexo registral.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, hace un rato se planteó que lo que yo había leído, que representa la postura del MOVILH, la cual hice mía, tendría contradicciones. 



Por lo tanto, quiero reafirmar lo que leí, porque lo comparto plenamente.



Mencioné que, si alguien nace con pene o vagina, lo natural o normal es que tenga un sexo biológico que la mayoría de las veces será consistente con su sexualidad conductual; es decir, el que nace con pene será hombre y la que nace con vagina será mujer. Pero acá justamente estamos estableciendo que hay seres humanos, personas, que nacen con pene y conductualmente, socialmente, culturalmente, emocionalmente, en sus sueños, en sus expectativas, en sus amores, no se perciben como hombres, a pesar de tener órgano masculino, y se sienten, viven y aman como las mujeres, con femineidad -a veces, bastante más positiva que la masculinidad-, y con otra visión del mundo. 



Entonces, cuando hablamos de visión reduccionista, nos estamos refiriendo, precisamente, a no querer reconocer esa condición y pensar incluso que ella constituye una anomalía, una enfermedad. 



Recuerdo que un Senador acá -no está presente ahora- dijo que los homosexuales eran personas anómalas, que practicaban sexo con los animales y que después los mataban en la calle. 



Así es: cuando se estigmatiza a un homosexual, después puede haber un joven al que, al pasar por la calle, como es un animal, como no es humano, como es un enfermo, como es un depravado, hay que matar.



Y así ha ocurrido, lamentablemente, en este país.  



Lo que nosotros queremos reafirmar aquí es una cuestión de principios fundamental y base de la no discriminación: el respeto al legítimo otro. 



Por eso han muerto muchos, desde los tiempos de la Inquisición, que asesinó a miles en la historia; de las guerras religiosas, que asesinaron a miles; de las guerras ideológicas, como el nazismo, que asesinaron a miles. 



¿Por qué lo hicieron? Lo hicieron porque había una anormalidad, una supremacía moral y valórica que defender, incluso a costa de eliminar a los distintos. 



¡Eso nunca más puede volver a ocurrir! 



Y acá se está reproduciendo exactamente lo mismo. Hay una visión en virtud de la cual ser homosexual y casarse una mujer con una mujer o un hombre con un hombre serían situaciones anómalas. 



Aquí hay censores, o personas que se sienten con el derecho a establecer lo que es bueno para el conjunto de la sociedad y no solamente para ellas, fundadas en una supremacía moral que, evidentemente, es la base de la discriminación y la base del autoritarismo. 



Quienes estamos cuestionando eso lo estamos haciendo justamente porque queremos construir una sociedad donde las personas sean sujetos de derechos, ¡iguales derechos!, independientemente de su condición racial o religiosa o de su orientación u opción sexual o de género. 



Eso es lo que queremos reafirmar.



Yo quiero reafirmar que las personas que están ahí arriba son tan personas como el que habla. Y si yo no necesito ninguna autorización médica, ningún certificado médico, ni para casarme, ni para amar a alguien, ni para tomar decisiones en la vida, tampoco lo necesitan ellas. Si un heterosexual se puede casar, también lo puede hacer un homosexual. 



Y ese es el punto que nosotros queremos defender, ese es el punto que acá los sectores conservadores no quieren enfrentar.



--(Manifestaciones en tribunas).



Hay muchas formas de familia. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido guardar silencio. 

El señor GIRARDI.- Este es un debate maravilloso, porque es un debate que le hace bien a Chile. 



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A la próxima interrupción, tendré que pedir que saquen de las tribunas a la persona que grita. 



--(Manifestaciones en tribunas).



Entonces retírese mejor, para no tener problemas.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor GIRARDI.- Si Cristo existiera, sería una persona muy tolerante, y creo que habría tenido una actitud muy distinta hacia los distintos. 



Por eso, me parece que ningún tipo de certificado ni de intervención médica puede interponerse en decisiones de la propia vida, de las personas. Si yo respeto al legítimo otro, también tengo que respetar que tome sus propias decisiones. 



Sin embargo, señor Presidente, aquí existe otra visión -puede ser legítima para quienes la sostienen, que la pueden profesar, si quieren- según la cual la persona deja de ser sujeto de derechos en determinadas condiciones, por su orientación sexual, por su opción de género e incluso por estar embarazada. Una mujer embarazada en Chile no puede tomar decisiones sobre su propia vida: otros deben hacerlo por ella. 



Hace un rato se pedía notificar a los hijos o a los parientes y no solo notificarlos: un mayor de edad que decide cambiar de sexo no solo debería notificar a sus hijos o parientes sino que estos además podrían oponerse. ¿Por qué? ¿Acaso una persona mayor de 18 años no tiene derecho a tomar sus propias decisiones en la vida?



¡Ese es el problema! 



Nosotros queremos una sociedad donde todos los mayores sean sujetos de derechos y puedan tomar sus propias decisiones, particularmente en este tipo de materias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la misma línea de reflexión recién planteada, debo señalar que hemos hablado de la importancia de avanzar en una sociedad que no discrimine, que no prejuzgue, que no estigmatice, que permita que la gente se pueda desarrollar conforme a sus sentimientos más íntimos, y creo que lo que estamos haciendo con la indicación en debate es patologizar. Estamos suponiendo que se requiere un certificado médico porque existiría un nivel de perturbación, o un nivel de patología, o un nivel de insania que lo hace necesario. 



Lo considero tremendamente injusto; me parece que no corresponde. Justamente el avance que queremos conseguir es que se entienda que los transgénero viven lo que viven no porque sean patológicos, sino porque es lo que ellos viven.



Ese es el avance que debemos lograr como sociedad. 



Si aceptáramos la indicación, lamentablemente iríamos en el sentido contrario de lo que nos interesa defender. 



Sí, es cierto que puede haber una patología, pero la puede haber en la persona que se va a casar, en cualquier persona que va a tomar una decisión importante en su vida. Ya llegará el momento de analizar si padece o no alguna enfermedad. Pero pedir un certificado o una evaluación, aunque no sea vinculante, me parece atentatorio contra lo que pretendemos establecer en este proyecto de ley, que es darle a la persona la dignidad de su decisión, la dignidad de que puede actuar conforme a sus sentimientos, a cómo vive, que es lo más importante: cómo vive psicológicamente, cómo se siente en su intimidad, cómo es esa persona, él o ella. 



Por eso, señor Presidente, estoy en contra de la indicación. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo abrir la votación, sin perjuicio de mantener el tiempo que corresponde a los señores Senadores. 



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación la indicación N° 56. 



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, para contraer matrimonio no se necesita la autorización de nadie. Y no se trata de ser mayor de edad. Hay personas que están en un proceso de adquisición de autonomía progresiva, entre los 16 y los 18 años. 



Además, existen muchas decisiones que uno toma como mayor de edad: tomar un crédito, tener hijos. Para mí, esta es quizás una de las más importantes que puede adoptar un ser humano, y nadie pide un examen psiquiátrico o psicológico para ser padre o ser madre. 



Ello se debe a la existencia de un principio: la plena autonomía de las personas mayores de edad. 



Puede que en la reflexión del Senador Ignacio Walker y de quienes lo asesoraron en esta materia exista una preocupación legítima. Pero, si una persona no se encuentra en uso de sus facultades -es lo que se insinúa cuando se pide un certificado-, si está con un brote psicótico o de otro tipo de patología mental y realiza un acto jurídico, existe una causal para anularlo. Tanto es así que incluso las personas que cometen delitos graves en ocasiones son inimputables, porque están fuera de sus sentidos.



Señor Presidente, yo no tengo ningún problema en que se indique que la persona que ha hecho un cambio registral y quiera demostrar que no estaba en pleno uso de sus facultades presente todas las pruebas para anular ese proceso. Sin embargo, no estoy de acuerdo con exigirle requisitos extras para ejercer una facultad personalísima en un país en donde eso no existe, ¡no existe!



Yo no le pido permiso a nadie para comprar un arma de fuego; para portarla, sí. En el caso de querer casarse o tener un hijo, que son pasos mayores, tampoco se piden estos certificados.



Entiendo la preocupación, pero quiero reiterar algo que planteé ayer, y -discúlpenme- sé que puede ser molesto para algunos. 



¡En qué afecta mi estado como ciudadano que otra persona con plena autonomía decida hacer lo que quiera con su vida, siempre que no me afecte a mí! ¡Siempre que no me afecte a mí!



--(Aplausos en tribunas).


Si quiere hacer el cambio registral, ¡es su derecho!



Si se quiere casar, ¡es su derecho!



¡Por qué me entrometo en la decisión autónoma de otra persona! ¡Con qué derecho! ¿Porque tengo otra concepción del mundo, de Dios?



Señor Presidente, como creyente, considero que lo peor que uno puede hacer si cree en la libertad es tratar de imponerle su visión de mundo a quienes tienen derecho a pensar distinto. A mi juicio, eso es lo que está en juego en el fondo: que se estén pidiendo requisitos. Yo puedo compartir o no las opciones de las personas, pero no tengo derecho a condicionar que ejerzan su plena autonomía.



Por eso, considero que esta indicación del Senador Ignacio Walker, que no tengo la menor duda de que es bienintencionada, podría tener efectos prácticos muy dramáticos, porque insinúa que las personas mayores de edad no tienen autonomía suficiente para tomar decisiones que a veces no me gustan, pero que sí la tienen plenamente con respecto a otras.



Por lo tanto, pienso que hay que rechazar esta indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, solo quiero precisar que me parece que la indicación tiene connotaciones que pueden ser peyorativas, toda vez que la orientación sexual de una persona no es un tema psiquiátrico, sino natural.



En segundo lugar, cuando un individuo ha tomado la decisión de cambiar su identidad legal ya ha realizado un proceso interno, personal, probablemente con su entorno. Es muy difícil que de la noche a la mañana cambie de opinión o que sea algo sorpresivo. Puede ser que un conocido (un amigo, un familiar, un hijo, un hermano) lo aconseje en su momento y converse con él hasta que madure una decisión. Pero dejarlo en manos de un médico psiquiatra, no me parece conveniente, pues le otorga una connotación que muchos tienen todavía en cuanto a que la sexualidad de las personas (en este caso, la homosexualidad, el lesbianismo o la transexualidad) es un asunto de carácter psiquiátrico. Además, genera un ruido en tal sentido.



Por otro lado, también considero que abre el camino para que exista una especie de instancia superior (un órgano del Estado) que determine si cede o no ante una decisión que finalmente es personal, con lo cual se antepone una condición que no existe para las personas heterosexuales cuando toman sus propias definiciones en la vida.



Por lo tanto, opino que el texto de la indicación es más bien perturbador y que agrega factores de confusión más que aclarar o hacer más expedito el proceso mediante el cual una persona pide un cambio legal de identidad, y eventualmente de sexo, si así lo estima.



Francamente no creo que ayude ni clarifique nada. Por el contrario, introduce nuevos problemas y, quizás, nuevos prejuicios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero formular dos apreciaciones.



En primer lugar, el Senador Letelier planteó que, en función del desarrollo de la autonomía progresiva, un menor de edad podía contraer matrimonio a los 16 años. Eso no es así: necesita la autorización de sus padres para hacerlo. Entonces, quiero corregirlo para que no quede esa impresión, pues alguien pudo entenderlo de esa manera. Eso es un hecho de la causa y espero que sea debidamente corregido.



En segundo lugar, quiero hacerme cargo respecto de lo expresado por el Senador señor Girardi.



Yo no dije que él actuara contradictoriamente; sino que lo hacía equivocadamente. Él no es contradictorio. A mi juicio, está equivocado porque instala la lógica de que todo aquel que no piensa como él es reduccionista. Y eso me parece muy violento desde un punto de vista moral.



Yo no he descalificado a nadie; no he hablado de anomalías ni he utilizado un tono despectivo con ninguna persona, pues no siento que deba hacerlo. Lo mío es tratar de ser coherente entre lo que pienso y lo que voto, y siento que no es reduccionista llamar a un hombre “hombre” y a una mujer “mujer”. No me pueden convencer ni me pueden hacer sentir que cometo un error si digo eso. 



Pero el Senador Girardi insiste en tratar de generarme un cargo de conciencia respecto de algo que me parece completamente natural. 



Entonces, por el respeto que debe existir durante el debate, le pido que no sea reduccionista; que no descalifique a quien piensa legítimamente distinto.



No voy a entrar ahora al debate del matrimonio homosexual. Quiero decir con claridad que no soy partidario de este, para que no se instale esa idea, porque en el debate se puede establecer después parcialmente que todos somos partidarios. Yo no soy partidario -repito-, y eso no significa que sea despectivo, ni que considere que existen anomalías en quien piense algo distinto.



Yo respeto el derecho. Pero pido que se respete lo que pienso; pido además que se respete lo que es una concepción de la naturaleza y la libertad. Tampoco creo, como dijo otro Senador que me antecedió en el uso de la palabra, que la libertad sea total, sin límites y que uno pueda hacer siempre lo que quiera. Considero que la libertad tiene una lógica ordenada por la naturaleza, por el bien común.



Yo no creo en verdades o derechos absolutos. Pienso que la vida es bastante más compleja, bastante más societaria, bastante más de derechos y deberes. Con todo, no es de catones ni de personas que simplemente descalifican a quien discrepa.



Yo por lo menos rechazo esa forma de ver la vida, y voy a seguir -aunque a algunos pueda no gustarle- entendiendo que la naturaleza tiene sentido, que no es insensata.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada número 56, que agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 4° (12 votos contra 7 y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Votaron por la negativa las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, Girardi, Guillier, Montes y Quintana.



No votaron, por estar pareados, los señores García y Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el inciso tercero propuesto por la Comisión, que figura en la página 11 del comparado: 



“En la solicitud deberá señalarse el sexo y el o los nombres de pila sustitutivos de la partida de nacimiento, así como la petición de rectificar las imágenes y documentos con que se hubiera identificado a la persona ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, cualquiera sea el soporte en que éstos se conserven en dicho Servicio, cuando el sexo y nombre no coincidan con su identidad de género.”. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero propuesto por la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 4° (15 votos a favor y 3 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votaron, por estar pareados, los señores Espina, García y Navarro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la misma página 11 del comparado se encuentra el inciso cuarto, que dice: “Sin perjuicio de lo anterior, quienes manifiesten la voluntad de no modificar sus nombres de pila podrán mantenerlos, siempre que ellos no resulten equívocos respecto de su nuevo sexo registral.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el inciso cuarto propuesto por la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 4°.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso cuarto propuesto por la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 4° (13 votos a favor y 3 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Montes, Prokurica, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



No votaron, por estar pareados, los señores Espina, García y Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pasamos al inciso quinto, respecto del cual hubo discusión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la situación es la siguiente.



Corresponde ocuparse en la indicación renovada N° 47, que, en el artículo 4°, incorpora un inciso quinto, nuevo.

El señor ALLAMAND.- La retiro, señor Presidente.



--Queda retirada la indicación N° 47.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, como señaló el señor Presidente, pasaríamos a la página 12 del comparado, donde figura el inciso quinto propuesto por la Comisión, que expresa:



“Recibida la solicitud, deberá notificarse de ella, mediante carta certificada, a los ascendientes y descendientes de primer grado por consanguinidad, y al cónyuge, si lo hubiere. Dentro del plazo de 15 días corridos, contado desde la notificación, los interesados podrán oponerse a la solicitud. En el evento de que exista oposición, el asunto devendrá en contencioso, y será remitido mediante oficio al tribunal que tenga competencia en materia de familia del domicilio del peticionario.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el inciso quinto propuesto por la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 4°.



Ofrezco la palabra.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no voy a abrir debate sobre el inciso quinto en comento -ya discutimos largamente al respecto-, que según entiendo es el que comienza con las palabras “Recibida la solicitud”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Senador.

El señor ESPINA.- Nosotros acabamos de aprobar una indicación mediante la cual se establece que una persona que solicite cambio del sexo registral deberá acompañar un certificado médico que acredite -no recuerdo exactamente el texto de la norma pertinente- que no tiene ningún trastorno mental y que cumple con los requisitos necesarios para formular dicha petición.



Lo que estamos planteando en el inciso quinto es que los hijos puedan recurrir invocando aquel fundamento. Y eso se pretende impedir.



Debe haber coherencia en la materia. Porque acá se le está pidiendo a una persona que acompañe un certificado médico.



Imaginémonos, señor Presidente, que el hijo piense -sé que se trata de un caso excepcional- que su padre padece un trastorno mental.



O sea, al hijo se le va a impedir oponerse y al padre se lo obligará a presentar una evaluación médica.



Entonces, si uno quiere ser coherente, lo razonable es que al hijo se le permita decir: “Yo me opongo, pues mi padre puede tener un trastorno mental”, que fue el argumento que utilizó el Senador Ignacio Walker para que se aprobara la indicación que renovó.



Esto no es peyorativo ni ofensivo.



Entiendo que en la inmensa mayoría de los casos ello no ocurre y el cambio se hace de verdad, porque existe el sexo emocional. Y es válido que se quiera solicitar la rectificación del sexo y el nombre.



Sin embargo, cómo se le va a impedir al hijo hacer lo mismo que se le exige al padre, o a la madre, es decir, acompañar un certificado médico. A él se le estaría negando, a sabiendas de que su padre puede padecer un trastorno mental, oponerse a la solicitud respectiva.



A mi juicio, el inciso quinto debiera aprobarse, porque va en la misma lógica de la indicación que se acordó con anterioridad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo quiero reiterar tanto el sentido original de la norma en debate como su justificación.



Cómo va a ser absolutamente indiferente para personas que sufren los efectos de ese acto jurídico o del requerimiento pertinente el que puedan ser objeto de una notificación a fin de que expongan aquello que estimen conveniente.



Cómo no va a ser totalmente razonable que a los hijos les sea factible dar una opinión sobre el particular, la cual -como se dijo- no es vinculante.



Ya nos hemos referido a las exigencias que establecen otras legislaciones.



Hace un rato se argumentaba, por ejemplo, sobre la supuesta no necesidad de acreditar la disforia.



En países que nadie podría considerar no progresistas, como Uruguay, no solo hay una exigencia explícita en tal sentido, sino que además existen audiencias ante una comisión especializada que debe opinar a ese respecto.



Cuando señalamos que ha de existir un mecanismo de notificación, estamos teniendo un mínimo respeto por personas para quienes el requerimiento de cambio de sexo y de nombre tiene efectos.



Por último, señor Presidente, una cosa de sentido común.



Para el solo efecto de cambiar de nombre es plenamente admisible la oposición. Y nadie en esta Sala ha discutido que cuando una persona pretende cambiarse el nombre tiene que haber un proceso de notificación y un proceso de oposición.



Ningún Senador ha cuestionado lo anterior.



Sin embargo, resulta que cuando alguien quiere modificar el sexo y el nombre, entonces ¡no hay ni notificación ni oposición posible…!



¡Cómo va a tener sentido eso! Es completamente incongruente.



Vuelvo a insistir: conforme a nuestra legislación civil, el cambio de nombre da lugar a oposición y a notificación. Pero cuando se trata de modificar el sexo y el nombre algunos sostienen que no debe haber siquiera lugar a notificación.



Es un completo contrasentido, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el inciso quinto está pensado en razón de la normativa que autoriza el cambio de nombres y apellidos que se halla vigente en Chile: la ley N° 17.344.



En el artículo 2° de esa ley se sostiene que, ante la posibilidad de que se realice un cambio de nombre, se deberá dar aviso mediante publicación en el Diario Oficial para permitir la oposición de quienes tengan interés en ello. Lo anterior se justifica porque el nombre es la identificación jurídica y social con que la persona se relaciona con la sociedad. Por lo mismo, su relevancia no es meramente individual, sino también social.



El referido inciso es necesario por un mínimo de coherencia del ordenamiento jurídico, pues el solo cambio de nombre, menos radical que la modificación de nombre y de sexo, exige la notificación y admite la posibilidad de oposición por quien tiene interés legítimo. Y ello debe resolverlo el juez.



Por otro lado, la idea de oposición estaba presente en el proyecto original.



En efecto, en el inciso tercero del artículo 6° se regulaba la publicidad del cambio y la posibilidad de oposición de cualquier persona por perjuicio directo o indirecto tanto patrimonial como moral y para el caso de que existiese una causa criminal pendiente entre el opositor y el solicitante.



El actual inciso quinto, en cambio, solo dispone notificar expresamente a algunos.



Entonces, si respecto del cambio de nombre se exige la obligación de notificar para los efectos de permitir que terceros que tengan interés en ello puedan oponerse, por un mínimo de coherencia del ordenamiento jurídico me parece que en el caso más radical del cambio de nombre y de sexo no debemos aceptar que se elimine la notificación.



Eso no se condice con el espíritu inicial de este proyecto. De modo que claramente debemos dar lugar a esa notificación para permitir una adecuada oposición, de ser menester.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación el inciso quinto propuesto por la Comisión de Derechos Humanos para el artículo 4°.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 
La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como señalé cuando intervine en la sesión de ayer, la solicitud de rectificación de género -se halla en la esencia de este proyecto- es algo personalísimo, por lo que debiera realizarla exclusivamente el interesado.



En verdad, no justifico la indicación que aprobó la Comisión de Derechos Humanos para que un tercero pueda oponerse a dicha petición. Me parece que ello afecta la esencia del proyecto, al permitir a terceros, a sus familiares intervenir en la decisión de la persona.


Por otra parte, debemos tener cuidado, porque la aprobación de esta modificación -pareciera que algunos Senadores se van a inclinar por ella- no guarda armonía con los procedimientos ordinarios. Si ustedes se fijan, la solicitud de rectificación (regulada en los artículos 5° y 6°) solo puede aceptarse o ser declarada inadmisible. No se señala que un tercero pueda oponerse.


Entonces, ¿cuál es la norma que va a tener primacía: la que contempla la oposición o la del procedimiento ordinario?


Señor Presidente, esta modificación es inarmónica y produce un contrasentido. En lo personal, creo firmemente en que la solicitud de rectificación es un acto personalísimo y, lamentablemente, con esto le estamos poniendo trabas y condiciones que no se justifican.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, ¿vamos a llevar las relaciones familiares a los tribunales? ¿Vamos a obligar a una persona mayor de edad -que debe resolver un aspecto de su vida que le costó enfrentar y asumir frente a sí misma, con la pena y el dolor que ello conlleva- a litigar en los tribunales con los consanguíneos que se puedan oponer a su decisión libre, voluntaria e individual, sobre la cual responsablemente asume las consecuencias?



Yo me opongo rotundamente, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, como lo señalé con anterioridad, voy a votar en contra de este inciso, porque es contrario a la esencia del proyecto.



¿Qué posibilidad tiene un juez de establecer cuál es la convicción personal, interna del género que asume una persona? Por eso hemos dicho -y el proyecto discurre en ello- que esto se trata de un derecho personalísimo. De ahí que la oposición de terceros, a mi juicio, no puede existir. 



Cosa distinta es cuando la persona mantiene un vínculo matrimonial no disuelto, pues ahí hay un incumplimiento de los requisitos para solicitar la rectificación.



En este caso, yo creo que la oposición no procede, porque en el fondo se trata del ejercicio de un derecho personal, de la convicción interna de una persona.



Además, la redacción del inciso presenta una serie de problemas que no están resueltos. Por ejemplo, en el caso de que no se conozca cuál es el domicilio de un ascendiente, no se determina cómo se le puede notificar, pues no se permite hacerlo por aviso. Entonces, una persona puede quedar literalmente atrapada en un sistema de notificaciones que nunca se van a poder cumplir y, como consecuencia de ello, no podrá llevar adelante su cambio de sexo.



Este artículo tampoco señala cuáles son las causales de la oposición. Solo dice “se podrá oponer”. No indica cuál es la razón que pudiera tener un ascendiente o un descendiente para negarse al procedimiento.





Es curioso que en el texto se permita la oposición del cónyuge, cuando es requisito esencial para pedir el cambio de sexo estar soltero. Y ya vimos que en el caso de que exista vínculo matrimonial habrá una suerte de “divorcio exprés”, donde el solicitante quedará soltero, y después de eso recién se procederá al cambio de sexo. Entonces, el cónyuge nunca podrá oponerse, porque, teóricamente, no habrá cónyuge al momento de tramitarse la solicitud.



Respecto al tema de la competencia, tampoco se clarifica cuál es el procedimiento que se va a seguir ante el tribunal de familia. Se señala simplemente que es un procedimiento contencioso, pero no se entregan más antecedentes. No se resuelven, a mi juicio, una serie de problemas.



Yo vuelvo a insistir: desde el minuto en que se tomó como eje central del proyecto la idea de que la identidad de género es un derecho personalísimo y que se relaciona con la convicción interna de una persona, que puede corresponder o no con su sexo biológico, debemos respetar esa línea argumental. A partir de eso, a mi juicio, por tratarse del ejercicio de un tipo de derecho personal, no puede haber oposición.



Por esa razón, votaré en contra de este inciso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mí me sorprende un poco esta discusión, porque, revisando los antecedentes de la votación del inciso en la Comisión, advierto que este fue aprobado por unanimidad. En consecuencia, me llama la atención el cambio de opinión desde entonces hasta la fecha.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Incluía a menores de edad.

El señor LARRAÍN.- Viendo lo que dice esta norma, no se refiere al tema de los menores. 



En fin. Independientemente de eso, lo que quiero es volver a mantener el punto.



Me parece que si la solicitud de rectificación se le entrega al oficial del Servicio de Registro Civil para que la timbre, entonces se abre la necesidad de que los más cercanos tengan derecho a manifestarse. Y si nosotros se la presentamos a un juez para que resuelva, estimo que no tiene sentido que haya oposición. Entonces, debemos elegir entre un camino o el otro.



Aquí se optó porque sea competencia del Servicio de Registro Civil, lo que considero una mala decisión. Creo que no cuenta con la solemnidad y la dignidad que requiere un paso tan importante como este: el reconocimiento de la situación de una persona, de su verdadera identidad de género. Por lo tanto, si no le damos la dignidad apropiada, entiendo que se abre la posibilidad de este artículo con alguna justificación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso quinto del artículo 4° (12 votos contra 6 y 2 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Girardi, Guillier, Montes, Quintana, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Hernán Larraín y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Espina y García.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ocuparse del inciso sexto, que dice: 



“Las personas extranjeras con permanencia definitiva en Chile sólo podrán rectificar su sexo y nombre para efectos de la emisión de sus documentos chilenos. Para ello, previamente deberán inscribir su nacimiento en la oficina de Santiago del Servicio de Registro Civil e Identificación.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión. 


Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, el norte de Chile está lleno de inmigrantes. No veo por qué tendrían que viajar a Santiago a hacer esta gestión, sobre todo considerando que se trata de gente que muchas veces enfrenta dificultades económicas, de inserción, etcétera. 



Para tal cometido deberían habilitarse todas las oficinas del Servicio de Registro Civil.



Me parece que esta norma establece un centralismo innecesario.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No es posible corregirla, señor Senador, salvo que haya unanimidad de la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se puede dividir la votación del inciso y rechazar lo segundo.



Mi única duda es si se encuentra vigente la norma que establece que la inscripción de los matrimonios extranjeros se debe realizar en la oficina del Servicio de Registro Civil de Santiago. Porque, si ella está vigente, es coherente con esta. 



Tengo la impresión de que esa puede ser la razón que tuvo la Comisión para aprobar este inciso: no por el centralismo, sino por la coherencia con la norma de inscripción de los matrimonios extranjeros en Chile.

La señora MUÑOZ.- Se podría hacer una modificación…

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, ¿podemos abrir la votación? 

El señor LARRAÍN.- ¿Cómo se va a votar?
El señor GUILLIER.- Señor Presidente, ¿por qué no votamos separadas las dos partes del inciso?

El señor LARRAÍN.- ¿Algún miembro de la Comisión podría explicar cuál fue el fundamento? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, yo tiendo a compartir la preocupación del Senador Guillier. Pero quisiera -por su intermedio, señor Presidente- que el Ejecutivo nos explicara por qué la norma dice “en la oficina de Santiago”, por qué quedó así. Quizás existe una razón que nos permita entender la redacción. Porque, a simple vista, no tiene ningún sentido.



Sería bueno que, antes de votar, el Gobierno nos aclarara el punto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, el artículo 27 de la ley N° 19.477, que aprueba la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, señala: “Un funcionario denominado Oficial Civil estará encargado de todas las funciones y actuaciones del Servicio que se realicen dentro de la circunscripción para la que fue nombrado, la cual quedará bajo su jurisdicción para todos los efectos de esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24.”.


Y más adelante la normativa prescribe que en el caso de los matrimonios celebrados en el extranjero esa jurisdicción es Santiago de Chile.


Por su parte, el artículo 24 a que alude el artículo 27, expresa: “Habrá, además, una Oficina de Registro Civil e Identificación, que tendrá su sede en la capital de la República, la que llevará los registros de hechos y actos constitutivos de estado civil acaecidos en el extranjero de chilenos, hijos de chilenos y de extranjeros residentes con permanencia definitiva, sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales.”.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Se refiere al estado civil?

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Así es.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me parece que en esto el Senador Guillier tiene razón. Porque, en verdad, esa norma constituye un resabio del pasado, de la época en que no había posibilidades de comunicación ni de contar con información en línea a lo largo del país sobre lo que ocurría con extranjeros residentes en Chile.



Pero hoy eso no sucede, ya que el Servicio de Registro Civil tiene todos sus datos en línea y, por lo tanto, quienquiera que necesite información la va a obtener, ya sea en la oficina de Coihaique, de Vallenar, de Huasco o de Santiago.



Por tales razones, este inciso resulta innecesario, a menos que queramos mantener una norma cuya exigencia no sirve en la actualidad, porque para eso está Internet.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Siempre que hubiera unanimidad en la Sala -y, por supuesto, sin perjuicio de que durante el siguiente trámite en la Cámara podría perfeccionarse este punto-, propongo que la redacción quede así: “deberán inscribir su nacimiento en la oficina correspondiente a su domicilio del Servicio de Registro Civil e Identificación”.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor LARRAÍN.- Yo lo eliminaría simplemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me refiero al domicilio del requirente.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el inciso primero del artículo 4° ya establece que “Será competente para conocer de la solicitud de rectificación de sexo y nombre el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.



Y, a continuación, agrega: “La solicitud podrá ser presentada ante cualquier oficina del Servicio sin importar cuál sea el domicilio del o la requirente.”.



Considero que, si quisiéramos hacer un acto de descentralización, deberíamos dividir la votación y eliminar la segunda parte del inciso sexto, a fin de que haya coherencia.

El señor LETELIER.- Eliminemos la segunda oración.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A mi juicio, no podemos realizar trabajo de Comisión en la Sala. Sinceramente, prefiero dejar constancia del problema, a fin de que el Ejecutivo lo corrija en la Cámara de Diputados. 



Reitero que no podemos hacer aquí el trabajo de Comisión.

El señor LARRAÍN.- Podríamos, de existir unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar el inciso sexto, dejando constancia de que en el trámite siguiente el Ejecutivo debe modificar la norma de manera que el trámite se realice en la oficina del Registro Civil donde tenga domicilio el requirente?



Al parecer, no hay consenso.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso sexto del artículo 4° (11 votos a favor, una abstención y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Girardi, Hernán Larraín, Prokurica, Quintana, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Guillier.


No votaron, por estar pareados, los señores Espina y Navarro.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Chahuán y Coloma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El último inciso del artículo 4° señala: “La comparecencia de los y las solicitantes ante los tribunales con competencia en materias de familia se regirá por lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.”.


La disposición se refiere al procedimiento que se sigue dentro de esos tribunales.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar esta disposición con la misma votación anterior?

El señor LARRAÍN.- “Si le parece”.

La señora ALLENDE.- Sí.



--Se aprueba el inciso séptimo del artículo 4° con la misma votación anterior (11 votos a favor, una abstención y 2 pareos).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo a la Sala continuar la discusión en particular de este proyecto en la próxima sesión, ya que quedan varias votaciones para completar su despacho. Además, hay materias respecto de las cuales seguramente Sus Señorías querrán intervenir.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solicito recabar el acuerdo de la Sala para ampliar hasta el lunes 19 de junio el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece normas sobre prevención y protección del embarazo adolescente (boletín N° 10.305-11).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado. 



--Así se acuerda.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Alcalde de Punta Arenas, pidiéndole informar sobre EVENTUAL TÉRMINO DE PROYECTO DE FARMACIA COMUNAL; HORARIO DE ATENCIÓN ACTUAL DE DICHA FARMACIA Y STOCK DE MEDICAMENTOS DE QUE DISPONE.


Del señor GARCÍA:



Al señor Director del Hospital Doctor Hernán Henríquez Aravena, de Temuco, a fin de solicitar OFICINA PARA DAMAS DE CELESTE (reiteración de oficio).


Del señor HORVATH:


Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, a la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Ministro del Medio Ambiente, planteándoles IMPORTANCIA DE QUE EN PROYECTO PARQUES DE LA PATAGONIA SE ASEGURE QUE ÁREAS A DECRETAR COMO PARQUES NO TENGAN SITUACIONES DE OCUPACIÓN O PETICIONES LEGÍTIMAS DE POBLADORES DE AISÉN Y LA PATAGONIA.


Al señor Director General de Aeronáutica Civil y al señor Director Nacional de Aeropuertos, planteándoles NECESIDAD DE PROVISIÓN DE COMBUSTIBLE PARA AERONAVES EN CIUDAD DE CASTRO (AEROPUERTO DE MOCOPULLI), A FIN DE ATENDER EMERGENCIAS Y ASEGURAR BUENA OPERACIÓN EN REGIONES DE LOS LAGOS Y DE AISÉN.



Y al señor Director de Vialidad de la Región de Aisén, solicitándole información respecto de PUENTE Y SOLUCIÓN CONSIDERADA PARA RÍO PAMPITA Y CONTINUACIÓN DE OBRA PARA FUTURO CIRCUITO A LOCALIDAD DE LA JUNTA.
)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En Incidentes, los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Socialista e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Independientes y Partido Amplitud, tiene la palabra el Senador señor Guillier.

ACCIONES A FAVOR DE JARDÍN CARACOLITO Y LICEO A-16, DE ANTOFAGASTA, POR EMANACIÓN DE GASES. REITERACIÓN DE OFICIOS Y NUEVOS OFICIOS
El señor GUILLIER.- Señor Presidente, con fecha 28 de abril, esta Corporación envió, a solicitud mía, el oficio N°473/INC/2017 a la Ministra de Salud, señora Carmen Castillo, en el cual se informaba una grave situación que está aconteciendo en la ciudad de Antofagasta. 



Con fecha 30 de marzo del presente año, mientras me trasladaba por calle Rendic, fui testigo presencial de las molestias que causa la emanación de gases en el sector norte de la ciudad, situación que afecta la salud de las personas, principalmente de niños y jóvenes que asisten al Jardín Caracolito (JUNJI) y al Liceo Industrial A-16 (municipal), respectivamente.



Según lo informado por la directiva del mencionado liceo, las emanaciones comenzaron a afectar el normal funcionamiento del establecimiento en 2015 y hasta la fecha en 68 ocasiones han debido evacuar a sus casi 2 mil alumnos de la jornada diurna, razón por la cual perdieron 2 mil 462 horas pedagógicas de estudio, según consta en el informe que adjunté con el envío del oficio.



Los estudiantes de la jornada diurna, con edades entre 13 y 18 años, presentan síntomas propios de la aspiración de gases cada vez que hay emanaciones (dolor abdominal, náuseas, mareo y cefalea), antecedentes que adjunté en dicha oportunidad mediante copia del registro de atención en la sala de primeros auxilios del liceo, en el cual quedó constancia de los síntomas que presentaron los alumnos entre el 15 y el 30 de marzo.



Debo destacar que, transcurridos dos años, según me señalan, nunca se ha realizado un examen de salud a los afectados para determinar eventuales daños permanentes causados por la aspiración de gases.



Además, se me informó que el liceo tiene un índice de vulnerabilidad de 62 por ciento. En consecuencia, cada vez que se produce la evacuación los alumnos que están en tal situación no reciben la alimentación que entrega el liceo y se desconoce si se están nutriendo de manera saludable y adecuada en sus hogares.



También comenté que se evidencia que esta problemática ha perjudicado notablemente la salud mental de los docentes y de la planta directiva del liceo, pues están sometidos a un estrés y una incertidumbre que afectan las relaciones humanas y laborales al interior del establecimiento.



Por su parte, la Municipalidad de Antofagasta ha realizado diversas gestiones -se detallaron en el adjunto del señalado oficio-, sin resultado favorable para la salud de las personas afectadas.



Es en virtud de ello que en el referido oficio se requirió informar sobre:



1.- Posibilidad de adoptar medidas de seguimiento, examen, diagnóstico y tratamiento a los alumnos, docentes y directivos del Liceo Industrial A-16 de Antofagasta, y a los párvulos, educadoras y planta directiva del Jardín Caracolito, con el objeto de prevenir y/o brindar tratamiento ante cualquier efecto originado por la aspiración de gases.



2.- Acciones realizadas o por realizar que tengan como objetivo proteger la salud de párvulos, estudiantes y directivos de los establecimientos educacionales indicados anteriormente.



3.- Cualquier otro antecedente relevante que se pudiese proporcionar sobre la materia.



El oficio respectivo, señor Presidente, aún no tiene respuesta.



Por lo tanto, y considerando que esta semana los acontecimientos se han repetido y se pusieron más críticos, solicito que, con carácter URGENTE, se envíe un oficio al respecto, reiterando el anterior. 


A la vez, pido que se oficie al Ministro del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena, y a la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, para requerirles que, en su respectiva área, tomen las acciones conducentes a encontrar pronta solución al problema descrito y de ese modo mitigar los daños que las emanaciones en comento les han provocado a alumnos, profesores y directivos.


Insisto: las clases se han suspendido ¡68 veces!; se han perdido ¡2 mil 462 horas pedagógicas!, y ¡no pasa absolutamente nada!


He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
)---------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde el turno del Partido Por la Democracia.

El señor NAVARRO.- Queda tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Va a ocuparlo, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme.



Su Señoría dispone de 3 minutos y 55 segundos.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en un minuto más se le hará llegar la firma de la Senadora Muñoz por el tiempo del PPD.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra, señor Senador, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud.

NEGATIVA DE SENADO A PUBLICACIÓN DE ARTÍCULO DE OPINIÓN PERSONAL SOBRE VENEZUELA

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como saben diversos colegas, yo presenté hace algunos días un artículo que el Senado no quiso publicar. Su título era “Me duele el Senado y la hipocresía con Venezuela”.



Eso me duele, porque en esta Sala se aprueban constantemente proyectos de acuerdo para denostar, para establecer una verdad única sobre la situación de Venezuela, pero no hay ninguna posibilidad de debatir políticamente sobre lo que pasa hoy día en esa nación, que se encuentra asediada por una campaña mediática, criminal, dirigida particularmente por los Estados Unidos, que busca la destrucción de aquel país.



¡Ya ni siquiera se trata del petróleo!



Lo que está ocurriendo en Venezuela debiera llamar a este Senado; a nuestro país; a la Presidenta Michelle Bachelet; a Heraldo Muñoz, Canciller de Chile, a intervenir a favor de la paz, a intervenir para lograr una salida democrática a la crisis que vive dicha nación.



Pero no: ¡el Senado opta por pedir elecciones anticipadas en Venezuela...!



En ese país se determinaron elecciones. La democracia venezolana estableció para julio de este año la realización de la elección de miembros de la Asamblea Nacional Constituyente, y para diciembre, la de gobernadores.



¡La “democracia de Temer” suspende las elecciones y “la dictadura de Maduro” convoca a dos elecciones para este año…!



El itinerario institucional, tal como lo ha dicho el Presidente Nicolás Maduro, se mantendrá llueva, truene o tiemble y se van a hacer las elecciones presidenciales el 2018.



No me parece que el Senado de un país como Chile pueda señalarle a otra nación cuándo debe hacer elecciones. Eso no ocurre en democracia: es injerencismo, intervencionismo.



Me duele que parlamentarios que se dicen de Izquierda, progresistas, democráticos voten a favor resoluciones del Senado de la República como aquella.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Fue unánime!

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la lámina que estoy mostrando da cuenta de que Orlando Figuera, de 21 años, fue ¡quemado vivo! durante las protestas “pacíficas” que se realizan actualmente en Venezuela. ¡Quemado vivo!



En ese país está operando una red de mercenarios pagados y dirigidos por la Oposición, lo que ha costado más de 70 vidas. La mayoría, por cierto, no participaba en las protestas.



De hecho, señor Presidente, se busca desestabilizar a Venezuela para crear el caos.



Hay desabastecimiento. Se conspira constantemente para hacer desaparecer los alimentos.



Existe una campaña mediática en una nación donde hay prensa libre.



¡Ya quisiera yo que en Chile existieran los diarios de Oposición que hay en Venezuela, los que, por supuesto, no hablan bien del Gobierno!



El 70 por ciento de los medios venezolanos son privados.



Diariamente se ponen a la venta cinco periódicos de Oposición y solo tres oficialistas.



La televisión abierta se reparte por igual: seis canales de Oposición, seis de Gobierno.



Por tanto, uno no logra entender el porqué.



Ese país se ha dado una democracia y una Constitución; tiene una Asamblea Nacional Constituyente que ya quisiera yo para Chile.



¡En nuestro país se nos niega una Asamblea Nacional Constituyente, sigue decidiendo la élite!



Se cuestiona que haya una Asamblea Nacional Constituyente en Venezuela, donde todos los delegados -¡todos!- son elegidos de manera universal, con plena participación de la ciudadanía.



Es por ello, señor Presidente, que solicito…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se acabó su tiempo, Su Señoría.
El señor NAVARRO.- ¿Llegó la nota de la Senadora Adriana Muñoz, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aún no.



Sin embargo, en este “Senado hipócrita” Su Señoría dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor NAVARRO.- Yo creo que la hipocresía existe, señor Presidente. Esa es mi opinión. Y usted no debió haber censurado mi artículo.



¡No le ha censurado jamás un artículo a un Senador!



Hay Senadores que denuestan a Evo Morales, como el colega Pizarro, y Senadores que escriben lo que piensan.



¡Yo denuncio en este Senado la censura que se ha hecho respecto de un artículo de opinión mío!



Puedo estar equivocado, pero es mi opinión. Y ella debe ser respetada, señor Presidente. Y usted lo sabe, porque lleva muchos muchos años en el Parlamento.



Quiero señalar, por último, que se ha establecido la idea de que en Venezuela hay un caos y una crisis.



El pueblo venezolano va a resistir, porque es un pueblo democrático, que ama la libertad, que ama la felicidad.



Yo digo: ¡Dejen a Venezuela trazar su futuro! ¡No intervengan! ¡Dejen a los venezolanos resolver su futuro!



Las democracias son Gobierno y Oposición.



Este país, y particularmente este Gobierno, se la ha jugado por la Oposición. Y es un error político.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quisiera aclararle, señor Senador, ya que hizo una referencia a mi persona, que no hemos censurado ninguna cosa.



Usted tiene pleno derecho a expresarse aquí -y lo ha hecho hoy- sin censura alguna.



Incluso, le di tiempo adicional para terminar su exposición, y aun, para decir lo que dijo.



Además -y usted lo sabe-, hubo acuerdo unánime de los Comités en el sentido de que Su Señoría podía publicar en su página web lo que estimara conveniente, dentro de esta Corporación, pero no en la página del Senado, porque eso es distinto.

El señor NAVARRO.- ¡Eso es censura!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría tiene total derecho a hablar durante una sesión y a publicar lo que le interesa, individualmente, como Senador, en su propia página web.



Esa fue la razón por la cual se procedió como se hizo. Y (reitero) hubo acuerdo unánime de los Comités.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath, por tres minutos.

CENTENARIO DE ASOCIACIÓN INTERNACIONAL DE CLUBES DE LEONES

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se conmemora hoy el centenario de la Asociación Internacional de Clubes de Leones, que fue fundada en 1917 en los Estados Unidos por don Melvin Jones y que rápidamente se expandió a países como Canadá, China, Cuba, México, Perú, entre otros.



Don Humberto Valenzuela García constituyó en Santiago de Chile, en 1948…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Perdón, Su Señoría.



Debo comunicarle al Senador señor Navarro que acaba de llegar a la Mesa la autorización de la Senadora señora Muñoz.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, decía que el 16 de septiembre de 1948 se constituye en nuestro país el Club de Leones de Santiago -rápidamente se expande a Argentina, Brasil, Uruguay y Paraguay- por el dirigente Humberto Valenzuela García, hecho que lo lleva a ser nombrado Presidente de la Asociación Internacional de Clubes de Leones entre 1955 y 1956.



Esos clubes están prácticamente en todas las regiones de Chile. Se expanden hacia el sur. Y, desde luego, también se encuentran en Coihaique y Puerto Aisén.



Desde el Senado, quisiera rendir un homenaje a todos aquellos que participan en esa importante organización internacional, que está constituida por más de un millón y medio de personas y tiene el bello lema “Nosotros Servimos”.



Su labor es reconocida por toda la comunidad; por ejemplo, la de mejorar la calidad de vida de los ciegos; la de ocuparse de las discapacidades visuales; la de desarrollar acciones preventivas en ese ámbito, etcétera.



He dicho.

CONMEMORACIÓN DE TOMA DEL MORRO DE ARICA
El señor HORVATH.- Señor Presidente, hoy, 7 de junio, es feriado en la Región de Arica y Parinacota a raíz de la conmemoración de la toma del morro de Arica, gesta en la que en 55 minutos las tropas chilenas hicieron cumbre allí, lo cual implicó una gran cantidad de sacrificios de soldados tanto peruanos como nuestros.



Tras 137 años, ahora vivimos tiempos de paz e integración. 



Son miles los chilenos y peruanos que cruzan a diario la frontera para pasear, comprar, trabajar o estudiar en el respectivo país.



Incluso, compatriotas nuestros acuden a Tacna para atenderse en el Hospital de la Solidaridad, donde son recibidos sin ningún tipo de discriminación.



Una gran cantidad de nuestros vecinos peruanos han adoptado a Chile como su patria para fundar sus comercios y asentarse aquí con sus familias.



El 7 de junio se conmemora en Perú como el Día de la Bandera, y en Chile, como el Día de las Glorias de la Infantería. A mi entender, ese debe ser un día de baluarte para la integración y para la realización de una profunda investigación y revisión de la historia que se enseña en ambos países a los niños y jóvenes con respecto a las causas que nos llevaron a la Guerra del Pacífico. La idea es que, bajo una mirada más amplia y solidaria, se borre todo tipo de mala predisposición en las dos naciones.



Desde el Senado, rindo también un homenaje muy especial a todos los ariqueños y parinacoteños en este nuevo 7 de junio y hago un gran reconocimiento a su lema, a su canción y al espíritu que los anima como habitantes de zonas extremas.



¡Este es el saludo de un representante de la zona extrema austral de Chile!


He dicho.
)---------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador señor Navarro, ¿va a ocupar el tiempo que le dio el Comité Partido Por la Democracia?

El señor NAVARRO.- Por supuesto, señor Presidente.



Gracias

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

CRÍTICA A SILENCIO DE PRENSA CHILENA ANTE REALIDAD DE VENEZUELA

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me voy a referir a lo que he llamado “Lo que la prensa chilena calla sobre Venezuela”.



En su versión 2016, el Informe de Desarrollo Humano del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo señaló: “Venezuela goza de uno de los índices de desarrollo humano más altos de América Latina (0,767).”.



El Informe sobre el Panorama Social de América Latina de 2016, realizado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), expresó: “Venezuela se mantiene dentro de los países con menor grado de desigualdad social en la región, junto a Uruguay y Argentina.”.



Chile, integrante de la OCDE, es el país con la mayor desigualdad -¡la mayor desigualdad!- entre los miembros de dicha Organización. 



Durante los últimos quince años en Venezuela se han realizado diecinueve elecciones. Entre ellas, la que ganó la Oposición con 109 escaños, por sobre los 54 del oficialismo.



Venezuela, como dijo Jimmy Carter en el Center Carter, tiene el mejor sistema electoral del mundo.



La institucionalidad democrática venezolana posibilita que 80 por ciento de la población participe. Y los partidos políticos sobreviven -¡pero allá se reclama...!- cuando obtienen 1 por ciento de la votación nacional.



La legislación de Chile establece que los partidos políticos son legales solo si cuentan con 5 por ciento de la votación nacional. En Venezuela -repito-, donde hay cerca de 70 partidos, si tienen 1 por ciento.



La Asamblea Nacional de Venezuela incurrió en desacato y hubo una confrontación entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo por cuanto tres diputados de la amazonia no fueron ratificados por el Tribunal Electoral, por el poder electoral. De manera que -repito- se produjo un desacato. Hubo fraude electoral: el Tribunal no confirmó a esos diputados, pero la mayoría de la Asamblea Nacional los incorporó y los hizo participar. Es un conflicto entre Poderes del Estado.



Algunos dicen “El Presidente Maduro intervino el Poder Judicial”. 



Señor Presidente, en Chile a los jueces superiores los nombra el Senado, a propuesta del Presidente de la República. O sea, a esos magistrados los elegimos nosotros. Si no hay consenso aquí, una persona propuesta por el Primer Mandatario puede no ser elegida para ese cargo.



En Venezuela hay cinco Poderes del Estado. Y es bueno conocer la institucionalidad de ese país, para tener una opinión informada.



Por eso yo he dicho que lo que hoy día nos muestran los medios de prensa solo enfoca la violencia en las calles y no las multitudinarias marchas de apoyo al Gobierno del Presidente Nicolás Maduro.



De los más de setenta fallecidos que ha habido en esos actos “pacíficos”, únicamente treinta han comprometido a efectivos que actualmente se hallan procesados.



La Guardia Nacional Bolivariana no usa ni balas ni perdigones. ¡Afortunadamente! Porque la conspiración permanente de la violencia mercenaria, financiada por la Oposición, financiada internacionalmente, solo busca el crimen, solo busca la desestabilización.



Hace algunos días yo me planteaba ¡cómo en Chile no nos impacta el hecho de que al joven Orlando Figuera, de 21 años, por vestir una polera (así decimos en nuestro país) roja y por ser mulato, moreno, se lo haya acusado de ser chavista y se le haya prendido fuego! ¡Lo quemaron vivo y, después de una larga agonía, falleció!



Orlando Figuera, de 21 años: ¡solo por parecer chavista!



¿Es esa una oposición democrática? ¿Es esa la oposición pacífica que hoy día la señora Lilian Tintori, quien ha venido a Chile, y el señor Luis Almagro, Secretario General de la OEA, defienden en los foros internacionales?



Señor Presidente, el 18 de mayo Carlos Ramírez, otro joven venezolano, también ¡fue quemado vivo durante una manifestación de la Oposición!


Porque nosotros vivimos una situación de esa índole en dictadura, cuando los militares quemaron a Carmen Gloria Quintana y a Rodrigo Rojas de Negri, a mí no me deja impávido lo que ocurre en Venezuela. No deja mi conciencia tranquila que se esté quemando a jóvenes por tener determinada ideología y haya silencio: silencio de parte del Ministro Heraldo Muñoz; silencio de parte del Gobierno; silencio de parte de quienes dicen defender la democracia en Chile.



Este Senado jamás ha emitido una opinión sobre los jóvenes muertos tras ser quemados vivos por la Oposición en Venezuela.



Sí, insiste en el caso del señor Jatar, quien no es chileno ni periodista. ¡Ni chileno ni periodista! El Cónsul de Chile en Caracas obtuvo en la cárcel las huellas digitales de esa persona, quien desde hacía 59 años no venía a nuestro país.



El señor Jatar -reitero- tampoco es periodista. Es dueño de un sitio web con registro en Miami, adonde llegó mientras arrancaba luego de ser acusado del delito de extorsión. Y fue indultado por Carlos Andrés Pérez para permitirle volver a Venezuela.



¡De eso se preocupa la Sala del Senado...!



¡Hagamos algo para detener la violencia en Venezuela! ¡Que Chile participe! ¡Que la Comisión de Presidentes que se propuso -fue apoyada incluso por el Papa Francisco- dé el espacio necesario  para retomar el diálogo en ese país y no se sume a la campaña injerencista que busca desestabilizarlo!



Como ya he dicho, la bendición de Venezuela es el petróleo. Pero también es su maldición.



Quienes hoy día procuran destruir a Venezuela quieren su petróleo. 



En Colombia hay siete bases militares de Estados Unidos. Se firmó allí un acuerdo de paz. ¡Qué sentido tiene que esas siete bases militares estén en territorio colombiano, en la frontera con Venezuela! ¡Qué sentido tiene sino atacar, invadir, conspirar permanentemente en contra de este último país!



Señor Presidente, yo abogo por la paz, por la libre determinación de los pueblos. Abogo por que Chile no se sume a los alaridos de Luis Almagro, quien ha traicionado a su propio partido, su propia ideología: ¡es un renegado! 



Luis Almagro estuvo en esta Sala. Cada vez que intervino yo dije: “¡Protesto, señor Presidente!”. ¡Porque vino a Chile a hablar de democracia y lo único que hizo fue referirse a “la dictadura de Venezuela”!



¿Qué pasa en Brasil con Temer? ¿Qué pasa en el resto de América Latina? ¿Qué pasa en México?



¡En los últimos doce años más de cien periodistas han sido asesinados en México!



¿Dónde está la voz de la OEA? ¿Dónde está la voz de Luis Almagro?



¿Dónde está la voz de Luis Almagro frente a los hechos ocurridos en Brasil?



¡Silencio!



¡Para Almagro solo existe Venezuela! ¡Su obsesión es Venezuela! ¡No existe otro país!



En mi país, Chile, recientemente -durante la semana pasada- efectivos de carabineros arrastraron del cabello a jóvenes estudiantes, quienes fueron detenidos y golpeados salvajemente. ¡Por Carabineros de Chile!



Pero se dice: “¡Mira lo que pasa en Venezuela!”. ¡Y se falsean las imágenes! 



Señor Presidente, en mi condición de Senador, denuncié en la Sala -y lo repito hoy- que Televisión Nacional de Chile, con motivo de un reportaje sobre ese país en el año 2016, presentó siete capítulos: entre ellos, “Caracas, la ciudad más violenta del mundo”; “El hambre en Venezuela”; “Las playas desiertas de turistas en Venezuela”. En el primero, las imágenes proyectadas corresponden a Bogotá y Río de Janeiro, engañando a la gente.



¿Y qué me dijo Ricardo Solari? Remitió una escueta carta, que diluía toda la responsabilidad.



¡Los chilenos fueron engañados por TVN!



¿Y sabe, señor Presidente? Este medio no fue a mi proclamación presidencial. ¡Es el único canal de televisión que no asistió a la inscripción del Partido País y a ese otro acto! ¡Qué coincidencia!



Televisión Nacional le debe una explicación al pueblo de Venezuela, así como a los chilenos, porque los engañó. ¡Repito que mostró imágenes de otros países para testificar la violencia en Venezuela! ¡Tuvieron que recurrir a vistas de YouTube y de Río de Janeiro y Bogotá, Colombia!



Eso no se hace.



Eso es faltar a la ética.



Eso es engañar al pueblo chileno.



¡Y esa es la campaña que realizan muchos medios de comunicación en toda América Latina y el mundo!



Me siento orgulloso de haber conocido al Presidente Hugo Chávez Frías y de haber contado con su profunda amistad y cariño.



Del mismo modo, me siento orgulloso de contar con la amistad y el cariño de Nicolás Maduro, Presidente obrero de Venezuela. Lo conocí cuando fue Presidente de la Asamblea Nacional y supe de su persona cuando fue Presidente de los trabajadores del Metro.



No cabe sino trabajar por la paz en Venezuela. Y a Chile le corresponde ese rol. Ello se extiende a nuestro Ministro Heraldo Muñoz, siendo improcedentes las declaraciones en apoyo del golpismo sedicioso que se cierne hoy día sobre ese país.



¡Chile ha jugado un triste papel!



¡Le pido perdón al pueblo de Venezuela por el papel desempeñado por mi país en esta crisis!



He dicho.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:42.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 17ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ambas ordinarias, de los días 16 y 17 de mayo, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes

Cinco de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


2) La que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín N° 8.938-24).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


2) El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. la Presidenta de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional los días 23 y 24 del presente para dirigirse a la República del Ecuador.


Informó que durante su ausencia sería subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Mario Fernández Baeza, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica la nómina de señoras y señores Diputados que integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán a S.E. la Presidenta de la República con ocasión de la Cuenta Pública ante el Congreso Pleno.


-- Se toma conocimiento.


Con el segundo, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.284, en el sentido de establecer la obligatoriedad de juegos infantiles no mecánicos en espacios públicos y privados, para niños y niñas en situación de discapacidad (Boletín N° 9.701-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Con el tercero, señala que ha aprobado el proyecto de ley que declara feriado el 24 de septiembre de cada año en la comuna de El Quisco, para la celebración de la Fiesta de Nuestra Señora de la Merced de El Totoral (Boletín      N° 10.887-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el último, comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que proporciona reparación y asistencia en rehabilitación a las víctimas de explosión de minas u otros artefactos explosivos militares abandonados o sin estallar (Boletín N° 9.109-02).


-- Antes de quedar en estado de Tabla, pasa a la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en el control de constitucionalidad de los siguientes proyectos de ley:


- El que modifica el artículo 420 del Código del Trabajo, confiriéndole competencia a los tribunales laborales para conocer de las contiendas en que los causahabientes del trabajador buscan hacer efectiva la responsabilidad del empleador, derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales (Boletín N° 8.378-13).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. la Presidenta de la República.


- El que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces (Boletín N°10.611-07).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Remite copia de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, recaídos en las siguientes normas:


- Artículo transitorio, en la parte que se indica, de la ley N° 20.791, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores.


- Artículo 206 del Código Civil y quinto transitorio de la ley              N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.


- Artículo 171 del Código Tributario.


- Inciso cuarto del artículo 171 del Código Tributario.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículos 113, inciso primero, y 119 del Código de Procedimiento Civil.


- Artículos 235, regla 3a, y 488 del Código de Procedimiento Civil.


- Inciso antepenúltimo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.


- Inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad


- Artículo 491 del Código Penal.


- Artículo 195 bis de la ley N° 18.290, de Tránsito.


- Inciso primero del artículo 196 ter, de ley N° 18.290, de Tránsito


- Artículo 222, inciso primero, del decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2005, del Ministerio de Salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469.


- Artículo 12 de la ley N° 20.179, que establece un marco legal para la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Remite respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca del estado de tramitación de la solicitud que se individualiza, presentada por los dirigentes de diversos sindicatos de trabajadores pesqueros transitorios de naves mayores y menores.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Responde acuerdo del Senado, sobre la situación de la prohibición de ingreso al Estado de Israel aplicada al ciudadano chileno, señor Anuar Majluf (Boletín N° S 1.931-12).


Atiende consulta, formulada por el Honorable Senador señor Guillier, acerca de la aplicación del acuerdo bilateral sobre reconocimiento educacional suscrito en el mes de marzo pasado, por S.E. la Presidenta de la República con el Presidente de Haití.


Contesta acuerdo del Senado (Boletín N° S 1.929-12), mediante oficio reservado.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Envía respuesta sobre planteamientos efectuados por el Senado al proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11), con motivo del estudio del informe de la Comisión Mixta.


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Espina, para otorgar urgencia a la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín N° 10.739-07), atendida la importancia del mismo.


Atiende petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la necesidad de dictar una ley que permita contar con una Corporación Nacional Forestal pública, además de una normativa que redefina el rol de las Fuerzas Armadas en tiempo de paz.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el uso de los fondos que las organizaciones de la comunidad de Melinka han obtenido en negociaciones anteriores de zonas contiguas.


Informa sobre los resultados de la “II Encuesta Trayectoria de profesionales con Grado de Doctor”, del año 2015; materia consultada por el Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al estado del proyecto de agua potable rural Leufulafquén de la comuna de Toltén.


Adjunta datos sobre la implementación de sistemas de iluminación para distintos aeródromos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

De la señora Ministra de Salud


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los resultados del estudio realizado por la Organización Panamericana de la Salud sobre el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina (EUNACOM).


Envía respuesta a consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Harboe, relativas al Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina (EUNACOM).

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Responde petición, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del estado del proyecto de construcción del Parque Urbano Humedal Catrico, comuna de Valdivia.

Del señor Ministro (S) de Agricultura


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la necesidad de contar con una CONAF que sea servicio público.

De la señora Ministra de Minería


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Araya, acerca de los compromisos adquiridos para la salida de la planta de ENAMI del radio urbano de la comuna de Taltal.

De la señora Ministra de Bienes Nacionales


Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, en relación a la política aplicada por esa Cartera a la venta de tierras en zonas extremas, particularmente en el extremo sur del país.


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la fijación de deslindes de bienes nacionales de uso público que constituyen ríos, lagos y esteros, en la Región de Los Ríos.

Del señor Ministro de Energía


Remite antecedentes sobre los talleres que se realizarán en coordinación con el Grupo del Banco Mundial, en el marco del Proyecto Precio al Carbono Chile (PCC); consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Atiende solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor García, para informar las razones de la demora en la entrega de la sede comunitaria en el sector de Huirilil de la comuna de Curarrehue.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Anexa antecedentes relativos al acuerdo de extensión de zona contigua para los pescadores de sardinas y anchovetas de las Regiones del Bío Bío y La Araucanía; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Remite respuesta a requerimiento de información, expedido en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de los descuentos efectuados por Renta Vitalicias Consorcio, a la persona individualizada, por un crédito de consumo otorgado por la Caja de Compensación Los Héroes. 

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios


Envía antecedentes de la multa aplicada a la empresa sanitaria Aguas Araucanía por deficiencias en el servicio durante el año 2012, que afectaron a diversas comunas de la Región de La Araucanía; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Atiende consulta relativa a diversas materias medioambientales que afectan a la comuna de Puchuncaví; materia solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Alcalde de la comuna de Penco


Remite datos, pedidos por el Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los antecedentes del trabajo realizado en la Mesa de Humedales, del Gran Concepción.

Del señor Director Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP)


Adjunta información de la situación de la industria salmonera nacional y del presupuesto institucional para la investigación pesquera y cuidado de recursos marinos; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Directora Regional (D.R.) Atacama de la Superintendencia de Educación


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, para informar acerca del nombramiento de un administrador provisional para el establecimiento educacional Miguel Zambrano de la comuna de Copiapó, y del plan de desarrollo para el mismo. 

Del señor Director del SERVIU Metropolitano


Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, relativa a la ejecución de la política habitacional de la Municipalidad de Macul, en el período 2011-2016 y fecha del último proyecto comunitario de vivienda social en dicho lugar.

Del señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial


Responde inquietud del Honorable senador señor Prokurica, acerca de la posibilidad de adelantar la aplicación de la normativa contemplada en la iniciativa legal que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces (Boletín N°10.611-07) a partir de la fecha de su entrada en vigencia, respecto de las ciudades de Copiapó y Caldera.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Atiende solicitud de información acerca de diversos aspectos relacionados con los controles preventivos de identidad; materia consultada por el Honorable Senador señor Espina.

Del señor Secretario Comunal de Planificación de la Municipalidad de Yerbas Buenas


Informa sobre la inclusión de las obras de alcantarillado y ampliación de la copa del sector del Comité Villa Cordillera en la cartera de proyectos del departamento de obras municipales; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Matta.

Del señor Director del Servicio de Salud Valparaíso San Antonio


Responde consulta, formulada por el Honorable Senador señor Chahuán, acerca de las razones por las que en el hospital Claudio Vicuña de la ciudad de San Antonio no se practican cirugías mamarias.

Del señor Abogado Conservador Jefe del 
Departamento de Derechos Intelectuales de la DIBAM


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, relativa a las facultades de la entidad de Gestión Colectiva de Derechos de Productores Audiovisuales de Chile, respecto del cobro de los derechos individualizados.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


-- Queda para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Allamand, Harboe, Larraín y Montes, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental, en lo relativo a la presidencia del Consejo de Ministros y al reemplazo de diputados y senadores que sean designados Ministros de Estado (Boletín Nº 11.237-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley que prohíbe la distribución de alimentos que contengan carbohidratos refinados en los establecimientos educacionales (Boletín Nº 11.244-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Lagos, con la que pide autorización para ausentarse del país a contar del día 5 de junio próximo.


-- Se accede a lo solicitado.

Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente proyecto de acuerdo:


De los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Goic y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Espina, García, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Quintana, Rossi, Tuma y Zaldívar, para formular observaciones ante el Tribunal Constitucional, con el objeto de que sean consideradas en la resolución de los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, deducidos en contra el artículo 196 ter de la Ley de Tránsito (Boletín N° S 1.934 -12).


-- Queda para ser votado en esta sesión.
- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que regula las garantías de bienes durables (Boletín Nº 10.452-03), hasta las 12:00 horas del día jueves 15 de junio del presente, en la Secretaría de la Comisión de Economía.


2.- Prorrogar por cinco meses el mandato a la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana.


3.- Tratar en Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana miércoles 31, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al deportista señor Arley Méndez Pérez (Boletín N° 11.143-06), autorizando a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía para informar mediante certificado. 

- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Walker, Ignacio, fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio de Cultura (Boletín Nº 8.938-24), hasta el 30 de mayo a las 19:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Educación y Cultura.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país.
(Boletín Nº 7.963-06)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “suma”.


Agrega que el proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas al texto.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización hace presente que en sesión de 25 de octubre la unanimidad de sus miembros acordó rechazar todas las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite, a fin de que el proyecto sea considerado por una Comisión Mixta con su mayor extensión posible.


Hace presente que dicha Comisión, por igual unanimidad, resolvió no reabrir el debate respecto de modificaciones ya votadas y aprobadas, en atención a que ello requeriría de una nueva sesión que retrasaría el despacho de la iniciativa, y de que por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Pizarro y Quinteros, acordó solicitar a la Sala el rechazo de todas las enmiendas, incluso de aquellas que en primer término había aprobado.


Expresa que, por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre las enmiendas recaídas en materias de su competencia, las que rechazó por cuatro votos y una abstención. 


Luego señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento rechazó por la unanimidad de sus miembros presentes la totalidad de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite. 


Manifiesta que en caso de que la Sala resolviera aprobar las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados que recaen en los artículos 1°; 3°, nuevo; 4°, y 6° a 9°, nuevos, permanentes, y en los artículos transitorios primero a cuarto, ello requeriría de 21 votos favorables, porque ellos inciden en normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados son las que se señalan a continuación:

Al artículo 1°

N°1), nuevo


-Ha incorporado el siguiente número 1):


“1) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:


a) Elimínase en su actual letra p) el siguiente texto: “, incluida la de otorgar personalidad jurídica a las corporaciones y fundaciones que se propongan desarrollar actividades en el ámbito de la región, ejerciendo al efecto las facultades que señalan los artículos 546, 548, 561 y 562 del Código Civil”.


b) Agréganse las siguientes letras p) y q), pasando la actual p) a ser r):


“p) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo que a cada uno de ellos les corresponda en la región.


q) Velar por que el Gobierno Regional ejerza sus funciones en forma coherente y concordante con las políticas públicas nacionales, asegurando su total y efectiva aplicación, sean dichas funciones asignadas en la ley o transferidas por el Ejecutivo.”.”.

N°1)


-Ha pasado a ser 2), reemplazando el nuevo texto de la letra d) del artículo 6° por el siguiente:


“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N°20.720, de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, ni condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.

N°2)


-Ha pasado a ser 3), sin enmiendas.

N°3)


-Ha pasado a ser 4), sustituyendo el inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y ejercerán las funciones y atribuciones que esta ley les confiere. Podrán desarrollar sus competencias directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado. La administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N°1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado y en las demás normas legales relativas a la administración financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que le asigne a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.

N°4)


-Ha pasado a ser 5), sin enmiendas.

N°5)


-Ha pasado a ser 6), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


-La ha reemplazado por la siguiente:


“a) Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, los que deberán ser coherentes con la política nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes comunales de desarrollo;”.

Letra b)


-Ha sustituido las nuevas letras c) y d) del artículo 16 por las siguientes:


“c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos y municipalidades localizados en ella;


d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, ajustándose a las orientaciones que se emitan para la formulación del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público, de conformidad con el artículo 15 del decreto ley N°1.263;”.

Letra c)


-La ha sustituido por la siguiente:


“c) Reemplázase en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la expresión “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del presente Capítulo”; y agrégase después del vocablo “ley” la siguiente oración, precedida de un punto: “En ningún caso, el ejercicio de estas competencias facultará a omitir la aplicación de las políticas públicas nacionales”.

N°6)


-Ha pasado a ser 7), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


-Ha añadido los siguientes párrafos segundo a sexto:


“El plan regional de ordenamiento territorial podrá establecer, con carácter vinculante, condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos. Asimismo, podrá determinar condiciones para la localización de las infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendidas en la planificación urbanística, junto con la identificación de las áreas para su localización preferente, ajustándose a lo establecido en las políticas, estrategias y normativas sectoriales vigentes. El incumplimiento de estas condiciones provocará la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las demás consecuencias que se establezcan. El plan reconocerá, además, las áreas que hayan sido colocadas bajo protección oficial, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación respectiva, por su valor ambiental, ya sea natural o cultural.


El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas que estén sometidas a planificación urbanística.


La elaboración del plan regional de ordenamiento territorial deberá considerar la participación de los principales actores regionales públicos y privados. El plan será sometido a un procedimiento de consulta pública que comprenderá la imagen objetivo de la región y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio regional que considere el Gobierno Regional. Dicho procedimiento tendrá una duración de, al menos, sesenta días, debiendo consultarse paralelamente a las municipalidades de la región y a los organismos que integren el gobierno regional. Los antecedentes anteriores servirán, en su caso, de base en el diseño del Plan Regional ajustándose a lo establecido en el Párrafo 1° Bis del Título II de la ley N°19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


Una Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, que integrarán los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, cuyo titular lo presidirá; Interior y Seguridad Pública; Secretaría General de la Presidencia; Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Agricultura; Minería; Transportes y Telecomunicaciones; Bienes Nacionales; Energía y Medio Ambiente propondrá, para su aprobación por el Presidente de la República, las políticas nacionales de ordenamiento territorial y desarrollo rural, así como la reglamentación de los procedimientos para la elaboración, los contenidos mínimos que deberán contemplar y los tipos de condiciones que podrán establecer los planes regionales de ordenamiento territorial, en concordancia con lo establecido en el inciso segundo del presente literal, sin que puedan tales condiciones tener efecto retroactivo. Las citadas políticas y propuestas se aprobarán mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros integrantes de la Comisión Interministerial. La política nacional de ordenamiento territorial contendrá principios, objetivos, estrategias y directrices a las que deberán sujetarse los planes regionales de ordenamiento territorial, así como las reglas aplicables a las redes e infraestructuras que tengan un ámbito de influencia u operación que exceda al territorio regional.


Sin perjuicio de lo señalado, el gobierno regional deberá proponer un proyecto de zonificación del borde costero de la región, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en concordancia con la política nacional existente en la materia. Dicha zonificación deberá ser aprobada mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional y será reconocida en el respectivo plan regional de ordenamiento territorial;”.

Letra e)


-Ha reemplazado la nueva letra h), que este literal agrega en el artículo 17, por la siguiente:


“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamiento más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia. En caso que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región respecto a la localización para la disposición mencionada, el respectivo gobierno regional tomará dicha decisión;”.


Letra nueva, que pasa a ser g)


-Ha incorporado la siguiente letra g) en el número 6), que ha pasado a ser 7):


“g) Agrégase la siguiente letra j):


“j) Aprobar la identificación de territorios como zonas rezagadas en materia social, y el respectivo plan de desarrollo, el que deberá ser coherente con las políticas nacionales sobre la materia.”.”.

N°7)


-Ha pasado a ser 8), incorporando las siguientes enmiendas en el texto sustitutivo del artículo 18 propuesto por el Senado:


i) Ha suprimido en la letra a) la frase “, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia”.


ii) Ha reemplazado la letra b) del referido artículo por la siguiente:


“b) Integrar y aplicar en lo que sea pertinente en su gestión las políticas nacionales en materia de fomento productivo e innovación, considerando las prioridades estratégicas regionales;”.


iii) Ha suprimido en la letra d) la frase “, con arreglo a las políticas nacionales”.


iv) Ha intercalado en la letra e), luego de la expresión “competentes,” la frase “y considerando el aporte de las instituciones de educación superior de la región,”.


v) Ha agregado en la letra f), después de la expresión “a nivel regional”, la siguiente oración: “y procurando su articulación con la División de Fomento e Industria establecida en el artículo 68, letra d)”; y ha sustituido la expresión final “, y” por un punto y coma.


vi) Ha reemplazado en la letra g) el punto aparte por la expresión “, y”.


vii) Ha incorporado la siguiente letra h):


“h) Fijar la política Regional de Innovación y Desarrollo, la que deberá contener, a lo menos:


i. Los lineamientos estratégicos que en materia de innovación se establezcan para la región, debiendo considerar al efecto la Estrategia Regional de Innovación y Desarrollo propuesta por el Comité Regional de Innovación y Desarrollo.


ii. Los ámbitos de acción que abordará la respectiva política regional junto con sus principales objetivos, actividades, criterios y prioridades presupuestarias.”.

N°8)


-Ha pasado a ser 9), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


-Ha reemplazado el vocablo “preferentemente” por “principalmente”.

Letra b)


-Ha reemplazado en el texto sustitutivo de la letra c) del artículo 19 la expresión “de impacto” por “con énfasis”.

Letra e)


-Ha intercalado en la nueva letra i) del artículo 19, entre los vocablos “de” y “extrema” la expresión “pobreza y”.

Número 9)


-Ha pasado a ser 10), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


-Ha agregado, antes de la expresión “, las municipalidades”, la siguiente: “, los servicios públicos”.

Letra c)


-La ha sustituido por la siguiente:


“c) Reemplázase la letra f) por la siguiente:


“f) Aprobar los planes regionales de ordenamiento territorial, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y sus respectivos planos de detalle, los planes reguladores comunales y los planes seccionales, conforme a lo establecido en la letra c) del artículo 36;”.”.

Letra d), nueva


-Ha intercalado la siguiente letra d):


“d) Reemplázase en la letra h) la expresión “, de acuerdo con” por “, con arreglo a”.

Letras d) y e)


-Han pasado a ser e) y f), respectivamente, sin enmiendas.

Letra f)


-Ha pasado a ser g), sustituyendo en la nueva letra k) la expresión “e implementar” por “y aplicar”.

N°10)


-Ha pasado a ser 11), con las siguientes enmiendas:


-Ha reemplazado el artículo 21 bis propuesto por el siguiente:


“Artículo 21 bis.- El Gobierno y la Administración del Estado le corresponden al Presidente de la República con la colaboración de los órganos que establecen la Constitución y las leyes, sin perjuicio de los traspasos de competencias que se realicen a través del procedimiento regulado en este párrafo.”.


-Ha sustituido el artículo 21 ter propuesto, por el siguiente:


“Artículo 21 ter.- El Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, por un plazo fijo o indefinido, una o más competencias de los ministerios y de los servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, debiendo realizar las adecuaciones necesarias en los órganos cuyas competencias se transfieren.


El procedimiento para decidir dicha transferencia podrá iniciarse de oficio o a solicitud del gobierno regional. En este último caso, será el consejo regional quien apruebe realizar la solicitud sobre la base de la propuesta presentada por el intendente, o por propia iniciativa si reuniere el voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio.


El consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir inmediatamente al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recibidos conforme.”.


-Ha reemplazado el artículo 21 quáter propuesto, por el siguiente texto:


“Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, conforme a las siguientes modalidades:


a) El gobierno regional podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el inciso primero del artículo 21 ter, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente al respectivo Gobierno Regional en la ley de Presupuestos del Sector Público.


b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo. Los recursos para la ejecución y gestión de las competencias traspasadas deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la ley de Presupuestos del Sector Público.


Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, la transferencia de competencias será aprobada mediante decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscritos por el Ministro de Hacienda y el Ministro sectorial que corresponda según la competencia que se transfiera. 


Las comisiones de servicio que se realicen para efectos de lo dispuesto en el presente párrafo estarán exceptuadas del plazo máximo fijado en los incisos primero y segundo del artículo 76 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.


-Ha sustituido el artículo 21 quinquies propuesto, por el siguiente:


“Artículo 21 quinquies.- Para decidir la transferencia de competencias, se procederá de acuerdo a las siguientes reglas:


a) En caso que el proceso se inicie con una solicitud del gobierno regional, ésta se dirigirá al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y deberá contar con un estudio que fundamente los beneficios de la propuesta de transferencia, incluyendo informes de impacto financiero, eficacia y eficiencia.


b) Sea que se inicie de oficio o a solicitud de un gobierno regional, mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio sectorial que corresponda y del o los directores nacionales de servicios, según sea el caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas o se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


c) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos por la Comisión.


d) La Comisión deberá analizar las competencias que se requieren o que se solicitaron trasferir, las condiciones actuales del respectivo gobierno regional y las que se exigirán como condición de la transferencia.


e) La Comisión dispondrá de noventa días, contados desde la publicación del decreto supremo indicado en el literal b), para evacuar un informe. Éste podrá proponer transferir o no transferir las competencias, o efectuar una adecuación de lo originalmente solicitado para la transferencia.


El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá extenderse hasta seis meses, en caso que la Comisión requiera informes complementarios u opiniones externas para formular su recomendación.


f) Si el informe de la Comisión requiere una readecuación de lo originalmente solicitado, el respectivo gobierno regional deberá realizarla en el plazo fijado para tal efecto, ajustándose a los términos indicados por la Comisión, la que deberá pronunciarse nuevamente al respecto.


g) Si el informe de la Comisión es favorable a la transferencia, se requerirá aprobación por la mayoría de los miembros en ejercicio del respectivo consejo regional respecto a las condiciones fijadas por aquélla para realizar la transferencia. En caso de no existir aprobación, el proceso se entenderá terminado sin que proceda la transferencia.


h) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal e) y la aprobación del respectivo consejo regional, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo según la competencia que se transfiere.


i) El decreto señalado en el literal anterior deberá contener las competencias y recursos humanos, físicos y financieros, entre otros, que se transfieren y la modalidad en que se materializará dicha transferencia conforme al artículo 21 quáter de la presente ley; la mención de si es a plazo fijo o indefinido; las condiciones que se exigirán al gobierno regional para materializar la transferencia de competencias y las condiciones con que el gobierno regional deberá ejercer las atribuciones transferidas; la forma en que se hará el seguimiento de la transferencia efectuada; y, en general, todas las demás materias necesarias para asegurar un adecuado ejercicio de las competencias transferidas en el nivel regional. 


j) En el caso de una transferencia a plazo fijo, la cual no podrá tener una duración inferior a un año, la Comisión deberá evaluar su continuidad, para lo cual emitirá un informe con tres meses de anticipación al vencimiento del plazo establecido. En caso de informe favorable o a falta de informe, se entenderá que la transferencia se renueva automáticamente por igual periodo por el cual se otorgó. En caso de informe desfavorable, se procederá con la revocación en los términos del artículo siguiente.”.


-Ha incorporado el siguiente artículo 21 sexies:


“Artículo 21 sexies.- La transferencia de competencias a plazo indefinido o a plazo fijo podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos, la falta de coherencia con las políticas nacionales en la materia transferida o la no aplicación de éstas en el ejercicio de las competencias, y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Dicha revocación podrá originarse de oficio por el Presidente de la República o a solicitud del respectivo gobierno regional con los mismos requisitos con que se solicitó la transferencia.


La revocación será resuelta por el Presidente de la República mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que será suscrito por el Ministro de Hacienda y el ministro sectorial que corresponda, según la competencia cuya transferencia se revoca, previo informe de la comisión contemplada en la letra b) del artículo precedente. Dicho decreto deberá expedirse a más tardar el 30 de junio y entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a su dictación.”.

N°11)


-Ha pasado a ser 12), sin modificaciones.

N°12)


-Lo ha rechazado.

N°13)


-Lo ha aprobado con las siguientes enmiendas:

Letra a), nueva

-Ha incorporado la siguiente letra a), nueva:


“a) Agrégase en la letra a), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para ello deberá utilizar, entre otros, criterios orientados a reducir la pobreza, fomentar la creación de empleos y todos aquellos que estén destinados a promover el desarrollo de los habitantes de la región;”.

Letra a)


-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.

Letra b)


-La ha rechazado.

Letra c)


-La ha rechazado.

Letra d)


-Ha pasado a ser c), sustituida por la siguiente:


“c) Reemplázase la letra l) por la siguiente:


“l) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, y que dependan o se relacionen con el gobierno regional respectivo, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como respecto de aquellas que sean propias de la competencia del gobierno regional;”.”.

Letra e)


-Ha pasado a ser d), reemplazada por la siguiente:


“d) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, el plan regional de ordenamiento territorial. Asimismo, y de la misma forma, deberá promulgar los planes reguladores metropolitanos e intercomunales, comunales y seccionales y los planos de detalle de planes reguladores intercomunales conforme a las normas del decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones;”.

Letra f)


-Ha pasado a ser e), sustituida por la siguiente:


“e) Sustitúyese en la letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.

Letra nueva, que pasa a ser f)


-Ha incorporado la siguiente letra f) en el número en referencia:


“f) Incorpóranse las siguientes letras s), t), u) y v), pasando la actual s) a ser w):


“s) Solicitar al Presidente de la República, previo acuerdo del consejo regional, la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;


t) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;


u) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social de acuerdo a criterios objetivos, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;


v) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71, y”.

N°14)


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“14) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- El consejo regional podrá aprobar, modificar, sustituir o rechazar los proyectos y proposiciones que les presente el intendente para efectos de ejercer las atribuciones señaladas en las letras b), c), d), e), s), t), u) y v) del artículo anterior, y su pronunciamiento deberá emitirse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que sea convocado para tales efectos y proporcionados los antecedentes correspondientes.”.”.

N°15)


-Lo ha sustituido por el siguiente:


15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 26:


a) Sustitúyese la expresión “a lo menos una vez al año” por “en el mes de abril de cada año”.


b) Intercálase, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”.


c) Reemplácese la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.


d) Elimínase la expresión “o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”.

N°16)


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“16) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 27:


a) En el inciso segundo:


i) Agrégase, a continuación de la palabra “complementarias” y antes del punto seguido, la expresión “, así como en las contenidas en la presente ley”.


ii) Reemplázase la palabra “tres” por “dos”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional respectivo.


El intendente será el jefe superior de los directores de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, que dependan o se relacionen con el gobierno regional.”.”.

N°17)


-Lo ha rechazado.

N°18)


-Ha pasado a ser 17), sin enmiendas.

N°19)


-Ha pasado a ser 18), reemplazado por el siguiente:


“18) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 33.


a) Reemplázase la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales” por “regionales y comunales de organizaciones de la sociedad civil”.


b) Sustitúyese la frase “, con los de los secretarios ministeriales y los de directores de servicios regionales” por “, con los cargos de secretarios regionales ministeriales y de directores regionales de servicios públicos”.”.

Número nuevo, que pasa a ser 19)


-Ha agregado el siguiente número nuevo, que pasa a ser 19):


“19) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 35:


“Tampoco podrá adjudicarse trabajos, obras, o ningún tipo de estudios o consultorías, por sí o a través de entidades en las que participe directamente o a través de parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, en proyectos o iniciativas que cuenten con financiamiento del Gobierno Regional.”.

N°20)


-Lo ha aprobado con las siguientes enmiendas:

Letra a)


-Ha reemplazado el literal i) por el siguiente:


“i) Agrégase el siguiente párrafo primero en la letra c) del artículo 36, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, previo informe favorable de las secretarías regionales ministeriales correspondientes a los ministerios que conforman la comisión establecida en el inciso quinto del literal a) del artículo 17.”.”.

Letra b)


-La ha rechazado.

Letra c)


-Ha pasado a ser b), sin enmiendas.

Letra d)


-Ha pasado a ser c), reemplazando el párrafo primero de la letra g) por el siguiente:


“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan o que ejerzan competencias propias del gobierno regional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

Letra e)


-Ha pasado a ser d), reemplazando la nueva letra h) propuesta por la siguiente:


“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones. Asimismo, podrán con igual acuerdo requerir información de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos, en las materias de su competencia, las que deberán responder dentro del plazo de treinta días;”.

Letras f) y g)


-Han pasado a ser letras e) y f), respectivamente, sin enmiendas.

Letra h)


-Ha pasado a ser letra g), con las siguientes modificaciones:


-Ha reemplazado en la nueva letra ñ) el punto y coma por una coma y agregado la siguiente frase: “para los efectos de lo dispuesto en el artículo 24 letra u);”.


-Ha agregado en la nueva letra p), después de la expresión “artículo 73”, la siguiente: “, y de su ejecución en forma trimestral”.


-Ha reemplazado en la nueva letra q) la expresión “, y” por “del Título Segundo de la presente ley;”.

Letra nueva, que pasa a ser h)


-Ha incorporado la siguiente letra h) en el número en referencia:


“h) Agréganse las siguientes letras s) y t) en el artículo 36:


“s) Proponer el proyecto de zonificación del borde costero de la región, a través del intendente, así como las eventuales modificaciones a la zonificación vigente, en conformidad a lo dispuesto en el literal i) del artículo 17 de la presente ley;


t) Mandatar al intendente, previo acuerdo de la mayoría de los miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada negativamente por acciones u omisiones de aquéllos.”.

Letra i)


-Ha reemplazado en el nuevo inciso segundo propuesto del artículo 36 la frase “los literales c), m), n), ñ), o) y q)” por “los literales c), l), m), n), ñ), p) y q)”.

N°21)


-Ha rechazado la letra c) y el inciso segundo del artículo 36 bis, incluyendo los literales i) y ii).

N°22)


-Lo ha rechazado.

N°23)


-Ha pasado a ser 22), sustituido por el siguiente:


“22) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 39:


a) Reemplázase en el inciso quinto la frase “o de uno de sus padres” por “o conviviente, de un hermano y de sus padres”.


b) Intercálase en el inciso sexto, entre la palabra “consejo” y el punto aparte, la siguiente frase: “, ni de las consejeras o consejeros regionales que, conforme a la ley, estén haciendo uso de los períodos de pre y post natal”.

N°24)


-Lo ha rechazado.

N°25)


-Ha pasado a ser 23), reemplazando la expresión “literales c) y f) del artículo precedente”, por “literales e) y f) del artículo precedente”.

N°26)


-Ha pasado a ser 24), reemplazado por el siguiente:


“24) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 43 la oración “El consejo regional designará a un secretario ejecutivo que será, además, su ministro de fe” por la siguiente: “El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, el que se desempeñará como su ministro de fe”.

N°27)

-Ha pasado a ser 25), intercalando en el inciso primero del artículo 43 bis, entre la palabra “región” y el punto aparte la frase “, lo que quedará consignado en un programa presupuestario regional”.

Nos 28) a 33)


-Han pasado a ser 26) a 31), respectivamente, sin enmiendas.

N°34)


-Ha pasado a ser 32), con las siguientes modificaciones:


-Ha agregado en el texto sustitutivo de la letra a), entre la palabra “nacionales” y el punto y coma, la siguiente frase: “, considerando la diversidad territorial y cultural de la región”.


-Ha reemplazado en el nuevo texto de la letra b) la frase “se enmarquen dentro de” por “sean coherentes con”.


-Ha eliminado en el texto sustitutivo de la letra f) la expresión “inciso segundo del”.

N°35)


-Ha pasado a ser 33), sin enmiendas.

N°36)


-Ha pasado a ser 34), sin modificaciones.

N°37)


-Lo ha reemplazado por el siguiente, que pasa a ser 35):


“35) Sustitúyese el artículo 68 por los siguientes:


“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:


a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, incluido el Plan Regional de Ordenamiento Territorial, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran.


b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el o los proyectos de presupuestos de inversión del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional.


c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.


d) Una División de Fomento e Industria, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, destinados a estimular el desarrollo de la innovación y de nuevas capacidades empresariales, facilitando la incorporación de las nuevas tecnologías que propendan a favorecer el crecimiento sostenido, integrado y sustentable de la región respectiva, proponiendo y promoviendo instrumentos de fomento productivo.


Cada gobierno regional tendrá un Comité Regional de Innovación y Desarrollo, el que podrá ser constituido con participación ad-honorem de integrantes de los sectores público y privado. Un reglamento del Ministerio de Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, establecerá las normas relativas a su integración y las modalidades de funcionamiento, así como las demás necesarias para su ordenado funcionamiento.


El precitado Comité asesorará al gobierno regional en la identificación y formulación de las políticas y acciones que fortalezcan la innovación en la región, teniendo entre sus áreas de competencia aquellas que se encuentren relacionadas, entre otras, con la ciencia, el capital humano y la innovación, así como la transferencia y difusión de tecnologías vinculadas a la innovación regionales. Este Comité elaborará una estrategia regional de innovación, así como las medidas y orientaciones de mediano y largo plazo en dicho ámbito para el desarrollo en la región.


A dicho efecto, deberá tener en cuenta el componente regional de la Estrategia Nacional de Innovación fijada por el Consejo Nacional de Innovación para el Desarrollo.


Los recursos contemplados en el Fondo de Innovación para la Competitividad a nivel regional deberán ser invertidos en el financiamiento de convenios con servicios públicos nacionales o regionales, o con universidades, con la finalidad de ejecutar programas, estudios o investigación en materias de innovación, emprendimiento, ciencia y tecnología.


e) Una División de Infraestructura y Transportes, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, obras de infraestructura y equipamiento regional, y gestión de transporte.


f) Una División de Desarrollo Social y Humano, encargada de proponer y promover planes y programas de alcance regional, conducentes a la igualdad de derechos y oportunidades y la cohesión social.


Estas tres últimas divisiones deberán coordinar el accionar de los servicios públicos regionales que dependan o se relacionen con el gobierno regional.


Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público, conforme al inciso siguiente. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.


Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, para lo cual serán aplicables, en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que considerará las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.


Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.

N°38)


-Ha pasado a ser 36), reemplazado por el siguiente:


“36) Incorpóranse el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter, que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional


Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refiere el artículo 68.


El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente y requerirá contar con un título profesional de, a lo menos, ocho semestres y un mínimo de cinco años de experiencia profesional, sin perjuicio que rijan además a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.

N°37), nuevo


-Ha agregado el siguiente numeral 37) nuevo:


“37) Agrégase el siguiente artículo 68 quáter:


“Artículo 68 quáter.- El gobierno regional contará con una unidad de control, la que realizará la auditoría operativa interna del gobierno regional, con el objeto de fiscalizar la legalidad de sus actuaciones y controlar su ejecución financiera y presupuestaria.


Dicha unidad dependerá del intendente y colaborará directamente con el Consejo Regional en su función de fiscalización. La unidad de control emitirá informes trimestrales acerca del estado de avance del ejercicio presupuestario del gobierno regional, sobre el flujo de gastos comprometidos para el año presupuestario en curso y ejercicios presupuestarios posteriores, y respecto de los motivos por los cuales no fueron adjudicadas licitaciones públicas de relevancia regional. Del mismo modo, la unidad de control deberá dar respuesta por escrito a las consultas y peticiones que sean patrocinadas por, a lo menos, un tercio de los consejeros presentes en la sesión en que se trate dicha consulta o petición, y podrá asesorar al consejo en la definición y evaluación de las auditorías externas que se decida contratar, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 bis, letra b).


La unidad de control deberá informar al intendente y al consejo regional sobre las reclamaciones de terceros que hayan sido contratados por el gobierno regional para la adquisición de activos no financieros o la ejecución de iniciativas de inversión dentro de la región, o de servicios públicos o instituciones receptoras de transferencias establecidas en convenios con el gobierno regional.


La unidad de control deberá representar al intendente los actos del gobierno regional que estime ilegales. Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los mencionados actos ilegales. Si el intendente no tomare las medidas administrativas necesarias para enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República.


El cargo de jefe de la unidad de control se proveerá mediante concurso de oposición y antecedentes. Una vez que el cargo quede vacante, dentro del plazo máximo de tres meses, se deberá llamar a concurso. Las bases del concurso y el nombramiento del funcionario deberán ser aprobados por la mayoría del consejo regional, previa propuesta del intendente. A dicho cargo podrán postular profesionales del área de la auditoría, o de alguna acorde con la función, o con especialidad en la materia. El jefe de esta unidad sólo podrá ser removido en virtud de causales de cese de funciones aplicables a los funcionarios públicos. En caso de incumplimiento de sus funciones, en especial aquellas que dicen relación con la información presupuestaria y de flujos comprometidos que debe entregar trimestralmente, el sumario deberá ser instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del consejo regional.


El jefe de la unidad de control deberá dar cuenta al consejo regional, trimestralmente, sobre el cumplimiento de sus funciones. Una vez hecha dicha presentación al consejo, esta deberá ser publicada por el gobierno regional en su correspondiente página web.”.”.

N°39)


-Ha pasado a ser 38), sin enmiendas.

N°40)


-Ha pasado a ser 39), sin enmiendas.

N°41)


-Ha pasado a ser 40), con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázase la letra b) del artículo 73 por la siguiente:


“b) Un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región, incluidos los que se perciban por el gobierno regional conforme a lo dispuesto por el N°20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República; así como los ingresos provenientes de las transferencias del artículo cuarto transitorio de la ley Nº20.378, que Crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros y de las transferencias definidas en la ley de Presupuestos del Sector Público.”.


-Ha rechazado la letra b).


-Ha rechazado la letra c).


-Ha sustituido en la letra d) la oración final propuesta por la siguiente: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación contemplados en los artículos 81 y 81 bis.”.

N°42)


-Lo ha rechazado.

N°43)


-Ha pasado a ser 41), sin modificaciones.

N°44)


-Ha rechazado la letra b) del N°44), que ha pasado a ser 42), pasando las letras c) y d) a ser b) y c), respectivamente.

N°45)


-Ha pasado a ser 43), reemplazando los artículos 81 bis y 81 ter por los siguientes:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, a través de sus directores regionales, debidamente facultados, de carácter anual o plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de iniciativas de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Artículo 81 ter.- En el caso que el gobierno regional recurra a algún organismo del Estado para que actúe en calidad de unidad técnica, suscribiendo convenios mandatos en los términos que indica el artículo 16 de la ley N°18.091, la responsabilidad principal de fiscalización corresponderá a la unidad técnica mandatada.”.

N°44), nuevo


“44) Intercálanse en el inciso primero del artículo 100, a continuación de la expresión “podrán asociarse”, las palabras “entre ellos”.”.

N°45), nuevo


“45) Agrégase a continuación del artículo 104, el siguiente Capítulo VIII del Título Segundo y los artículos 104 bis, 104 ter, 104 quáter, 104 quinquies, 104 sexies y 104 septies:

“Capítulo VIII

De la Administración de las Áreas Metropolitanas.


Artículo 104 bis.- En cada región podrán constituirse una o más áreas metropolitanas, que serán administradas por el gobierno regional respectivo.


Para efectos de la presente ley, se entenderá por “Área Metropolitana” la extensión territorial formada por dos o más comunas de una misma región, unidas entre sí por espacios construidos que comparten la utilización de diversos elementos de infraestructura y servicios urbanos y que, en su conjunto, superen los doscientos cincuenta mil habitantes.


Un reglamento emitido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito también por los Ministros de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Obras Públicas, de Medio Ambiente y de Hacienda, fijará, principalmente, los estándares mínimos para el establecimiento de las áreas metropolitanas, singularizando y especificando los requerimientos de espacio territorial, utilización conjunta de infraestructura, servicios y equipamiento.


Para la administración de las áreas metropolitanas, el respectivo gobierno regional consultará sus decisiones a un comité consultivo compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes de dicha área metropolitana. Ese comité consultivo será presidido por el intendente, y deberá ser convocado por éste al menos una vez cada semestre, a fin de conocer la situación de la administración del área metropolitana, y para que los respectivos alcaldes formulen propuestas sobre su administración. Los acuerdos y proposiciones que formule este comité serán aprobados por la mayoría de los votos de los alcaldes.


La asistencia a este comité consultivo será obligatoria para los alcaldes de las comunas que conforman el área metropolitana. En caso de que no pudieren asistir, podrán designar a un funcionario del respectivo municipio para que asista en su lugar. La asistencia al comité consultivo no dará derecho a dieta.


Un reglamento regional, emitido por el gobierno regional, regulará la forma de convocatoria y el funcionamiento de dicho comité, entre otras materias.


Artículo 104 ter.- En cada gobierno regional que tenga bajo su administración una o más áreas metropolitanas existirá un departamento de áreas metropolitanas, el cual apoyará al intendente en la gestión de las mismas.


El departamento de áreas metropolitanas colaborará con el intendente regional en las siguientes funciones:


a) La coordinación e interacción del gobierno regional con los órganos administrativos de la administración central.


b) La coordinación de los planes a los cuales hace referencia el artículo 104 quinquies, emitiendo un informe respecto a dicha materia.


c) Actuar como secretaría ejecutiva del comité consultivo de alcaldes.


Artículo 104 quáter.- Las áreas metropolitanas se constituirán de oficio o a solicitud de los gobiernos regionales, a través de decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda y los ministros respectivos según las competencias que se otorguen. En caso que la constitución se origine por solicitud de un gobierno regional, ésta se tramitará en la forma señalada en el párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, y deberá especificar, junto al fundamento de su constitución, las comunas que la constituirían, el número de habitantes que la integrarían y una descripción de los espacios comunes que formarían parte de ella.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2º del Capítulo II del Título Segundo de esta ley, cuando la constitución de un área metropolitana se realice de oficio, el respectivo decreto supremo deberá especificar, conforme al artículo 114 de la Constitución Política de la República, las competencias que le serán transferidas a los gobiernos regionales, a plazo fijo o indefinido, en las áreas de transporte, inversiones en vivienda, medio ambiente y obras públicas, que sean indispensables para la efectiva administración del área que se constituye. Los recursos que se entreguen en virtud de las competencias transferidas sólo podrán destinarse al área metropolitana administrada.


Artículo 104 quinquies.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en aquellas regiones en las cuales se decrete una o más áreas metropolitanas, el intendente deberá proponer al respectivo consejo regional, previa consulta al comité consultivo de los alcaldes de las comunas que las integren, la aprobación de los siguientes instrumentos de planificación y medidas para dichas áreas:


a) El plan maestro de transporte urbano metropolitano y sus modificaciones, que remitirá la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.


b) El sentido del tránsito vehicular de las vías urbanas definidas como intercomunales, en coordinación con la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.


c) El plan regulador metropolitano o intercomunal, según sea el caso, y sus modificaciones, que elaborará la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo conforme dispone el decreto con fuerza de ley Nº458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, ley General de Urbanismo y Construcciones.


d) El Plan intercomunal de inversiones en infraestructura de movilidad y espacio público y sus modificaciones, que elaborarán las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo a lo establecido en la ley General de Urbanismo y Construcciones.


e) La operación directa de la recolección, transporte y,o disposición final de los residuos sólidos domiciliarios, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Salud y de Medio Ambiente, y de acuerdo a lo señalado en la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior.


El intendente y las secretarías regionales ministeriales velarán por la debida coordinación y correspondencia entre los planes señalados en los literales a), c) y d). Tanto éstos como sus modificaciones deberán incluir un informe del Departamento de Áreas Metropolitanas sobre su consistencia con los demás planes mencionados.


El consejo regional deberá pronunciarse sobre las propuestas del inciso primero, dentro de los noventa días posteriores a su recepción, debiendo el pronunciamiento de cada uno de los instrumentos o medidas referirse íntegramente a aquel, y no a una parcialidad. De no haber pronunciamiento dentro del mencionado plazo, se entenderán aprobadas las propuestas. La promulgación corresponderá al intendente, actuando como órgano ejecutivo del gobierno regional. En caso de rechazar las propuestas de los mencionados instrumentos, el consejo lo deberá realizar fundadamente indicando cuáles son sus reparos.


Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de las competencias que la presente ley u otras le entreguen directamente a los gobiernos regionales, con carácter exclusivo o concurrente con otros órganos de la Administración del Estado.


Artículo 104 sexies.- En forma previa a la aprobación de los planes de prevención o de descontaminación que involucren un área metropolitana, el Ministerio del Medio Ambiente deberá requerir la opinión del gobierno regional.

Artículo 104 septies.- A solicitud del gobierno regional, la Dirección de Presupuestos podrá crear un programa presupuestario denominado Fondo de Inversión Metropolitana cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional.”.”.

N°47), nuevo


-Ha intercalado el siguiente número 47):


“47) Suprímese el artículo 109.”.

N°48), nuevo


-Ha intercalado el siguiente número 48):


“48) Suprímese el artículo 110.”.

Artículo 3°, nuevo


-Ha intercalado el siguiente artículo 3°, nuevo:


“Artículo 3º.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 75 de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la siguiente frase antes del punto aparte: “, con la excepción de los gobiernos regionales, los que deberán constituir consejos de la sociedad civil según las normas de este título, u otras instancias de participación ciudadana.”.”.

Artículo 3°


-Lo ha rechazado.

Artículo 4°


-Lo ha aprobado, con las siguientes enmiendas:

N°1, nuevo


-Ha incorporado el siguiente número 1), nuevo:


“1) Reemplázase la letra f) del artículo 3° por la siguiente:


“f) El aseo y ornato de la comuna. Respecto a los residuos domiciliarios, su recolección, transporte y disposición final corresponderá a las municipalidades, salvo en el caso de los gobiernos regionales metropolitanos que lo asuman en forma directa, para lo cual se le transferirán los recursos correspondientes a los derechos de aseo cobrados por las respectivas municipalidades. Sin perjuicio de lo anterior, los gobiernos regionales podrán realizar, en caso de que no exista acuerdo entre las municipalidades de la región o que éstas por alguna razón calificada no puedan asumirla directamente, la disposición final de residuos sólidos domiciliarios, con las respectivas autorizaciones de las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, de Medio Ambiente y de Salud. En los casos en que un gobierno regional asuma estas tareas, las municipalidades deberán transferir al respectivo gobierno regional el proporcional correspondiente para cubrir la disposición final de los residuos, respecto de los derechos de aseo cobrados, según se determine en acuerdo firmado entre los involucrados o, a falta de este acuerdo, por el Presidente de la República, mediante decreto supremo dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.”.”.

N°1, que pasa a ser 2)


-Ha incorporado las siguientes enmiendas en el N°1), que ha pasado a ser 2):


i) En el artículo 8° bis:


-Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 8º bis.- Los gobiernos regionales podrán celebrar convenios formales de carácter anual o plurianual de programación de inversión pública con municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.”.


-Ha sustituido su inciso tercero por el siguiente:


“Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que se disponen a realizar dentro de un plazo determinado. Para lo anterior, deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos.”.


-Ha reemplazado en su inciso cuarto la expresión “nacionales o regionales,” por “nacionales, regionales o locales,”.


ii) Ha reemplazado en el artículo 8° ter la expresión “de carácter plurianual,” por “de carácter anual o plurianual,”.

N°2)


Ha pasado a ser 3), sin enmiendas.

Artículos 6°, 7°, 8° y 9°, nuevos


-Ha agregado los siguientes artículos 6°, 7°, 8° y 9°:


“Artículo 6°.- Créanse en las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley N°19.379, los cargos que a continuación se indican:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA
	
	

	ADMINISTRADOR REGIONAL
	3°
	1

	JEFES DE DIVISIÓN
	4°
	3

	JEFE UNIDAD DE CONTROL
	5°
	1

	PROFESIONALES
	
	

	PROFESIONAL
	5°
	3

	PROFESIONAL
	6°
	3

	PROFESIONAL
	7°
	3



Artículo 7°.- Créanse en las plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, establecidas en la ley Nº19.379, los cargos que a continuación se indican, sujeto a la dictación de los respectivos decretos supremos que constituyan las áreas metropolitanas:

	Planta/Cargos
	Grado
	N° de cargos

	DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N°29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA
	
	

	JEFE DEPARTAMENTO DE ÁREAS METROPOLITANAS
	5°
	1

	PROFESIONAL
	6°
	1

	PROFESIONAL
	7°
	2



Los cargos señalados se ejercerán en la división indicada en la letra a) del artículo 68 de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Artículo 8°.- Las distintas regiones del país en que se divide el territorio nacional, para el gobierno y administración interior del Estado, se denominarán de la siguiente forma:


Región de Arica y Parinacota.


Región de Tarapacá.


Región de Antofagasta.


Región de Atacama.


Región de Coquimbo.


Región de Valparaíso.


Región Metropolitana de Santiago.


Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.


Región del Maule.


Región del Biobío.


Región de La Araucanía.


Región de Los Ríos.


Región de Los Lagos.


Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.


Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.


Todas las referencias que las leyes, reglamentos, decretos o cualesquiera normas o actos administrativos, hagan a las regiones del país de conformidad con sus actuales denominaciones e identificaciones, se entenderán hechas, a partir de la vigencia de esta ley, al nombre que para cada una de ellas se indica en el presente cuerpo legal.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, un decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, establecerá las abreviaturas mediante las cuales podrá identificarse de forma simplificada a las regiones del país.


Artículo 9°.- Derógase el decreto ley Nº2.339, de 1978, que otorga denominación a la Región Metropolitana y a las Regiones del país, en la forma que indica.”.

Artículos transitorios

Artículo primero


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo primero.- Los planes regionales de desarrollo urbano y los planes regionales de ordenamiento territorial que se encuentren vigentes serán solamente instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial, mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley. Estos últimos sólo podrán aprobarse cuando entren en vigencia la política nacional de ordenamiento territorial y el reglamento establecidos en el inciso 5° del literal a) que introduce esta ley al artículo 17 del texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.

Artículo segundo


-Ha sustituido su inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, mantendrán su nombramiento, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.

Artículo tercero


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo tercero.- Las disposiciones de la presente ley, comprendidas en el Capítulo VIII del Título Segundo de la ley Nº19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, entrarán en vigencia el 1 de enero del año siguiente al de publicación del respectivo reglamento a que se refiere el artículo 104 bis de esa ley.”.

Artículo cuarto


-Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos de acuerdo a la letra b) del inciso décimo del presente artículo, las disposiciones que sean necesarias para transferir a los gobiernos regionales, total o parcialmente, la dependencia de uno o más servicios públicos determinados que funcionen a nivel regional y que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, sin solución de continuidad.


Además, podrá crear, suprimir y,o modificar servicios públicos para efectos de la ejecución de competencias descentralizadas. Los servicios públicos que se creen en virtud de esta facultad dependerán de los gobiernos regionales.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá, exclusivamente, modificar las disposiciones orgánicas de los servicios públicos con el objeto de traspasar a los servicios señalados en el inciso anterior, funciones actuales de los organismos públicos, regulando las condiciones de su ejercicio y su relación o vínculo con los ministerios o servicios de origen. Además, podrá modificar, las normas legales que se estimen necesarias para concordar las competencias descentralizadas.


Los servicios que se creen en virtud del inciso segundo de este artículo, se regirán por las mismas normas laborales y sistemas de remuneraciones del organismo cuyas competencias se traspasan.


Los servicios que se creen o cuya dependencia se traspase podrán incorporar la facultad de celebrar convenios con los ministerios u otros órganos públicos con el objeto de coordinar la realización de labores conjuntas o compartidas de manera eficaz y eficiente.


También, el Presidente de la República, en el ejercicio de esta facultad, podrá fijar las plantas de personal de los servicios públicos que dependerán de los gobiernos regionales. Además, podrá modificar las plantas de personal de los servicios públicos que transfieren competencias. Para ello, podrá determinar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de dichas plantas y, en especial, podrá determinar los grados y niveles de remuneración que se asignen a dichas plantas, dependiendo del sistema de remuneraciones que se fijen en cada servicio; el número de cargos para cada grado y planta; podrá también determinar la creación, transformación, supresión de cargos, incluyendo la posibilidad de determinar cargos de planta en extinción; determinar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos; sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N°19.882, y los niveles para la aplicación del título VIII de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, según corresponda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1º de la ley N°19.553. Además podrá establecer normas de encasillamiento en las plantas que fije.


Las reestructuraciones de las entidades que se produzcan con motivo del ejercicio de las atribuciones señaladas en los incisos primero y segundo del presente artículo, que signifiquen un aumento o disminución de sus cargos de plantas, facultarán para traspasar funcionarios y recursos que se liberen por este hecho, de una institución a otra, resguardándose los principios de estabilidad funcionaria y mejoramiento de la gestión de servicios. Los traspasos de personal que se dispongan estarán sujetos a las restricciones que se señalan en el inciso undécimo de este artículo.


El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Además, podrá establecer y,o modificar la dotación máxima de personal de las instituciones antedichas.


Asimismo, el Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes en el ejercicio de estas facultades.


El ejercicio de esta facultad se sujetará a las siguientes formalidades:


a) En forma previa a la dictación de los respectivos decretos con fuerza de ley deberá emitirse un informe favorable referido al ejercicio de las atribuciones que trata este artículo, realizado por una comisión integrada por un representante del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del respectivo ministerio y del director nacional del servicio, en su caso, cuyas competencias y recursos se pretendan transferir; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


b) Cada decreto con fuerza de ley será expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y será suscrito también por el Ministro de Hacienda y por el ministro sectorial del que dependa o con el que se relacione el servicio público cuyas competencias y recursos son traspasados.


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


1) Los traspasos de personal no podrán tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento.


2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, se reajustará conforme al reajuste general antes indicado.


3) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


4) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


5) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar del nuevo servicio, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al de su actual institución.


6) Los funcionarios de planta y a contrata del actual servicio, que sean traspasados, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios del señalado servicio. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que el nuevo servicio haya constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que fije la planta, cesará, por el solo ministerio de la ley, la afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.

Artículo quinto transitorio, nuevo


-Ha intercalado el siguiente artículo transitorio nuevo, que pasa a ser quinto:


“Artículo quinto.- Las modificaciones incorporadas en los artículos 24, letra d), y 36, letra e), de la ley N°19.175, regirán a contar de la fecha de asunción de los intendentes elegidos mediante votación directa.”.

Artículo quinto


-Ha reemplazado el artículo quinto transitorio, que pasa a ser sexto, por el siguiente:


“Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

- - -


El Presidente informa que el Comité Partido Unión Demócrata Independiente ha solicitado segunda discusión del proyecto.

- - -


Enseguida en la primera discusión ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Harboe, Bianchi y Prokurica, señora Von Baer, señores Walker, Ignacio; De Urresti, Tuma; Walker, Patricio; Lagos y Guillier, señora Allende y señores Larraín, Quintana, Chahuán, Coloma, Horvath, García Huidobro y Montes.


Interviene también el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre.

- - -


Durante el debate, y con la anuencia de la Sala, asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Eugenio Tuma.

- - -


El Presidente declara concluida la primera discusión del proyecto.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este proyecto de ley.

- - -

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Goic y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Espina, García, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Quintana, Rossi, Tuma y Zaldívar, para formular observaciones ante el Tribunal Constitucional, con el objeto de que sean consideradas en la resolución de los recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, deducidos en contra el artículo 196 ter de la Ley de Tránsito.

(Boletín N° S 1.934-12).


El Presidente, con la anuencia de la Sala, pone en votación el proyecto de acuerdo de la referencia.


El Secretario General informa del contenido del proyecto de acuerdo.


El resultado es de 18 votos a favor.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Bianchi, De Urresti, García, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana; Walker, Patricio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobado el proyecto de acuerdo.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de voto a favor los Honorables Senadores señores Chahuán y Guillier.
- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


"Hacer llegar al Excmo. Tribunal Constitucional las observaciones consignadas en el proyecto de acuerdo, de autoría de los mencionados Honorables Senadores, correspondiente al Boletín N° S 1.934-12, que se adjunta, a fin de que ellas sean consideradas en los sucesivos recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que ese Alto Órgano conozca respecto del artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito".
- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, De Urresti, Espina, García, Harboe, Horvath, Matta, Navarro y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 18ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 31 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurre también el Subsecretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señor Mario Labbé y señor José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -


Con la anuencia de la Sala se autoriza el ingreso del Subsecretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país.

(Boletín Nº 7.963-06)


El Presidente pone en segunda discusión el proyecto de la referencia.

El Secretario General recuerda que en caso de que la Sala resolviera aprobar las modificaciones propuestas por la Cámara, que recaen en los artículos 1°; 3°, nuevo; 4°, y 6° a 9°, nuevos, permanentes, y en los transitorios primero a cuarto, se requerirían 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Larraín, Zaldívar, Araya y Navarro.

- - -

El Honorable Senador señor Moreira pone en conocimiento de la Sala que no votará en las sesiones de hoy por encontrarse pareado con el Honorable Senador señor Quinteros.

- - -

El Honorable Senador señor Pizarro, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, solicita la clausura del debate de conformidad al artículo 142 del Reglamento del Senado.

- - -

El Presidente pone en votación la clausura del debate.


El resultado es de 15 votos a favor, 13 en contra, 1 abstención y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Bianchi, Girardi, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Rossi; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.


Se abstiene el Honorable Senador señor Chahuán.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -

Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Bianchi.

Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Larraín.

- - -

El Presidente declara clausurado el debate y enseguida señala que ha terminado la presente sesión extraordinaria.

- - -

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 19ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 31 DE MAYO DE 2017


Presidencia del titular Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurre también el Subsecretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -


Con la anuencia de la Sala se autoriza el ingreso del Subsecretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ambas ordinarias, de los días 16 y 17 de mayo, respectivamente; que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Mensajes

Dieciséis de S.E. la Presidenta de la República


Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) El que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


3) El que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


4) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín           N° 9.689-21).


5) El que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


6) El que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (Boletín N° 10.063-21).


7) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


8) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


9) El que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (Boletín N° 10.314 -06).


10) El que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03).


11) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


12) El que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N° 10.545-08).


13) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (Boletín N° 10.623-02).


14) El que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


15) El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


16) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín            N° 11.120-05)


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de la decisión de excluir de la ayuda proporcionada por camiones aljibe financiados por esa repartición a los sectores abastecidos por los sistemas de agua potable rural.


Remite respuesta acerca de la situación que afecta a los mineros de la mina Santa Ana, en Curanilahue; solicitud expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Adjunta respuesta a requerimiento, enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para que el Ejecutivo haga presente la urgencia en el despacho de las iniciativas legales individualizadas, relativas a incendios forestales. 

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a la mortalidad de las abejas causadas por enfermedades y uso de pesticidas.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre diversas materias relacionadas a los incendios forestales que afectaron a la zona centro sur del país.

Del señor Superintendente de Pensiones


Informa sobre descuentos previsionales realizados a ciudadanos extranjeros habilitados para trabajar en nuestro país; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Guillier.

Del señor Intendente de la Región de Los Lagos


Da respuesta a petición de información, expresada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la intervención de cuencas compartidas con Argentina en la zona de El Bolsón y valles del Puelo, Cochamó y otros en Chile, con la finalidad de que se aplique el acuerdo regulatorio entre ambos países.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción


Envía información acerca de las observaciones vertidas en la consulta pública realizada con motivo de la elaboración del reglamento que establece normas para la realización de ensayos clínicos con productos farmacéuticos y elementos de uso médico en seres humanos, con el objeto de evaluar los impactos normativos de la ley Nº 20.850; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Girardi.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Remite respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación al informe de fiscalización de la comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, para interpretar el artículo 4° de la ley N° 20.825, que amplía el plazo de cierre para otorgar nuevas concesiones en acuicultura, en lo relativo a la expresión “acuicultura de pequeña escala” (Boletín Nº 11.203-21).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al deportista señor Arley Méndez Pérez (Boletín N° 11.143-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Moreira, García Huidobro, Girardi y Larraín, con la que inician un proyecto de ley para impedir la doble sanción por circular sin dispositivo electrónico (TAG) en los caminos públicos en que opere un sistema electrónico de cobros de tarifas o peajes (Boletín Nº 11.248-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al deportista Arley Méndez Pérez.

(Boletín Nº 11.143-06)

El Presidente pone en discusión, en Fácil Despacho, el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que el objetivo es conceder especialmente esta nacionalidad por gracia al señalado ciudadano cubano señor Méndez.


Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Ossandón, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, dejando constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Méndez, por su destacado aporte y entrega a nuestro país es merecedor de ese reconocimiento.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Prokurica y Letelier.


Puesta en votación por el Presidente el resultado es de 27 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobado el proyecto.

- - -

El trámite del proyecto queda concluido.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Arley Méndez Pérez.”.
- - -
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país.

(Boletín Nº 7.963-06)


El Presidente pone en votación la proposición de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización; de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


El resultado es de 28 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto a favor la Honorable Senador señora Goic. 
- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


A continuación, el Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras. 


Se deja pendiente para la semana siguiente la designación de los miembros que representarán al Senado.

- - -
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género.
(Boletín N° 8.924-07)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 21 de enero de 2014, y en su discusión en particular cuenta con un segundo informe, con un segundo informe complementario y con un nuevo informe complementario de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Añade que la señalada Comisión deja constancia para los efectos reglamentarios de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Agrega que efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, algunas de las cuales fueron aprobadas por unanimidad, aunque la mayor parte se aprobó por mayoría de votos.


Recuerda luego que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.


Hace presente que de las enmiendas aprobadas por mayoría de votos, el inciso segundo del artículo 4° requiere para su aprobación 21 votos favorables, por tratarse de una norma de rango orgánico constitucional.

- - -

Modificaciones propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en su segundo informe, al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

Inciso primero

Letra a)


Sustituir la frase “de su identidad de género” por “de lo que esta ley denomina identidad de género”.

Inciso segundo

Introducir las siguientes modificaciones:


a) Intercalar entre las expresiones “administrativa” y “o judicial” lo siguiente: “público y/o privada,”.


b) Suprimir la frase final:


“, debiendo interpretarse y aplicarse las normas siempre a favor del acceso del mismo”.

ARTÍCULO 2°

Sustituirlo por el siguiente:


“ARTÍCULO 2°. DE LA DEFINICIÓN DE LA IDENTIDAD DE GÉNERO. 


Para los efectos de esta ley, se entenderá por identidad de género, la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente respecto de sí misma, la cual puede corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento.


Lo dispuesto en el inciso anterior, podrá o no corresponder con la modificación de la apariencia o de la función corporal a través de tratamientos médicos, quirúrgicos u otros análogos, siempre que la misma sea libremente escogida. Así como otras expresiones de género tales como la vestimenta, el modo de hablar y los modales.”.

ARTÍCULO 3°


Reemplazarlo por el siguiente:


“ARTÍCULO 3°. DE LA SOLICITUD PARA EJERCER EL DERECHO. 


Toda persona podrá obtener, por una sola vez, la rectificación de su nombre y/o sexo con que aparezca individualizada en su partida de nacimiento, en sus documentos de identificación y en cualquier otro instrumento público o privado, cuando éstos no coincidan con su identidad de género.


En el caso de la solicitud presentada por un niño, niña o adolescente, se estará a lo dispuesto en los artículos 7° y 8°.


La copia de la sentencia que concede la solicitud tendrá el mérito para solicitar a cualquier entidad, pública o privada, la rectificación de los documentos a los que se refiere esta ley.”.

° ° °

Incorporar el siguiente artículo 4°, nuevo:


“ARTÍCULO 4°. TRIBUNAL COMPETENTE.


Será competente para conocer de la gestión a que se refiere la presente ley, el juez con competencia en materias de familia del domicilio del peticionario.”.

° ° °

ARTÍCULO 4°


Consultarlo como artículo 5° con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 5°. DE LOS REQUISITOS PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO.


La solicitud deberá formularse por escrito, ante el tribunal competente y exponer fundadamente los antecedentes que justifican la petición, la rectificación de su partida de nacimiento, el cambio de sexo y/o nombre y de las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o de cualquier otro instrumento con los que esté registrada, en virtud de la presente ley, cuando el sexo y/o nombre registrado no coincidan con su identidad de género. Para ello deberá señalar en su solicitud el género y/o nombre que aparecerán en los documentos rectificados.


Para fundar la presentación y solicitar el cambio de sexo y/o nombre, podrá el solicitante acompañar todos los antecedentes que considere pertinentes. Con todo, no podrá el Tribunal exigir al o la solicitante el uso de medios farmacológicos, psicológicos, psiquiátricos o de tratamientos quirúrgicos, como condición para acceder a la solicitud de la que trata esta ley.


Las personas extranjeras con residencia definitiva en Chile, sólo podrán rectificar su sexo y/o nombre en los documentos oficiales chilenos.


No serán aplicables a la solicitud a que se refiere esta ley, las normas sobre comparecencia en juicio establecidas en la ley N° 18.120, pudiendo actuar personalmente el o la interesada.”.

ARTÍCULO 5°


Suprimirlo

ARTÍCULO 6°


Sustituirlo por el siguiente:


“ARTÍCULO 6°. DE LA TRAMITACIÓN. 


El procedimiento se sujetará, en lo que corresponda, a las disposiciones sobre actos judiciales no contenciosos del artículo 102 de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia, y, en lo no previsto, por lo que dispone la presente ley.


En caso de que exista fraude de ley, esto es, cuando se pida la rectificación a que se refiere el artículo 3° con el fin de entorpecer una investigación criminal o la persecución penal, incumplir obligaciones o con el sólo objetivo de obtener un beneficio pecuniario en razón de su género, deberán acompañarse los antecedentes documentales que acrediten el fraude invocado.


El Tribunal podrá decretar que se oficie a la Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación a fin de que éste informe si la persona solicitante tiene órdenes de detención pendientes u otros antecedentes penales, o para que informe si tiene vínculo matrimonial no disuelto. En mérito de este oficio, dicho Servicio deberá pronunciarse exclusivamente sobre las materias que le sean requeridas por el Tribunal y no deberá emitir opinión sobre los fundamentos de la solicitud ni sugerir la resolución al Tribunal.


En ningún caso podrá el Tribunal decretar de oficio que se realicen exámenes médicos ante el Servicio Médico Legal u otra repartición para formar su convencimiento sobre la solicitud.”.

° ° °

Intercalar los siguientes artículos 7°, 8° y 9°, nuevos:


“ARTÍCULO 7°. DE LA SOLICITUD PRESENTADA POR EL NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE. 


En el caso de los niños, niñas y adolescentes, la solicitud a que se refiere la presente ley podrá ser efectuada personalmente. Asimismo, podrá realizarse a través de sus representantes legales o por quien lo tenga bajo su cuidado, con el expreso consentimiento del niño, niña o adolescente.


Recibida la solicitud, el juez citará al niño, niña o adolescente a una audiencia, dentro de un plazo no mayor a quince días, para que sea oído especialmente en garantía a su interés superior, y le designará un curador ad litem para que vele por su representación e intereses durante el procedimiento. En dicha audiencia, el niño, niña o adolescente ratificará los hechos y fundamentos que consten en la solicitud y manifestará expresamente su consentimiento a través de las vías adecuadas para su edad.


Toda intervención del niño, niña o adolescente deberá sustanciarse en un ambiente adecuado que garantice su salud física y psíquica. Asimismo, la opinión del niño, niña o adolescente siempre será debidamente considerada por el juez, en consonancia con la evolución de sus facultades, y en todo momento se velará por la protección de su interés superior. 


Oído el niño, niña o adolescente y verificados los requisitos establecidos en el artículo 5°, el juez declarará admisible la solicitud y ordenará la comparecencia de los representantes legales, tutor y/o quien tenga bajo su cuidado al niño, niña o adolescente a una audiencia fijada al efecto, dentro de quince días, donde se podrá deducir oposición fundada a la solicitud sólo por dichos intervinientes.


Recibidos los antecedentes, oídos los intervinientes y cumplidas que sean las diligencias de oficio ordenadas por el Tribunal, el juez resolverá fundadamente si acoge o no la solicitud, en el plazo de treinta días. 


La sentencia definitiva, sea que ésta acoja o rechace la solicitud, podrá ser apelada dentro de quinto día, con ambos efectos. Su vista gozará de preferencia.


Una vez firme y ejecutoriada la sentencia que acoge la solicitud, el Tribunal ordenará que se rectifique la partida de nacimiento del peticionario, procediendo al cambio de su sexo y/o de su nombre, oficiando al Director del Servicio de Registro Civil e Identificación a fin que realice las rectificaciones en los términos del artículo 10.”.


“ARTÍCULO 8°. DEL DERECHO DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES A UNA NUEVA RECTIFICACIÓN. 


En el caso que se haga lugar a la solicitud presentada por un niño, niña o adolescente en conformidad a las disposiciones de la presente ley, el o la solicitante podrá, por una sola vez, solicitar personalmente una nueva rectificación desde que haya alcanzado la mayoría de edad, sujetándose a lo estipulado en la presente ley.”.


“ARTÍCULO 9°. DE LA PROHIBICIÓN DE DECRETAR EXÁMENES MÉDICOS AL O LA SOLICITANTE.


Para formar su convencimiento sobre la solicitud, el Tribunal no podrá decretar la realización de exámenes médicos o psicológicos al o la requirente en el Servicio Médico Legal o cualquier otra repartición. Lo anterior rige para todos los casos estipulados en la presente ley.”.

ARTÍCULO 7°


Pasa a ser artículo 10 con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 10. DE LA RECTIFICACIÓN DE LA PARTIDA DE NACIMIENTO Y LOS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN.


Finalizado el procedimiento, el juez con competencia en materias de familia informará de la rectificación a las siguientes instituciones:


1) Servicio Electoral para la corrección del padrón electoral, si correspondiere;


2) Servicio de Impuestos Internos;


3) Tesorería General de la República;


4) Policía de Investigaciones de Chile;


5) Carabineros de Chile;


6) Superintendencia de Salud, a fin de que ésta informe a la Institución de Salud Previsional en la cual cotice el solicitante del cambio de sexo y/o nombre registral, el que deberá ser registrado por dicha institución.


7) Fondo Nacional de Salud, a fin de que éste registre el cambio de sexo y/o nombre registral de la persona solicitante, y


8) A toda otra institución pública o privada que estime pertinente o sea solicitada por el peticionario.


En conjunto con lo anterior, el juez ordenará al Servicio de Registro Civil e Identificación que emita los nuevos documentos de identidad para el peticionario.


Para ello, el Servicio de Registro Civil e Identificación, dentro del plazo de 20 días hábiles contados desde la orden del tribunal, citará a la persona solicitante para que concurra de manera personal a la oficina que le corresponda según su domicilio, para emitir los nuevos documentos de identidad, con una nueva fotografía y firma, los que reemplazarán para todos los efectos legales a los documentos de identidad anteriores. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar al Tribunal, dentro de diez días, de la emisión de los nuevos documentos de identificación. 


Los documentos de identidad anteriores no podrán ser usados, solicitados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna repartición pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13.


En el caso que el solicitante tuviera vínculo matrimonial no disuelto al momento de la dictación de la sentencia, el juez decretará la cancelación de la respectiva inscripción matrimonial, ordenando al Director del Servicio de Registro Civil para que proceda a dicha cancelación. 


La rectificación de la partida de nacimiento y de los documentos de identificación de que trata esta ley, no afectará el número del rol único nacional del peticionario.


Toda información o comunicación entre instituciones, ya sea pública o privadas, deberá ser tratada conforme a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

ARTÍCULO 8°


Pasa a ser artículo 11, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar la conjunción “y” por “y/o”, y la frase “extienda la nueva inscripción” por “se extienda la inscripción rectificada”.

Inciso segundo


Sustituir los vocablos “nueva inscripción” por “rectificación”, y el término “jurídicas” por “patrimoniales”.

Inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“La utilización fraudulenta de los primitivos o de los nuevos nombres será sancionada con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo.”.

ARTÍCULO 9°


Pasa a ser artículo 12, sin enmiendas.

ARTÍCULO 10


Consultarlo como artículo 13, con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 13. DE LA RESERVA DEL PROCEDIMIENTO Y LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DOCUMENTOS RECTIFICADOS. 


El procedimiento seguido ante el juez con competencia en materias de familia tendrá el carácter de reservado, ya sea que el requirente sea un adulto o un niño, niña o adolescente. 


Por otra parte, sólo tendrán acceso al acta de nacimiento y a las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuraran originalmente en los registros oficiales, quienes cuenten con autorización expresa del o la titular, o con orden judicial fundada, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, en los casos en que sea aplicable.”.

ARTÍCULO 11

Inciso primero


Pasa a ser artículo 14, con las siguientes enmiendas:


- Agregar luego de las expresiones “partida de nacimiento y” la siguiente frase “documentos de identificación por”.


- Sustituir la conjunción “y” entre los vocablos “cambio de sexo” y “nombre” por “y/o”.


- Agregar a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.),  el siguiente texto:


“Lo anterior, deberá sujetarse a la cobertura del respectivo sistema de previsión de salud, conforme a lo establecido por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, junto con las garantías de salud consagradas en la ley N° 19.966.”.

° ° °

Agregar el siguiente artículo 15, nuevo:


“ARTÍCULO 15. MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 1792-27 DEL CÓDIGO CIVIL. 


Agréguese el siguiente numeral 7), nuevo, al artículo 1792-27 del decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil; de la ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos; de la ley Nº 16.618, Ley de Menores; de la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, y de la ley Nº 16.271, de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones:


“7) Por disolución del matrimonio en el caso previsto por el numeral 5° del artículo 42 de la Ley de Matrimonio Civil.”.”.

° ° °

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Reemplazar el epígrafe “DISPOSICIÓN TRANSITORIA” por “DISPOSICIONES TRANSITORIAS”.

ARTÍCULO ÚNICO


Pasa a ser ARTÍCULO PRIMERO, con la siguiente enmienda: 


Reemplazar, en su inciso segundo, el guarismo “5°” por “4°”.

° ° °

Agregar el siguiente artículo segundo, nuevo


 “ARTÍCULO SEGUNDO.- La presente ley comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.”.

° ° °

- - -


Modificaciones propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en su segundo informe complementario, al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

° ° °



Incorporar el siguiente Título I, nuevo:

“Título I

Del derecho a la identidad de género”

° ° °

ARTÍCULO 1°


Reemplazar su epígrafe por el siguiente:


“ARTÍCULO 1°. CONCEPTO DE IDENTIDAD DE GÉNERO Y DERECHOS QUE RECONOCE ESTA LEY.”.

° ° °


Incorporar los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:


“Se entenderá por identidad de género la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente respecto de sí misma, la cual puede corresponder o no con el sexo asignado al momento del nacimiento.


Lo dispuesto en el inciso anterior podrá o no involucrar la modificación de la apariencia o de la función corporal a través de tratamientos médicos, quirúrgicos u otros análogos, siempre que sea libremente escogida. Asimismo, podrá o no corresponder a otras expresiones de género, tales como la vestimenta, el modo de hablar y los modales.”.

° ° °

Inciso primero


Ha pasado a ser tercero con las siguientes enmiendas:


Sustituir la frase “Toda persona tiene derecho:” por “Conforme a lo anterior, toda persona tiene derecho:”. 

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Al reconocimiento y protección de lo que esta ley denomina identidad de género.

Letra c)


Intercalar la frase “y privados”, luego de la expresión “instrumentos públicos”.

Inciso segundo


Ha pasado a ser cuarto con el siguiente texto:


“Toda norma o procedimiento de naturaleza administrativa público y/o privada, o judicial deberá respetar el derecho a la identidad de género de las personas. Ninguna norma o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir, suprimir o imponer requisitos no contemplados para el ejercicio de este derecho.”.

° ° °

Consultar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“No será condición necesaria para el ejercicio de los derechos que emanan del reconocimiento del derecho a la identidad de género haberse sometido a algún tipo de intervención y/o tratamiento modificatorio de la apariencia.”.

° ° °

ARTÍCULO 2°


Suprimirlo.

ARTÍCULO 3°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 2° con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 2°. DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE LAS PERSONAS A SER IDENTIFICADAS CONFORME A SU IDENTIDAD DE GÉNERO. Toda persona podrá obtener, por una sola vez, la rectificación del sexo y nombre con que aparezca individualizada en su partida de nacimiento, en sus documentos de identificación y en cualquier otro instrumento público o privado, cuando éstos no coincidan con su identidad de género, con la sola excepción de lo estipulado en el artículo 9° de esta ley.


En el caso de la solicitud presentada por un niño, niña, adolescente o por persona con vínculo matrimonial no disuelto, se estará a lo dispuesto en el Título III de la presente ley.  


La copia de la resolución administrativa o de la sentencia judicial, según sea el caso, que concede la rectificación, será antecedente suficiente para que en su solo mérito cualquier entidad, pública o privada, rectifique los documentos a los que se refiere esta ley.”.

° ° °

Incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:


“ARTÍCULO 3°. DERECHO A INTERVENCIONES QUIRÚRGICAS Y TRATAMIENTOS. Todas las personas podrán, sin necesidad de requerir autorización judicial o administrativa y sin perjuicio de lo que establece esta ley sobre el derecho a solicitar la rectificación que trata, acceder a intervenciones quirúrgicas o a los tratamientos integrales hormonales que deseen para adecuar su cuerpo a su identidad de género, bastando para ello que la persona preste su consentimiento informado, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.584. El ejercicio de este derecho deberá sujetarse a la cobertura del respectivo sistema de previsión de salud, conforme a lo establecido por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, y a las garantías de salud consagradas en la ley N° 19.966.


Las intervenciones quirúrgicas que no sean indispensables, y que se refieran exclusivamente a reasignación sexual por diferencia entre sexo biológico y la identidad de género de una persona, sólo podrán realizarse cuando ésta haya alcanzado la mayoría de edad.


Las atenciones de salud a las que se refieren los incisos anteriores se ejecutarán de conformidad a los protocolos y las orientaciones técnicas de salud dictadas por el Ministerio de Salud, velando por el respeto de los derechos establecidos en la ley N° 20.584.”.

° ° °

ARTÍCULO 4°


Suprimirlo.

ARTÍCULO 5°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 4° con el siguiente texto:

 
“ARTÍCULO 4°. DEL ÓRGANO COMPETENTE PARA CONOCER DE LA SOLICITUD DE RECTIFICACIÓN DE SEXO Y NOMBRE. Será competente para conocer de la solicitud de rectificación de sexo y nombre el Servicio de Registro Civil e Identificación. La solicitud podrá ser presentada ante cualquier oficina del Servicio sin importar cuál sea el domicilio del o la requirente.


En el caso de solicitantes menores de edad, o con vínculo matrimonial no disuelto, será competente el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio del o la requirente. 


En la solicitud deberá señalarse el sexo y el o los nombres de pila que aparecerán rectificados en la partida de nacimiento, así como la petición de rectificar las imágenes y documentos con que se hubiera identificado a la persona ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, cualquiera sea el soporte en que éstos se conserven en dicho Servicio, cuando el sexo y nombre no coincidan con su identidad de género. 


Sin perjuicio de lo anterior, quienes manifiesten la voluntad de no modificar sus nombres de pila podrán mantenerlos registrados. 


Las personas extranjeras con permanencia definitiva en Chile sólo podrán rectificar su sexo y nombre para efectos de la emisión de sus documentos chilenos. Para ello, previamente deberán inscribir su nacimiento en la oficina de Santiago del Servicio de Registro Civil e Identificación.


No serán aplicables a la solicitud a que se refiere esta ley las normas sobre comparecencia en juicio establecidas en la ley N° 18.120, pudiendo actuar personalmente el o la solicitante.”.

° ° °

Intercalar el siguiente título II, nuevo:

“Título II

Del procedimiento general de rectificación”.

° ° °

ARTÍCULO 6°


Suprimirlo.

° ° °

Incorporar el siguiente ARTÍCULO 5°, nuevo:


“ARTÍCULO 5°. DE LA RECTIFICACIÓN DEL SEXO Y NOMBRE SOLICITADA POR MAYOR DE EDAD SIN VÍNCULO MATRIMONIAL. Toda persona mayor de edad, que no tenga vínculo matrimonial vigente, podrá solicitar ante cualquier oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación la rectificación de su partida de nacimiento por motivo de su identidad de género, en el sentido de rectificar el sexo y nombre y también las imágenes con que estuviere identificada en los documentos en poder de dicho Servicio, cualquiera sea el soporte en que éstos se conserven.


Para ello, el Servicio de Registro Civil e Identificación contará con formularios especialmente diseñados para tal efecto.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá verificar la identidad del o la solicitante a través de la cédula de identidad vigente o, en caso que fuere necesario, la huella dactilar o lo previsto en el artículo 92 del decreto con fuerza de ley N° 2128, de 1930. No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación. Asimismo, verificará que no exista vínculo matrimonial vigente. 


En un plazo máximo de cuarenta y cinco días desde presentada la solicitud, el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá dictar la correspondiente orden de servicio, en caso de acoger la solicitud, o la respectiva resolución fundada, que la declara inadmisible o la rechaza. 


En este procedimiento no existirá oposición ni se considerará interesado a alguien distinto al o la solicitante. 


El o la oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación declarará inadmisible la solicitud únicamente cuando quien la formulare fuere menor de edad, debiendo informar al requirente de los procedimientos especiales que se establecen en los artículos 6° y 7° de la presente ley.


Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad, por existir un vínculo matrimonial no disuelto o por haberse efectuado ya en forma previa la rectificación del sexo y nombre de la misma persona, salvo la excepción prevista en el artículo 9° de esta ley. 


Con todo, en caso de rechazo de la solicitud por existencia de vínculo matrimonial no disuelto, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar al o la solicitante del procedimiento especial de terminación del matrimonio, que se establece en el artículo 8° de la presente ley.


En lo no contemplado en esta ley, la tramitación de la solicitud de rectificación de sexo y nombre, se regirá supletoriamente por la ley N° 19.880.”.

° ° °

Intercalar el siguiente título nuevo:

“Título III

De los procedimientos excepcionales”.

° ° °

Incorporar los siguientes ARTÍCULOS 6°, 7°, 8°,  9°, y 10, nuevos:


“ARTÍCULO 6°. DE LA SOLICITUD PRESENTADA POR EL NIÑO O NIÑA. En el caso de los niños o niñas, que son aquellos que no han cumplido los catorce años de edad, la solicitud a que se refiere la presente ley deberá ser presentada ante el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio del o la solicitante, por el padre, madre, representante legal o por quien lo tenga legalmente bajo su cuidado personal. 


Para fundar la solicitud, podrán acompañarse todos los antecedentes que se consideren pertinentes, especialmente los siguientes: 


a) Informe de salud mental del niño o niña, que descarte la presencia de trastornos de personalidad que le estén provocando una convicción errónea sobre su identidad de género. 


b) Informe psicológico o psicosocial que descarte la influencia determinante de la voluntad del padre, madre, representante legal o cuidador que haya o hayan formulado la solicitud, sobre la voluntad expresada por el niño o niña en cuanto a su identidad de género. 


c) Informe que acredite que el niño o niña y su entorno familiar han recibido acompañamiento u orientación especialista por, al menos, un año previo a la solicitud.


Recibida la solicitud, el juez citará al niño o niña a una audiencia dentro de un plazo no mayor a quince días. En esta audiencia el juez oirá al niño o niña, quien deberá ratificar los hechos y fundamentos que consten en la solicitud y manifestar expresamente su voluntad a través de las vías adecuadas para su edad. El juez podrá pronunciarse respecto de la suficiencia de los informes acompañados, y siempre podrá ordenar la realización o reiteración de éstos ante un profesional o institución idóneos. Toda intervención del niño o niña deberá sustanciarse en un ambiente adecuado que aseguren su salud física y psíquica, en condiciones que garanticen su participación voluntaria, privacidad y seguridad, y que permitan controlar la presencia de otras personas. Asimismo, su opinión siempre será debidamente considerada por el juez, en consonancia con la evolución de sus facultades, y en todo momento se velará por la protección de su interés superior.


En el eventual caso que el niño o niña presentare dificultades de comunicación, serán aplicables las reglas contenidas en los artículos 42 y 43 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. 


Oído el niño o niña, conforme a las reglas establecidas en los incisos precedentes, habiéndose o no presentado los informes dispuestos en el inciso segundo, el juez declarará admisible la solicitud y ordenará la comparecencia del solicitante y del padre, madre, representante legal o quien tenga legalmente su cuidado personal que no hubiere concurrido a la solicitud, a una audiencia fijada dentro de un plazo no mayor a quince días. En la resolución que ordene la comparecencia se informará a los citados sobre la posibilidad de presentar oposición fundada, caso en el cual deberán acompañar los medios de prueba que estimen pertinentes, todo dentro de la misma audiencia. Si a la audiencia no compareciere la totalidad de los citados, ésta se suspenderá y se citará para una nueva fecha, bajo el apercibimiento de continuar con el procedimiento sin su intervención.


La oposición podrá ser formulada sólo por el padre, madre, representante legal o quien tenga legalmente su cuidado personal, lo que volverá contencioso el procedimiento, aplicándose supletoriamente las normas de los Títulos I, II y III de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, en lo que no resulte contradictorio con la presente ley.


En caso de no deducirse oposición, el juez actuará conforme a lo previsto en el artículo 102 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. 


En todo caso, el juez siempre ordenará la realización de los informes señalados en el inciso segundo que no se hubiesen acompañado para formar su convicción, hasta antes de la dictación de la sentencia, asegurándose, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 64 de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia, que las partes y el consejo técnico puedan formular las observaciones que les merezca esta prueba. Con todo, el juez no podrá decretar la realización de exámenes físicos al niño o niña.


La sentencia definitiva deberá ser fundada y podrá ser impugnada acorde al régimen de recursos aplicable a los asuntos contenciosos o no contenciosos en materias de familia, según sea el caso. La vista de estos recursos gozará de preferencia.


La sentencia definitiva que acogiere la solicitud ordenará al Servicio de Registro Civil e Identificación la rectificación de la partida de nacimiento del niño o niña, procediendo al cambio de su sexo y de su nombre, o sólo del sexo de conformidad a lo dispuesto en el artículo primero transitorio, de acuerdo a lo establecido en el Título IV de esta ley.”.


“ARTÍCULO 7°. DE LA SOLICITUD PRESENTADA POR EL O LA ADOLESCENTE. Las personas que hayan cumplido catorce años y no hayan alcanzado la mayoría de edad, podrán efectuar la solicitud a que se refiere esta ley de manera personal ante el tribunal con competencia en materias de familia de su domicilio, acompañando todos los antecedentes que considere pertinentes para fundar su solicitud. 


En caso de concurrir sin su padre, madre, representante legal o quien tenga legalmente su cuidado personal, el juez nombrará un defensor conforme al sistema de protección de menores que exista al momento de la solicitud. 


La tramitación de la solicitud se regirá por las mismas reglas establecidas en el artículo anterior. 


Con todo, en caso de contar con el consentimiento tanto del padre como de la madre, o en su defecto, de todos quienes lo representen legalmente o tengan legalmente su cuidado personal, según corresponda, la solicitud se tramitará de acuerdo a lo establecido en el título II de esta ley, debiendo ser suscrita por todos ellos.”.


“ARTÍCULO 8°. DE LA SOLICITUD EFECTUADA POR PERSONA CON VÍNCULO MATRIMONIAL NO DISUELTO. En caso de existir vínculo matrimonial no disuelto, la solicitud de rectificación de sexo y nombre y de las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o de cualquier otro instrumento público o privado con los que esté registrada la persona, se deberá efectuar ante el juez con competencia en materias de familia del domicilio del o la solicitante. Para ello, el o la solicitante deberá cumplir con lo dispuesto por el artículo 4° de esta ley. Respecto de esta solicitud no se admitirá oposición alguna.


Una vez presentada la solicitud, el juez ordenará notificar al o la cónyuge, dándole a conocer su existencia y citando a éste o ésta a una audiencia especial de terminación de matrimonio, que se deberá efectuar en un plazo máximo de 30 días contados desde la notificación.


Dentro del término antes señalado, o incluso en la misma audiencia, ambos cónyuges podrán demandar compensación económica en los términos previstos en el párrafo 1°, del Capítulo VII, de la ley N° 19.947, que Establece Nueva Ley de Matrimonio Civil, en caso que así procediere, debiendo el juez pronunciarse sobre esta materia en la sentencia definitiva.


Con la comparecencia a la audiencia del o la cónyuge, el juez escuchará a las partes y propondrá las bases de un acuerdo completo y suficiente que contemple las materias establecidas en el artículo 21 de la ley N° 19.947 que así procedieren. Luego de ello, suspenderá la audiencia por el plazo de 15 días, para efectos de que las partes puedan acordar los términos definitivos de éste. 


Al reanudarse la audiencia, en caso de existir acuerdo entre las partes, éste será sometido a la aprobación del juez, quien, si así lo estima, lo sancionará favorablemente, ordenando la terminación del matrimonio en virtud de la causal 5° del artículo 42 de la ley N° 19.947 y, si existiere, dispondrá la liquidación de la sociedad conyugal de conformidad a las reglas generales. De no existir acuerdo entre las partes, será el juez quien resolverá sobre dichas materias. 


Si no compareciere el o la cónyuge, se suspenderá la audiencia por el mismo plazo señalado en el inciso segundo, y se ordenará practicar nueva citación bajo el apercibimiento de continuar con el procedimiento sin su intervención, entendiéndose que renuncia a su derecho de demandar compensación económica. En este caso, el juez resolverá las materias relativas a la terminación del matrimonio como si no existiera acuerdo completo y suficiente. Verificado el cumplimiento de los requisitos establecidos por esta ley para la solicitud de rectificación de sexo y nombre de la persona adulta con vínculo matrimonial no disuelto, el juez resolverá favorablemente la cuestión principal en su sentencia definitiva, respecto de la cual no procederá recurso alguno. En la misma sentencia el juez resolverá las materias accesorias que se hubieren ventilado en el procedimiento, respecto de las cuales procederá el régimen general de recursos en materias de familia.”.


ARTÍCULO 9°. DEL DERECHO DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES A UNA NUEVA RECTIFICACIÓN. En el caso que se haga lugar a la solicitud presentada por un niño, niña o adolescente en conformidad a las disposiciones de la presente ley, el o la solicitante podrá, por una sola vez, solicitar personalmente una nueva rectificación desde que haya alcanzado la mayoría de edad, sujetándose a lo estipulado en la presente ley.


ARTÍCULO 10. DE LA ORDEN DEL TRIBUNAL PARA EFECTUAR LA RECTIFICACIÓN DE LA PARTIDA DE NACIMIENTO Y LOS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN. Finalizado el procedimiento seguido ante el juez con competencia en materias de familia tanto para el caso de la solicitud efectuada por un niño, niña o adolescente, como de la efectuada por una persona sujeta a vínculo matrimonial no disuelto, el tribunal ordenará en la misma sentencia al Servicio de Registro Civil e Identificación la rectificación de la partida de nacimiento y las subinscripciones al margen. Una vez practicadas éstas, se emitirán los nuevos documentos de identidad para el o la solicitante, de conformidad a lo establecido en el Título IV de esta ley.

° ° °

Intercalar el siguiente título IV, nuevo:

“Título IV

De la rectificación de la partida de nacimiento y documentos de identificación en razón a la identidad de género y sus efectos”.

° ° °

ARTÍCULO 7°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 11, con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 11. DE LA EMISIÓN DE NUEVOS DOCUMENTOS Y DE SU INFORMACIÓN. Acogida la solicitud de rectificación o recibida la orden del juez con competencia en materias de familia, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá a practicar las modificaciones y subinscripciones pertinentes, tras lo cual se emitirán los nuevos documentos. 


Para ello, citará a la persona solicitante para que concurra de manera personal a la oficina que le corresponda según su domicilio o ante aquella en la que haya presentado su requerimiento de rectificación de sexo y nombre, para emitir los nuevos documentos de identidad, con una nueva fotografía y/o firma, los que reemplazarán para todos los efectos legales a los documentos de identidad anteriores. 


Los documentos de identidad anteriores no podrán ser usados, solicitados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna entidad pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14.


La rectificación de la partida de nacimiento y de los documentos de identificación de que trata esta ley no afectará el número del rol único nacional del o la solicitante.


Asimismo, el Servicio informará de la rectificación de la partida y la emisión de nuevos documentos a las siguientes instituciones:


a) Servicio Electoral para la corrección del padrón electoral, si correspondiere;


b) Servicio de Impuestos Internos;


c) Tesorería General de la República;


d) Policía de Investigaciones de Chile;


e) Carabineros de Chile;


f) Gendarmería de Chile;


g) Superintendencia de Salud, a fin de que ésta informe a la Institución de Salud Previsional en la cual cotice el o la solicitante del cambio de sexo y nombre registral, el que deberá ser registrado por dicha institución;


h) Superintendencia de Pensiones, a fin de que ésta informe a la respectiva Administradora de Fondos de Pensiones o al Instituto de Previsión Social, según donde cotice el o la solicitante, del cambio de sexo y nombre registral, el que deberá ser registrado por dicha institución;


i) Fondo Nacional de Salud, a fin de que éste registre el cambio de sexo y nombre registral de la persona solicitante;


j) Ministerio de Educación; 


k) Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas; 


l) Corporación de Universidades Privadas (CUP);


m) Consejo de Instituciones Privadas de Formación Superior (Conifos), y


n) A toda otra institución pública o privada que estime pertinente o sea requerida por el o la solicitante.


Toda información o comunicación entre instituciones, ya sean públicas o privadas, deberá ser tratada conforme a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Un reglamento emitido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos establecerá las demás reglas de tramitación ante el Servicio de Registro Civil e Identificación para el adecuado resguardo de la privacidad del mismo, y la forma en que se emitirán los certificados de terceros vinculados con la persona que ha modificado su sexo y nombre, como sus hijos e hijas,  o el o la  ex cónyuge, cuando no se haya solicitado rectificar las partidas vinculadas a dichos terceros.”.

ARTÍCULO 8°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 12, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “nombre y sexo” por: “sexo y nombre”.


Intercalar la palabra “se” entre las expresiones “que” y “extienda”.


Agregar la palabra “rectificada” a continuación de “inscripción”.

Inciso segundo


Sustituir la frase “nueva inscripción” por “rectificación”.


Reemplazar la palabra “jurídicas” por “patrimoniales”.



Eliminar la frase “en las partidas de nacimiento”.

Inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“La utilización fraudulenta de los primitivos o de los nuevos nombres será sancionada con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo.”.

ARTÍCULO 9


Contemplarlo como ARTÍCULO 13, en los siguientes términos:


“ARTÍCULO 13. OBLIGACIÓN DE TRATO DIGNO. Ninguna persona o institución pública o privada podrá dar un trato irrespetuoso, contrario a la dignidad humana o que implique una discriminación arbitraria a otra persona en razón de su identidad de género.


La infracción a lo señalado precedentemente será sancionada de acuerdo a lo previsto en la ley N° 20.609.”.

ARTÍCULO 10


Pasa a ser ARTÍCULO 14, con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 14. LA RESERVA DEL PROCEDIMIENTO Y DE LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DOCUMENTOS RECTIFICADOS. Tanto el procedimiento seguido ante la autoridad administrativa como ante el Tribunal con competencia en materias de familia tendrán el carácter de reservados y toda la información vinculada a ellos será considerada como dato sensible.


Por otra parte, sólo tendrán acceso al acta de nacimiento y a las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuraran originalmente en los registros oficiales, quienes cuenten con autorización expresa del o la titular, o con orden judicial fundada, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, en los casos en que sea aplicable.


En todo caso, la persona que haya rectificado su sexo y nombre, así como quienes gocen de su autorización expresa o de orden judicial emitida al efecto, podrán solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación que se emitan certificados de nacimiento de sus hijos y/o de matrimonio de su ex cónyuge, en que conste la subinscripción relativa a su rectificación de sexo y nombre por motivo de identidad de género. Dichos certificados se consideran datos sensibles.”.

ARTÍCULO 11


Suprimirlo.

° ° °

Incorporar el siguiente Título V, nuevo

“Título V

Adecuación de otros cuerpos legales”

° ° °


Consultar el siguiente ARTÍCULO 15, nuevo:


“ARTÍCULO 15. MODIFÍCASE EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY DE MATRIMONIO CIVIL, INTRODUCIDO EN EL ARTÍCULO PRIMERO DE LA LEY N° 19.947, QUE ESTABLECE NUEVA LEY DE MATRIMONIO CIVIL, EN EL SIGUIENTE MODO:


a) Reemplázase en el N° 3°, la expresión “, y” por punto y coma. 


b) Reemplázase en el N° 4°, el punto por la expresión “, y”. 


c) Agrégase el siguiente N° 5°, nuevo:


“5° Por sentencia firme que acoge la solicitud de rectificación de sexo y nombre, de la partida de nacimiento y documentos de identificación, por razón de identidad de género. A partir de ella, los ex cónyuges recuperan el estado civil que poseían antes de contraer el matrimonio que termina por esta causal.”.

° ° °

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Reemplazarla por “DISPOSICIONES TRANSITORIAS”.

ARTÍCULO ÚNICO


Pasa a ser ARTÍCULO PRIMERO, con el siguiente texto:


ARTÍCULO PRIMERO. Por el sólo ministerio de esta ley, todas las personas que a la entrada de su vigencia hayan obtenido su cambio de nombre por razón de identidad de género, en conformidad a las disposiciones de las leyes N°s 17.344 y 4.808, sin haber obtenido la rectificación de su sexo, podrán recurrir por una sola vez al órgano competente para obtener la rectificación de su sexo. 


Se seguirá en este caso lo dispuesto en los artículos 4° y siguientes de esta ley para efectos de la tramitación y dictación de la resolución, ya sea judicial o administrativa.”.

° ° °

Incorporar el siguiente ARTÍCULO SEGUNDO transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO SEGUNDO. La presente ley comenzará a regir un año después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -

Enmiendas propuestas por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en su nuevo segundo informe complementario, al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

° ° °

Incorporar el siguiente Título I, nuevo:

“Título I

Del derecho a la identidad de género”

° ° °

ARTÍCULO 1°


Reemplazar su epígrafe por el siguiente:


“ARTÍCULO 1°. CONCEPTO DE IDENTIDAD DE GÉNERO Y DERECHOS QUE RECONOCE ESTA LEY.”.

° ° °

Incorporar los siguientes incisos primero y segundo, nuevos:


“Se entenderá  por identidad de género la convicción personal e interna del género, tal como la persona se percibe a sí misma, la cual puede corresponder o no con el sexo verificado en el acta de inscripción de nacimiento.”. 


Lo dispuesto en el inciso anterior podrá o no involucrar la modificación de la apariencia o de la función corporal a través de tratamientos médicos, quirúrgicos u otros análogos, siempre que sea libremente escogida. Asimismo, podrá o no corresponder a otras expresiones de género, tales como la vestimenta, el modo de hablar y los modales.”.

° ° °

Inciso primero


Ha pasado a ser tercero con las siguientes enmiendas:


Sustituir la frase “Toda persona tiene derecho:” por “Conforme a lo anterior, toda persona tiene derecho:”. 

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Al reconocimiento y protección de lo que esta ley denomina identidad de género.

Letra c)


Intercalar la frase “y privados”, luego de la expresión “instrumentos públicos”.

Inciso segundo


Ha pasado a ser cuarto con el siguiente texto:


“Toda norma o procedimiento de naturaleza administrativa público y/o privada, o judicial deberá respetar el derecho a la identidad de género de las personas. Ninguna norma o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir, suprimir o imponer requisitos no contemplados para el ejercicio de este derecho.”.

° ° °

Consultar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“No será condición necesaria para el ejercicio de los derechos que emanan del reconocimiento del derecho a la identidad de género haberse sometido a algún tipo de intervención y/o tratamiento modificatorio de la apariencia.”.

° ° °

ARTÍCULO 2°


Suprimirlo.

ARTÍCULO 3°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 2° con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 2°. DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE LAS PERSONAS A SER IDENTIFICADAS CONFORME A SU IDENTIDAD DE GÉNERO. Toda persona mayor de edad podrá obtener la rectificación del sexo y nombre con que aparezca individualizada en su partida de nacimiento, en sus documentos de identificación y en cualquier otro instrumento público o privado, cuando éstos no coincidan con su identidad de género.


En el caso de la solicitud presentada por persona con vínculo matrimonial no disuelto, se estará a lo dispuesto en el Título III de la presente ley.  


La copia de la resolución administrativa o de la sentencia judicial, según sea el caso, que concede la rectificación, será antecedente suficiente para que en su solo mérito cualquier entidad, pública o privada, rectifique los documentos a los que se refiere esta ley.”.

° ° °

Incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:


“ARTÍCULO 3°. DERECHO A INTERVENCIONES QUIRÚRGICAS Y TRATAMIENTOS. Todas las personas mayores de edad podrán, sin necesidad de requerir autorización judicial o administrativa y sin perjuicio de lo que establece esta ley sobre el derecho a solicitar la rectificación que trata, acceder a intervenciones quirúrgicas o a los tratamientos integrales hormonales  para adecuar su cuerpo a su identidad de género, bastando para ello que la persona preste su consentimiento informado, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.584. El ejercicio de este derecho deberá sujetarse a la cobertura del respectivo sistema de previsión de salud, conforme a lo establecido por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, y a las garantías de salud consagradas en la ley N° 19.966.


Las atenciones de salud a las que se refieren el inciso anterior se ejecutarán de conformidad a los protocolos y a las orientaciones técnicas de salud dictadas por el Ministerio de Salud, velando por el respeto de los derechos establecidos en la ley N° 20.584.”.

° ° °

ARTÍCULO 4°


Suprimirlo.

ARTÍCULO 5°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 4° con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 4°. DEL ÓRGANO COMPETENTE PARA CONOCER DE LA SOLICITUD DE RECTIFICACIÓN DE SEXO Y NOMBRE. Será competente para conocer de la solicitud de rectificación de sexo y nombre el Servicio de Registro Civil e Identificación. La solicitud podrá ser presentada ante cualquier oficina del Servicio sin importar cuál sea el domicilio del o la requirente.


En el caso de los solicitantes con vínculo matrimonial no disuelto, será competente el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de su cónyuge. 


En la solicitud deberá señalarse el sexo y el o los nombres de pila sustitutivos de la partida de nacimiento, así como la petición de rectificar las imágenes y documentos con que se hubiera identificado a la persona ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, cualquiera sea el soporte en que éstos se conserven en dicho Servicio, cuando el sexo y nombre no coincidan con su identidad de género. 


Sin perjuicio de lo anterior, quienes manifiesten la voluntad de no modificar sus nombres de pila podrán mantenerlos, siempre que ellos no resulten equívocos respecto de su nuevo sexo registral. 


Recibida la solicitud, deberá notificarse de ella, mediante carta certificada, a los ascendientes y descendientes de primer grado por consanguinidad, y al cónyuge, si lo hubiere. Dentro del plazo de 15 días corridos, contado desde la notificación, los interesados podrán oponerse a la solicitud. En el evento de que exista oposición, el asunto devendrá en contencioso, y será remitido mediante oficio al tribunal que tenga competencia en materia de familia del domicilio del peticionario.


Las personas extranjeras con permanencia definitiva en Chile sólo podrán rectificar su sexo y nombre para efectos de la emisión de sus documentos chilenos. Para ello, previamente deberán inscribir su nacimiento en la oficina de Santiago del Servicio de Registro Civil e Identificación.


La comparecencia de los y las solicitantes ante los tribunales con competencia en materias de familia se regirá por lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia.

° ° °

Intercalar el siguiente título II, nuevo:

“Título II

Del procedimiento general de rectificación”.

° ° °

ARTICULO 6°


Suprimirlo.

° ° °


Incorporar el siguiente ARTÍCULO 5°, nuevo:


“ARTÍCULO 5°. DE LA RECTIFICACIÓN DEL SEXO Y NOMBRE SOLICITADA POR PERSONA MAYOR DE EDAD SIN VÍNCULO MATRIMONIAL. Toda persona mayor de edad, que no tenga vínculo matrimonial vigente, podrá solicitar ante cualquier oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación la rectificación de su partida de nacimiento por motivo de su identidad de género, en el sentido de rectificar el sexo y nombre y también las imágenes con que estuviere identificada en los documentos en poder de dicho Servicio, cualquiera sea el soporte en que éstos se conserven.


Para ello, el Servicio de Registro Civil e Identificación contará con un formulario especialmente diseñado para tal efecto, que tendrá información relevante relativa a esta ley y señalará los efectos jurídicos de la aceptación de la solicitud. En dicho formulario, el o la solicitante deberá declarar que conoce y asume voluntariamente las consecuencias jurídicas de modificar su sexo y nombre registrales.


El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá verificar la identidad del o la solicitante a través de la cédula de identidad vigente o, en caso que fuere necesario, la huella dactilar o lo previsto en el artículo 92 del decreto con fuerza de ley N° 2128, de 1930. No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación. Asimismo, verificará que no exista vínculo matrimonial vigente. 


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, en un plazo máximo de cuarenta y cinco días desde que se presenta la solicitud, el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá dictar la correspondiente orden de servicio en caso de acoger la solicitud, o la respectiva resolución fundada que la declara inadmisible o la rechaza. 


El o la oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación declarará inadmisible la solicitud cuando quien la formulare fuere menor de edad o  exista un vínculo matrimonial no disuelto.


Con todo, en caso de inadmisibilidad de la solicitud por existencia de vínculo matrimonial no disuelto, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá informar al o la solicitante del procedimiento especial de terminación del matrimonio, que se establece en el artículo 6° de la presente ley.


Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad. 


En lo no contemplado en esta ley, la tramitación de la solicitud de rectificación de sexo y nombre, se regirá supletoriamente por la ley N° 19.880.”.

° ° °

Intercalar el siguiente título nuevo:

“Título III

Del procedimiento excepcional”.

° ° °

Incorporar los siguientes ARTÍCULOS 6° y 7°, nuevos:


“ARTÍCULO 6°. DE LA SOLICITUD EFECTUADA POR PERSONA MAYOR DE EDAD CON VÍNCULO MATRIMONIAL NO DISUELTO. En caso de existir vínculo matrimonial no disuelto, la solicitud de rectificación de sexo y nombre y de las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o de cualquier otro instrumento público o privado con los que esté registrada la persona, se deberá efectuar ante el juez con competencia en materias de familia del domicilio del o la cónyuge del solicitante. Para ello, el o la solicitante deberá cumplir con lo dispuesto por el artículo 4° de esta ley.


No obstante lo señalado en el inciso quinto del artículo 4° de la presente ley, una vez presentada la solicitud, el juez ordenará notificar al o la cónyuge, dándole a conocer su existencia y citando a éste o ésta a una audiencia especial de terminación de matrimonio, que se deberá efectuar en un plazo máximo de 30 días contado desde la notificación.


Dentro del término antes señalado, o incluso en la misma audiencia, ambos cónyuges podrán demandar compensación económica en los términos previstos en el párrafo 1°, del Capítulo VII, de la ley N° 19.947, que Establece Nueva Ley de Matrimonio Civil, en caso que así procediere, debiendo el juez pronunciarse sobre esta materia en la sentencia definitiva.


Con la comparecencia a la audiencia del o la cónyuge, el juez escuchará a las partes y propondrá las bases de un acuerdo completo y suficiente que contemple las materias establecidas en el artículo 21 de la ley N° 19.947 que así procedieren. Luego de ello, suspenderá la audiencia por el plazo de 15 días, para efectos de que las partes puedan acordar los términos definitivos de éste. 


Al reanudarse la audiencia, en caso de existir acuerdo entre las partes, éste será sometido a la aprobación del juez, quien, si así lo estima, lo sancionará favorablemente, declarando la terminación del matrimonio en virtud de la causal del numeral 5° del artículo 42 de la ley N° 19.947. De no existir acuerdo entre las partes, será el juez quien resolverá sobre dichas materias. 


Si no compareciere el o la cónyuge, se suspenderá la audiencia por el mismo plazo señalado en el inciso segundo, y se ordenará practicar nueva citación bajo el apercibimiento de continuar con el procedimiento sin su intervención y de perder su derecho a demandar compensación económica. En este caso, el juez resolverá las materias relativas a la terminación del matrimonio como si no existiera acuerdo completo y suficiente. Verificado el cumplimiento de los requisitos establecidos por esta ley para la solicitud de rectificación de sexo y nombre de la persona adulta con vínculo matrimonial no disuelto, el juez resolverá la cuestión principal en su sentencia definitiva, respecto de la cual no procederá recurso alguno. En la misma sentencia, el juez resolverá las materias accesorias que se hubieren ventilado en el procedimiento, respecto de las cuales procederá el régimen general de recursos en materias de familia.


El procedimiento descrito en este artículo podrá ser acumulado con otro procedimiento en curso entre las mismas partes y relativo al término del vínculo matrimonial.”.


ARTÍCULO 7°. DE LA ORDEN DEL TRIBUNAL PARA EFECTUAR LA RECTIFICACIÓN DE LA PARTIDA DE NACIMIENTO Y LOS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN. Finalizado el procedimiento seguido ante el juez con competencia en materias de familia en el caso de la solicitud  efectuada por una persona sujeta a vínculo matrimonial no disuelto o sin tal vínculo, pero cuya solicitud haya sido objeto de oposición de conformidad a lo establecido en el inciso quinto del artículo 4°de esta ley, el tribunal ordenará en la misma sentencia al Servicio de Registro Civil e Identificación la rectificación de la partida de nacimiento y las subinscripciones al margen. Una vez practicadas éstas, se emitirán los nuevos documentos de identidad para el o la solicitante, de conformidad a lo establecido en el Título IV de esta ley.

° ° °

Intercalar el siguiente título IV, nuevo:

“Título IV

De la rectificación de la partida de nacimiento y documentos de identificación en razón de la identidad de género y sus efectos”.

° ° °

ARTÍCULO 7°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 8°, con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 8°. DE LA EMISIÓN DE NUEVOS DOCUMENTOS Y DE SU INFORMACIÓN. Acogida la solicitud de rectificación o recibida la orden del juez con competencia en materias de familia, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá a practicar las modificaciones y subinscripciones pertinentes, tras lo cual se emitirán los nuevos documentos. 


Para ello, citará al solicitante para que concurra de manera personal a la oficina que le corresponda según su domicilio o ante aquella en la que haya presentado su requerimiento de rectificación de sexo y nombre, para emitir los nuevos documentos de identidad, con una nueva fotografía y/o firma, los que reemplazarán para todos los efectos legales a los documentos de identidad anteriores. 


Los documentos de identidad anteriores no podrán ser usados, solicitados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna entidad pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.


La rectificación de la partida de nacimiento y de los documentos de identificación de que trata esta ley no afectará el número del rol único nacional del o la solicitante.


Asimismo, el Servicio informará de la rectificación de la partida y la emisión de nuevos documentos a las siguientes instituciones:


a) Servicio Electoral para la corrección del padrón electoral, si correspondiere;


b) Servicio de Impuestos Internos;


c) Tesorería General de la República;


d) Policía de Investigaciones de Chile;


e) Carabineros de Chile;


f) Gendarmería de Chile;


g) Superintendencia de Salud, a fin de que ésta informe a la Institución de Salud Previsional en la cual cotice el o la solicitante del cambio de sexo y nombre registral, el que deberá ser registrado por dicha institución;


h) Superintendencia de Pensiones, a fin de que ésta informe a la respectiva Administradora de Fondos de Pensiones o al Instituto de Previsión Social, según donde cotice el o la solicitante, del cambio de sexo y nombre registral, el que deberá ser registrado por dicha institución;


i) Fondo Nacional de Salud, a fin de que éste registre el cambio de sexo y nombre registral de la persona solicitante;


j) Ministerio de Educación; 


k) Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas; 


l) Corporación de Universidades Privadas (CUP);


m) Consejo de Instituciones Privadas de Formación Superior (Conifos), y


n) A toda otra institución pública o privada que estime pertinente o sea requerida por el o la solicitante.


Toda información o comunicación entre instituciones, ya sean públicas o privadas, deberá ser tratada conforme a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Un reglamento emitido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos establecerá las demás reglas de tramitación ante el Servicio de Registro Civil e Identificación para el adecuado resguardo de la privacidad del mismo, y la forma en que se emitirán los certificados de terceros vinculados con la persona que ha modificado su sexo y nombre, como sus hijos e hijas,  o el o la  ex cónyuge, cuando no se haya solicitado rectificar las partidas vinculadas a dichos terceros.”.

ARTÍCULO 8°


Ha pasado a ser ARTÍCULO 9°, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “nombre y sexo” por: “sexo y nombre”.


Sustituir la frase “que extienda la nueva inscripción”, por “que se extienda la inscripción rectificada”.

Inciso segundo


Sustituir la frase “nueva inscripción” por “rectificación”.


Reemplazar la palabra “jurídicas” por “patrimoniales”.


Eliminar la frase “en las partidas de nacimiento”.

Inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“La utilización fraudulenta de los primitivos o de los nuevos nombres será sancionada con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo.”.

ARTÍCULO 9°


Contemplarlo como ARTÍCULO 10, en los siguientes términos:


“ARTÍCULO 10. OBLIGACIÓN DE TRATO DIGNO. Ninguna persona o institución pública o privada podrá dar un trato irrespetuoso, contrario a la dignidad humana o que implique una discriminación arbitraria a otra persona en razón de su identidad de género.


La infracción a lo señalado precedentemente será sancionada de acuerdo a lo previsto en la ley N° 20.609.”.

ARTÍCULO 10


Pasa a ser ARTÍCULO 11, con el siguiente texto:


“ARTÍCULO 11. LA RESERVA DEL PROCEDIMIENTO Y DE LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DOCUMENTOS RECTIFICADOS. Tanto el procedimiento seguido ante la autoridad administrativa como ante el Tribunal con competencia en materias de familia tendrán el carácter de reservados y toda la información vinculada a ellos será considerada como dato sensible, sin  perjuicio de los deberes de notificación señalados en el artículo 8° de esta ley.


Por otra parte, sólo tendrán acceso al acta de nacimiento y a las imágenes, fotografías, soportes digitales, informáticos o cualquier otro instrumento con los que las personas figuraran originalmente en los registros oficiales, quienes cuenten con autorización expresa del o la titular, o con orden judicial fundada, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, en los casos en que sea aplicable.


En todo caso, la persona que haya rectificado su sexo y nombre, así como quienes gocen de su autorización expresa o de orden judicial emitida al efecto, podrán solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación que se emitan certificados de nacimiento de sus hijos y/o de matrimonio de su ex cónyuge, en que conste la subinscripción relativa a su rectificación de sexo y nombre por motivo de identidad de género. Dichos certificados se consideran datos sensibles.”.

ARTÍCULO 11


Suprimirlo.

° ° °

Incorporar el siguiente Título V, nuevo

“Título V

Adecuación de otros cuerpos legales”

° ° °


Consultar los siguientes ARTÍCULOS 12 y 13, nuevos:


“ARTÍCULO 12. MODIFÍCASE EL ARTÍCULO 42 DE LA LEY N° 19.947, DE MATRIMONIO CIVIL, EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS:


a) Reemplázase en el N° 3°, la expresión “, y” por punto y coma (;). 


b) Reemplázase en el N° 4°, el punto final (.),  por la expresión “, y”. 


c) Agrégase el siguiente N° 5°, nuevo:


“5° Por sentencia firme que acoge la solicitud de rectificación de sexo y nombre, de la partida de nacimiento y documentos de identificación, por razón de identidad de género. A partir de ella, los ex cónyuges recuperan el estado civil que poseían antes de contraer el matrimonio que termina por esta causal.”.


ARTÍCULO 13.- MODIFÍCASE El ARTÍCULO 1792-27 DEL CÓDIGO CIVIL, EN EL SIGUIENTE SENTIDO:


Agréguese el siguiente número 7), nuevo:


“7) Por disolución del matrimonio en el caso previsto por el numeral 5° del artículo 42 de la Ley de Matrimonio Civil.”.”.

° ° °

DISPOSICION TRANSITORIA


Reemplazarla por “DISPOSICIONES TRANSITORIAS”.

ARTÍCULO ÚNICO


Pasa a ser ARTÍCULO PRIMERO, con el siguiente texto:


ARTÍCULO PRIMERO. Por el sólo ministerio de esta ley, todas las personas que a la entrada de su vigencia hayan obtenido su cambio de nombre por razón de identidad de género, en conformidad a las disposiciones de las leyes N°s 17.344 y 4.808, sin haber obtenido la rectificación de su sexo, podrán recurrir al órgano competente para obtener la rectificación de su sexo. 


Se seguirá en este caso lo dispuesto en los artículos 4° y siguientes de esta ley para efectos de la tramitación y dictación de la resolución, ya sea judicial o administrativa.”.

° ° °

Incorporar el siguiente ARTÍCULO SEGUNDO transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO SEGUNDO. La presente ley comenzará a regir un año después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -


El tratamiento de este asunto queda pendiente.


El Presidente declara terminado el Orden del Día. 

- - -

Peticiones de oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, García, Guillier y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Prokurica, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional; García Huidobro, en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente; y, Horvath y Navarro, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud.

El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado.


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE ELIMINA EL APORTE FISCAL INDIRECTO PARA LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR, ESTABLECIENDO UNA REGULACIÓN TRANSITORIA PARA EL AÑO 2017

(11.257-04)

MENSAJE N° 061-365/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto eliminar el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017.

I. ANTECEDENTES. 

Tal como lo señalé con ocasión del envío del proyecto de educación superior, mejorar transversalmente la calidad en todos los niveles educativos y reposicionar la educación pública, construyendo un sistema más integrado y equitativo, con un diseño que no implique una carga financiera insostenible para los estudiantes y sus familias, han sido parte de los objetivos que mi Gobierno. 

A lo largo de estas últimas décadas hemos avanzado significativamente en la masificación de la educación superior. Sin embargo, aún no hemos podido reducir suficientemente la brecha de oportunidades entre grupos sociales. Lo anterior es producto, en gran medida, de la inequidad en los instrumentos de acceso. 

En efecto, la Prueba de Selección Universitaria (PSU), que solo mide conocimientos, no considera apropiadamente las aptitudes de los estudiantes provenientes de la Educación Media Técnico Profesional y trabajadores, y la evidencia ha demostrado que un efecto indeseado es que sus resultados están altamente correlacionados con el origen  socioeconómico de los postulantes, reforzando con ello la reproducción en el tiempo del patrón de segregación. 

En este contexto, y consecuentes con la lógica de ir eliminando herramientas que no tienen un efectivo potencial para promover la equidad, calidad y eficiencia del sistema de educación superior, es que proponemos eliminar el aporte fiscal indirecto (AFI). 

El AFI fue creado en el año 1981 para aumentar la calidad de la educación superior, a través de la competencia entre las instituciones para captar a los mejores alumnos. La distribución de su monto total se realiza en función de las instituciones en que se matriculen los 27.500 mejores puntajes de la PSU en el año inmediatamente anterior, generando un mayor monto de AFI los alumnos con mejores puntajes. 

Como se puede observar, una de las principales debilidades del AFI es su sesgo en contra de los alumnos de menor nivel socioeconómico, ya que, al basar su distribución exclusivamente en los puntajes obtenidos por los estudiantes en la PSU, profundiza la inequidad de dicho instrumento. En efecto, el puntaje de la PSU se encuentra fuertemente correlacionado con una serie de factores ajenos a las habilidades cognitivas o inteligencia del postulante, tales como su nivel socioeconómico familiar y la educación de sus padres (Contreras et al, 2007). 

Así, la utilización exclusiva de la PSU como indicador de la calidad de los alumnos para determinar la asignación del AFI, lleva a que la gran mayoría de los causantes del mismo sean alumnos pertenecientes a familias de los quintiles de mayores ingresos.

La evidencia anterior permite concluir el carácter altamente regresivo del AFI, lo que, sumado a la evolución experimentada por otros mecanismos de financiamiento del sistema de educación superior, ratifican nuestra decisión de terminar con este aporte. Esta decisión ya estaba contemplada en el proyecto de ley de educación superior, pero dada la necesidad de materializar a la brevedad este cambio, se separa de dicha iniciativa y se materializa a través del presente proyecto de ley. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY. 

El proyecto de ley consta de tres artículos. 

El primero de ellos, deroga, a partir de la entrada en vigencia de la ley, el aporte fiscal indirecto, contenido en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades. 

El segundo prevé una transición para el año 2017, contemplando la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte fiscal indirecto al que podrán acceder, considerando los montos y condiciones consignados en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes lenguaje y comunicación, y matemática. El objetivo de estos recursos es permitir que las instituciones de educación superior realicen un ajuste más gradual respecto a la pérdida de esta fuente de financiamiento.

Finalmente, el artículo 3 contempla la imputación del gasto, estableciendo que el mayor gasto que irrogue esta ley se financiará con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente: 

PROYECTO DE LEY: 

Artículo 1.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que regula el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior. 

Artículo 2.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, las instituciones de educación superior que el año 2016 hayan tenido matriculados en el primer año de estudios, estudiantes que se encuentren entre los primeros 27.500 puntajes, ordenado de menor a mayor de acuerdo con los puntajes obtenidos en la Prueba de Selección Universitaria, partes Lenguaje y Comunicación, y Matemática, accederán a partir de la entrada en vigencia del artículo anterior, para el año 2017, el aporte a que se refiere el inciso siguiente. 

Para el año 2017 considérase la suma de $2.000.000 miles de pesos por concepto de aporte del artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación. La distribución de este aporte se efectuará considerando los montos y condiciones consignados en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación que en virtud de esta ley se deroga 

Artículo 3.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del artículo 2 de esta ley se financiará con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017.".

Informe Financiero 
Proyecto de Ley que elimina el Aporte Fiscal Indirecto para las Instituciones de Educación Superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 
Mensaje: 061-365

I. Antecedentes 

El presente Proyecto de Ley tiene por objeto eliminar el aporte fiscal indirecto (AFI) para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017. 
El proyecto consta de tres artículos: 
• El primero de ellos deroga, a partir de la entrada en vigencia de la ley, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, el cual establece el AFI.

• El segundo prevé una transición para el año 2017, contemplando la suma de $2.000.000 miles al que podrán acceder las Instituciones de educación superior bajo las reglas del aporte que se está derogando. 
• El artículo 3 contempla la imputación del gasto, estableciendo que el mayor gasto que irrogue esta ley se financiara con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente para el año 2017.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal 

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, el presente proyecto de ley presenta un mayor gasto fiscal por una vez, de $2.000.000 miles para el año 2017, financiado con cargo a la asignación 104 "Provisión para Financiamiento Comprometido" del Programa 03 Operaciones Complementarias de la Partida Tesoro Público, del Presupuesto vigente.

(Fdo.): Mario Fernández Baeza, Vicepresidente de la República.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.- Adriana Delpiano Puelma, Ministra de Educación.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.300, DE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE, PARA SOMETER EL TRANSPORTE, RECEPCIÓN, ACOPIO Y EMBARQUE DE MINERALES AL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL, Y ESTABLECE NORMAS PARA EL DESARROLLO DE DICHAS ACTIVIDADES

(10.629-12)
Oficio Nº 13.352
VALPARAÍSO, 6 de junio de 2017
Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, para someter el transporte, recepción, acopio y embarque de minerales al sistema de evaluación de impacto ambiental, y establece normas para el desarrollo de dichas actividades, correspondiente al boletín N° 10.629-12, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Intercálase, en el Título V de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el siguiente párrafo 3, pasando los actuales párrafos 3 y 4 a ser 4 y 5, respectivamente:
“§3. DEL TRANSPORTE DE CONCENTRADOS MINERALES
Artículo 67 bis.- El transporte de concentrados minerales deberá realizarse siempre por medios herméticos y con los grados de humedad necesarios para evitar su volatilidad.
Se entenderá que el transporte se realiza de manera hermética cuando el cierre del contenedor se haga de modo tal que impida que se abra, salga carga a granel o ingrese otro material sólido, además de evitar cualquier derrame eventual o accidental durante el transporte.

Artículo 67 ter.- Un reglamento expedido por los ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería y del Medio Ambiente determinará la forma en que se realizará la carga, descarga y el acopio de minerales y concentrados minerales, de modo tal de impedir la emisión de partículas al aire libre. Asimismo, regulará los procedimientos para que los trabajadores no inhalen las referidas partículas al realizar las actividades a las que se refiere este artículo.


El referido reglamento se deberá dictar dentro del plazo de ciento ochenta días desde la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 67 quáter.- Quedarán exceptuados de lo prescrito en este párrafo los titulares de proyectos de desarrollo minero, esto es, aquellas acciones u obras cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, siempre que su capacidad de extracción de mineral mensual sea inferior a cinco mil toneladas mensuales o su equivalente líquido para el solo efecto del transporte a puntos de compra.”.

Artículo 2.- Modifícase el artículo 10 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

1. En su letra i), a continuación del término “procesadoras”, incorpórase la frase “, transporte, recepción, acopio y embarque de concentrados minerales”.

2. Agregáse, el siguiente inciso final:


“Quedarán exceptuados de lo prescrito en la letra i) los titulares de proyectos de desarrollo minero, esto es, aquellas acciones u obras cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, siempre que su capacidad de extracción de mineral sea inferior a cinco mil toneladas mensuales o su equivalente líquido para el solo efecto del transporte a puntos de compra.”.
Artículo transitorio.- El artículo primero de la presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO AL DERECHO A RETRACTO EN LOS CONTRATOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCACIONALES

(11.178-03)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Muñoz y señor Lagos.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 5 de abril de 2017, pasando a la Comisión de Economía. 

________


De conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, cabe hacer presente que la Comisión acordó discutir el proyecto sólo en general. 

________

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), el Subdirector Jurídico y Consumo Financiero, señor Andrés Herrera, y la asesora, señora Magdalena Lazcano. 

De la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS), el Presidente, señor Hernán Calderón.

De la Universidad de Chile: el Director Jurídico/ Secretario General (S), señor Fernando Molina; el Jefe del Área de Gestión Académica del Departamento de Pregrado, señor Carlos Rilling, y el Jefe de Admisión y Matrícula, señor Osmar Valdebenito.

De la Universidad de Valparaíso, el Vicerrector y Director de la División Académica, señor José Miguel Salazar.

De DUOC UC, el Director de Administración Finanzas y Financiamiento, señor Sergio Arteaga. 

De INACAP,  su Secretario General, señor Luis Eduardo Prieto

Los abogados señora María Jimena Orrego, y señores  Renzo Arata, Daniel Montalva y Hernán Quiroz.  

También asistieron:

Los abogados señores Rodrigo Momberg y Adolfo Silva.

Los asesores de Parlamentarios, señores Eduardo Faúndez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Héctor Mery, (Honorable Senador señor Iván Moreira), señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros), y señores Eduardo Barros y Claudio Flores (Honorable Senador señor Tuma). 

De la Bancada PS, el señor Francisco Aedo.

De la Fundación Jaime Guzmán, el analista señor Diego Vicuña.

La Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera (Honorable Senador Jorge Pizarro).

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la analista señora María Soledad Larenas.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor James Wilkins.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVO DEL PROYECTO

Sustituir el artículo 3° ter de la ley N° 19.496, relativo al derecho a retracto en establecimientos de educación superior, fortaleciendo el carácter tutelar de la norma y perfeccionándola. 
Entre las principales modificaciones que se introducen a la norma, cabe destacar que se modifica la forma de cómputo del plazo para ejercer el derecho a retracto, fijándolo en 10 días a contar de la fecha del respectivo contrato, y, por otra parte, se amplía su ámbito de aplicación, consagrando el ejercicio del derecho a todos los servicios educacionales sin importar la naturaleza jurídica de la institución, el nivel educacional, su extensión o el tipo de programa o servicio que se brinda. 

_________

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos del consumidor.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que dio origen a este proyecto.


En sus fundamentos, la moción señala:


1. El derecho a retracto:


El artículo 3° ter de la ley N° 19.496 establece el derecho a retracto para prestaciones de servicios educacionales de nivel superior, proporcionadas por centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades. 

De este modo, el derecho retracto en establecimientos de educación superior constituye un derecho de los alumnos y sus familias, amparado en las normas de derecho del consumo que dispone de una regla especial para su aplicación.


No obstante, de acuerdo a lo que se expone en la moción,  algunos centros de educación superior, como la Universidad Andrés Bello, contemplan en sus contratos una cláusula que obliga al contratante y al alumno a pagar "el total de la matrícula y el respectivo arancel por los servicios educaciones del año académico correspondiente".  A su vez, establecen que "la suma pagada por la matrícula no será susceptible de devolución" y a reglón seguido incorporan el derecho a retracto contemplado en el Artículo 3° ter antes citado. 


Así, hay Universidades que a la fecha de matricular a los alumnos el plazo de retracto se encuentra caducado, no obstante ellos incorporan este derecho en el contrato de adhesión, y en la práctica no tiene efecto toda vez que los alumnos o sus  representantes que suscribirán los contratos están impedidos de ejercer dicho derecho, puesto que el plazo establecido en la ley para impetrarlo, al momento de firmar el contrato, se encuentra vencido. En consecuencia, la cláusula no sólo vulnera el principio rector del estatuto tutelar que es el "Principio pro-consumidor" en virtud del cual, las cláusulas ambiguas, deben ser siempre interpretadas a favor del contratante más débil, en este caso, el alumno, sino que además la introducción de una cláusula así escrita, provoca la renuncia tácita de uno de los derechos del consumidor, renuncia, que de acuerdo con el artículo 4° de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores está prohibida, por cuanto se trata de normas de orden público, irrenunciables por los consumidores. 


La moción pone de relieve que la Ley del Consumidor posee un carácter tutelar que protege a los consumidores y sus relaciones con el proveedor. El derecho civil clásico, que basa su construcción en la igualdad de las partes, ha resultado ineficiente a la hora de resolver conflictos jurídicos que se producen entre partes desiguales tanto en el contenido del contrato de adhesión mismo, como en la forma de aplicar las cláusulas del contrato  y en los efectos que éste provoca. Resulta evidente que quien es el especialista (el proveedor) en materia de consumo, sabe o debe saber cómo afectarán las cláusulas que introduce en el contrato, a los consumidores desprovistos de la información necesaria y suficiente para evaluar en forma adecuada lo que suscriben.


Esta asimetría exige de quien detenta la supremacía en la relación de consumo, un patrón de conducta severo, lo que ha dado en llamarse por la doctrina "DEBER GENERAL DE CONDUCTA" en términos que el proveedor, dada la posición dominante que ocupa, debe someter su actuar a una serie de limitaciones que constituyen normas de orden público económico, irrenunciables para las partes y destinadas a proteger al consumidor y consecuentemente al mercado en general.


Continúa señalando que nuestra legislación reconoce la contratación adhesiva, la legitima y faculta al empresario o proveedor del bien o servicio a redactar las cláusulas del contrato. Acepta también la posición pasiva del consumidor, esto es, de aceptar las cláusulas pura y simplemente, condición que impone la aplicación de reglas estrictas de orden público que el proveedor debe cumplir. 


En esa línea,  las normas del compendio tutelar de la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, son en sí mismas una normativa protectora, y cuyo articulado imperativo, es de orden público, irrenunciable por el consumidor. En efecto, la consagración legislativa establece que el silencio del consumidor no es manifestación de voluntad; a su vez impone reglas específicas para los contratos de adhesión los que deban estar escritos en letras grandes; que el proveedor debe entregar la información general básica; se prohíben los espacios en blanco en los contratos; que la interpretación de cláusulas confusas o ambiguas deben ser a favor del consumidor. Además, la referida ley establece la nulidad de las cláusulas del contrato de adhesión cuando éstos contienen artículos de la llamada "lista negra", o cláusulas prohibidas. 


El carácter tutelar de la citada ley ha sido reconocido por los Tribunales de Justicia de nuestro país, con fallos como el de SERNAC con CENCOSUD, CONADECUS con Banco Estado, y ODECU con Bank Boston.


2. El derecho a retracto y el equilibrio contractual:


Los autores de la moción sostienen que la decisión del consumidor, cómo razona, elige y se retracta del acto de consumo no es novedosa en el derecho tutelar de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, tanto en Chile como en el mundo. De hecho, la ley considera la reflexión del consumidor hacia el acto de consumo como una parte del "iter contractual", es decir como parte integrante de la decisión de consumir, precisamente por las particularidades de este tipo de contratación: masiva, rápida, sometida a todo tipo de incentivos para contratar, sin reflexión.


En relación con la posibilidad de retracto del consumidor respecto del Contrato de Prestación de Servicios Educacionales, el profesor Iñigo de la Maza, señala: "Para buena parte de nuestra doctrina, la existencia misma de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor se justifica, generalmente, en la desigualdad que suele caracterizar a la posición negociadora de las partes de una relación de consumo, causada por las ventajas que, en términos de información, se atribuye a una de las partes -el proveedor- sobre la otra -el consumidor- lo que trae consigo la necesidad de corregir, como dice el profesor Aimone, la "asimetría de las partes en el conocimiento que tienen sobre la cosa debida en la relación jurídica que denominamos relación de consumo”. Una línea similar se observa en la legislación de nuestros países vecinos, como el nuevo Código de Protección y Defensa del Consumidor del Perú, de singular calidad técnica. En esta línea deberíamos inscribir, entonces, al retrayente que ampara el Art. 3° ter de la LPC.".


De la Maza propone que la protección especial a los consumidores se justificaría no sólo porque el proveedor no suministre la información necesaria, sino también por "problemas de racionalidad imperfecta"; y afirma que: "El problema no consistiría, únicamente, en que el consumidor no disponga de acceso a la información que le permita una adecuada formación del consentimiento, sino que, aun disponiendo de dicho acceso, no necesariamente es capaz de utilizar la información adecuadamente". 

Este autor encuentra precisamente aquí el fundamento de la facultad de retracto en favor del consumidor. "La causa más compleja que explica la presencia de asimetrías informativas es la racionalidad imperfecta. A diferencia de la falta de suministro de información, en este supuesto el consumidor tiene acceso a ella, sin embargo no es capaz de hacer un uso adecuado de la misma"; y añade: "Como sucede con las  cláusulas abusivas de la lista negra, la justificación en los supuestos en que se autoriza el desistimiento no se relaciona necesariamente con la falta de información -la cláusula puede privarse de eficacia aun cuando el consumidor la haya conocido-, el consumidor puede desvincularse del contrato aun cuando se le haya suministrado toda la información pertinente, sino con problemas de racionalidad imperfecta del consumidor, este no resulta capaz de evaluar adecuadamente la cláusula o el bien o servicio que está adquiriendo".


Del mismo modo razonan en la memoria de prueba los señores José Ignacio Mercado Campero y Joaquín Eloy Polit Corvalán cuando abordan la doctrina de las expectativas razonables, señalando: “Doctrina de las Expectativas Razonables: Esta teoría tiene su origen en la jurisprudencia y doctrina norteamericana, gestándose a partir de la década de los 60. Se sustenta en el hecho que, en los contratos por adhesión, no existe para el consumidor un margen de libertad contractual que le permita determinar el contenido del contrato. Su voluntad se limita a adherir a los términos propuestos por el proveedor, como una condición para acceder a los bienes o servicios ofrecidos por éste. "(...) El contenido contractual no ha sido validado por el adherente por su conocimiento ni su expresión de voluntad -ello aunque el contrato aparezca formalmente suscrito por él contrariamente a lo que sostenía la teoría clásica, por lo que el contrato de adhesión no alcanzará fuerza obligatoria por el sólo hecho de su suscripción formal sino que lo hará a condición de que sea el producto de una manifestación de voluntad del adherente verdaderamente libre e informada, lo que trae como consecuencia que en el caso de que las condiciones del contrato no coincidan con lo que creyó contratar, las cláusulas escritas deberán ser desplazadas por sus legítimas expectativas, bajo condición de que sean razonables".


"Si el proveedor tuvo alguna razón para creer que la parte que manifiesta su consentimiento podría no haberlo hecho si hubiera sabido que el contrato contenía una determinada cláusula, ésta (la cláusula) no será parte de dicho contrato. La doctrina de las expectativas razonables genera para el proveedor la obligación de destacar y explicar aquellos términos y condiciones del contrato que el consumidor razonablemente pudo ignorar o no considerar como parte integrante del mismo, atendida la naturaleza del acto celebrado. Por lo tanto, si el contenido contractual resulta inconsistente con las expectativas que llevaron a celebrar el contrato al consumidor, se admitirá su revisión, ajustándose el contenido a lo razonablemente esperado por el consumidor, o declarándose la nulidad de la cláusula. Por regla general, las expectativas razonables coinciden con lo que el consumidor medio considera como normal para el acto celebrado. Pero determinar lo que debe considerarse como normal genera ciertas críticas fundadas en que la recepción de este criterio dentro de un ordenamiento positivo podría afectar la seguridad jurídica. Si bien admitimos como posible la existencia de este riesgo, creemos no obstante, que la utilidad que presenta esta doctrina para efectos de cautelar el equilibrio contractual no puede ser descartada en razón de este temor. En efecto, la determinación de las expectativas razonables no debe quedar a discreción del consumidor. La noción de expectativa no puede ser entendida sobre la base de un estado de ánimo o disposición sicológica del consumidor al momento de celebrar el contrato, sino que debe configurarse a través de parámetros objetivos que permitan dotar de seguridad jurídica a la relación contractual.”.


Se ha señalado que la voz "expectativa" es una traducción literal del inglés "reasonable expectations", expresión que, a su vez, se traduce como "confianza en pos que las cosas sucedan de una determinada manera". Por ello, los conceptos de desequilibrio importante y finalidad del contrato se construyen sobre una base similar a la expresada anteriormente, ya que persiguen la no defraudación del consumidor, debiéndosele ofrecer por tanto, un contrato "acorde con las expectativas que crea en éste último (el consumidor) la naturaleza y finalidad del contrato".


Agregar que una de las cláusulas que el tribunal consideró como abusiva consistía en aquella que imponía al usuario la obligación de pagar una cuota mensual para mantener la vigencia del servicio (cuota que se pagaba aun en caso de no utilizar el servicio). La Corte consideró que el pago de dicho sobreprecio no puede ser razonablemente esperado por el usuario, en consideración a la naturaleza del servicio contratado. 


En conclusión, la doctrina de las expectativas razonables consiste en que el proveedor no defraude los fines que el consumidor persiguió al momento de celebrar el contrato  de adhesión, mediante la incorporación de cláusulas que alteren, sorpresiva e injustificadamente, la función típica que desempeña el negocio en la vida jurídica.

3. El derecho del consumo como un derecho humano de tercera generación:


El texto de la moción analiza luego el derecho del consumo como un derecho humano de tercera generación, que si bien no han sido reconocidos como derechos humanos en los instrumentos internacionales, han sido reconocidos por diversas organizaciones de las Naciones Unidas. Estos derechos de tercera generación se consideran como derechos colectivos, difusos, pertenecientes a grupos sociales vinculados al principio de solidaridad.


Se considera que los derechos del consumidor corresponden a un derecho humano debido a que los consumidores están determinados en circunstancias sociales asimétricas frente a imposiciones de oferentes de bienes y servicios, donde las relaciones sociales se enfocan en el contexto del mercado y su nexo es el consumo. Se sostiene que la obligación de los Estados es, entonces, respetar, proteger, garantizar y cumplir. En el vasto espectro de la protección de los derechos del consumidor como derecho humano, las acciones estatales en salvaguarda de este derecho deben ser analizadas en el marco de la interdependencia que existe entre los derechos humanos, la democracia y el desarrollo económico. 


De este modo, la Directriz para la Protección del Consumidor de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), fue aprobada por la Asamblea General de la Naciones Unidas en la Res. 70/86/2015, con el objeto que los Estados Miembros reconozcan que "los consumidores afrontan a menudo desequilibrios en cuanto a capacidad económica, nivel de educación y poder de negociación". Por esto, la directiva tiene como objetivo ayudar a los países miembros a proteger a los habitantes en calidad de consumidores y frenar las prácticas comerciales abusivas de las empresas. 


El ámbito de aplicación de la resolución corresponde a transacciones entre empresas y consumidores, incluida la provisión de bienes y servicios a consumidores por empresas estatales. De este modo, se plantean los principios generales:


a) El acceso de los consumidores a bienes y servicios esenciales;


b) La protección de los consumidores en situación vulnerable y de desventaja;


d) La promoción y protección de los intereses económicos de los consumidores;


e) El acceso de los consumidores a una información adecuada que les permita hacer elecciones bien fundadas conforme a los deseos y necesidades de cada cual;"  (UNCTAD, 2016:6-7)


La resolución plantea principios para buenas prácticas comerciales, entre los que se incluyen: (i) trato justo y equitativo (evitar prácticas que perjudiquen a los consumidores en situación vulnerable y de desventaja); (ii) conducta comercial (no someter a los consumidores a prácticas ilegales, poco éticas, discriminatorias o engañosas, como las tácticas de comercialización abusiva, el cobro abusivo de  deudas); (iii) divulgación y transparencia (Las empresas deben facilitar información completa, exacta y no capciosa sobre los bienes y servicios, términos, condiciones, cargos aplicables y costo final para que los consumidores puedan tomar decisiones bien fundadas) (UNCTAD, 2016:8).


Asimismo, se plantea que las políticas nacionales de los Estados Miembros deben fomentar los términos contractuales claros, concisos y fáciles de entender que no sean injustos. Lo anterior, se refleja en el numeral 26 señalando que "Los consumidores deben gozar de protección contra abusos contractuales como el uso de contratos uniformes que favorecen a una de las partes, la no inclusión de derechos esenciales en los contratos y la imposición de condiciones excesivamente estrictas para la concesión de créditos por parte de los vendedores." (UNCTAD, 2016:12-13)


4. El derecho a retracto en servicios educacionales:


En este cuarto numeral, los autores de esta iniciativa recurren a la historia de la norma que se propone modificar.


Recuerdan que el artículo 3° ter fue incorporado el año 2006. El entonces H.D señor Tuma presentó una indicación al texto de la iniciativa que concluiría en la dictación de la ley N° 19.955. En la indicación se establece el derecho a retracto para las prestaciones de servicios educacionales en los Centros de Formación Técnica, Institutos Profesionales y Universidades y se faculta al consumidor o a quién efectúe el pago en su  representación para que, dentro de los primeros treinta días corridos contados desde el inicio de la prestación del servicio, proceda a dejar sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados.


En el segundo trámite constitucional en el Senado, la norma aprobada por la Cámara de Diputados fue modificada por la aprobación de una indicación presentada por los Honorables Senadores Chadwick y Novoa. Específicamente se sustituyó el plazo para hacer efectivo el retracto de "30 días corridos contados desde el inicio de la prestación del Servicio”, por la regla vigente que establece "diez días contados desde aquél en que se complete la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas".


Los autores consideran que, a la luz del contexto social y político en el que se desarrolló la discusión legislativa del año 2006, la norma constituyó un avance en la protección de los derechos de los consumidores, particularmente en la provisión de un servicio cuya naturaleza corresponde al ejercicio de un derecho social gravitante en el desarrollo de las capacidades y oportunidades de los alumnos, donde están en juego sus expectativas y las de su grupo familiar cuya provisión ha sido transferida al mercado de manera masiva desde la década de los 80 en adelante, proceso que se caracteriza por una débil regulación por parte del Estado y por una abierta desprotección de los derechos de los alumnos y sus familias respecto a los contratos suscritos, en específico al ejercicio del derecho a retracto.


En efecto, al analizar los contratos de adhesión que disponen algunas universidades, se observan cláusulas abusivas que vulneran el derecho a retracto. Por otra parte, al analizar el ámbito de aplicación de la norma que garantiza el derecho a retracto prevista en la Ley N° 19.496 queda de manifiesto el alcance acotado que tiene la norma a los servicios provistos en la educación superior, dejando fuera del ámbito de aplicación a instituciones educacionales de los otros niveles de formación y a las entidades que ofrecer servicios educativos no reconocidos por el Estado.


Afirman que el proyecto de ley se hace cargo de estos vacíos legales y propone perfeccionar la norma para modificar la regla del plazo para ejercer el derecho a retracto; se propone ampliar el ejercicio del derecho a todas las instituciones de educación reguladas por la ley N° 20.370, y a su vez se extiende el ámbito de aplicación de este derecho a todos los servicios educacionales sin importar la naturaleza jurídica de la institución, el nivel educacional, su extensión o el tipo de programa o servicio que se brinda. 


Si bien el país ha avanzado en la provisión de los servicios educacionales a través del Estado para garantizar el ejercicio del derecho social, también es claro que la  provisión desde el mercado no desaparecerá y por lo cual es preciso cautelar los derechos de los alumnos y sus familias, el año 2016 la matricula correspondiente a instituciones privadas en sus distintos niveles supera el millón trescientos mil estudiantes, ello sin contemplar otro tipo de programas y servicios de educación o formación no reconocidos o regulados por el Estado.


De este modo, la iniciativa busca fortalecer el carácter tutelar de la norma para proteger una relación contractual donde se encuentra comprometido un derecho social, protegido por una norma tutelar como es el derecho del consumo y que, como ya se ha señalado, se enmarca en la protección de los derechos humanos de tercera generación.
DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto escuchando la presentación del mismo por parte de uno de sus autores, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma. 

El Honorable Senador señor Tuma dio a conocer los fundamentos de la iniciativa. Explicó que, de acuerdo al artículo 3° ter de la ley N° 19.496, en materia de servicios educacionales existe un plazo de diez días para ejercer el derecho a retracto; el problema es el momento desde el que se cuenta el plazo, que es desde la fecha de publicación de los resultados de las postulaciones a instituciones de educación superior. Esto implica que, en los hechos, el consumidor se queda sin plazo efectivo de retracto, pues atendidos los distintos plazos para matricularse, las listas de espera, los segundos llamados, etcétera, muchas veces la matrícula se lleva a efecto una vez que ya ha vencido el referido plazo, y el alumno queda sin ningún espacio de retracto.

Por esa razón se plantea esta modificación en orden a que siempre tendrá que haber plazo efectivo de retracto, y la propuesta es que el plazo de diez días empiece a correr al momento de suscripción del contrato de servicios educacionales, y no a la fecha de la publicación, pues esta última es un acto en el que el contratante no tiene participación alguna.

El Honorable Senador señor Quinteros manifestó estar plenamente de acuerdo en cuanto al fondo de la moción.

No obstante, estimó que esta materia debe mirarse desde otra óptica, y no debiese estar regulada en la Ley del Consumidor, asimilando la educación a un “bien de consumo”. Le parece que ello puede constituir una señal equívoca. Si se estima que la educación es un derecho, todo el sistema de admisión, incluido el derecho a retracto, debe estar regulado en el marco de la Ley de Educación Superior que se tramita actualmente en la Cámara de Diputados.

En definitiva, coincide con el proyecto pero no en el cuerpo legal en que se aborda la materia. 

En relación a este punto, el Honorable Senador señor Tuma manifestó que aspectos de técnica legislativa sin lugar a dudas son discutibles. Lo relevante es cómo se garantiza que los derechos de las personas puedan ser ejercidos. Manifestó que el tema es discutible, aun cuando en su opinión acá si hay un acto de consumo, existe el pago de una prestación, y cuando hay un pago por una prestación los estudiantes pasan a ser consumidores y por tanto desde el punto de vista de derecho estricto, si son consumidores deben poder ejercer los derechos que la ley les otorga.

El Honorable Senador señor Moreira se refirió a este tema. Consideró que la Nueva Mayoría ha hecho una caricatura de una mala y desafortunada frase pronunciada alguna vez, respecto a la educación como un bien de consumo. Subrayó que nadie piensa que es un bien de consumo.

Declaró que no es comparable la educación que es una decisión de vida de una persona, con otro tipo de bienes.

Agregó que si bien tiene algunas aprensiones en relación a esta iniciativa, en su parecer ésta debe ser conocida en el seno de la Comisión de Economía, sin perjuicio que pueda ser también analizada por la Comisión de Educación.
 Le interesa escuchar la opinión de expertos en el tema, cuyos nombres entregó a la Comisión. Asimismo consideró fundamental escuchar el parecer de las Universidades y otras instituciones de educación superior.
A continuación, el Honorable Senador señor Tuma le dio la palabra a la abogado experta en derechos del consumidor, señora Jimena Orrego.


La señora Jimena Orrego se refirió, en primer término, a cómo surgió el análisis de la problemática y qué llevó a considerar la posibilidad de modificar la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en su artículo 3° ter, que establece el derecho de retracto para los estudiantes de educación superior.


Existe una fecha cierta respecto al momento en que se origina el derecho de retracto, ligada a la publicación de los resultados de la prueba de selección universitaria, PSU, que publica el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, normalmente a fines de diciembre o los primeros días de enero. 


Recordó que, años atrás, se detectó el problema que afectaba a muchos postulantes a las universidades, quienes en la vorágine, rapidez e incertidumbre del proceso de postulación, como por ejemplo, quedar en una lista de espera, optaban por matricularse en varias universidades, pero una vez terminado el proceso tenían problemas con los pagarés que habían firmado en los distintos centros de educación superior en que se habían matriculado. Tal problema fue resuelto por la ley N° 19.955, que introdujo precisamente en la LPC, y no en la ley orgánica de educación u otras leyes, el artículo 3° ter en análisis, que consagró, cumpliendo con determinados requisitos, el derecho de retracto de los estudiantes que se encontraban en la situación antes señalada. 


Pero lo que ha ocurrido es que las universidades que no llenan sus cupos en la primera selección hacen un proceso de repostulación. En esta nueva etapa muchos jóvenes se inscriben en la universidad en que en definitiva estudiarán, pero el derecho de retracto que contempla la LPC respecto de la matricula que pagó en otra universidad ya está caducado. En estos casos, a pesar que la universidad en que se matriculó como primera opción le reconoce contractualmente el derecho de retracto, ese alumno ya no puede ejercerlo porque legalmente está caducado.


Connotó que advirtieron que se producía la situación antes señalada debido a que, en su calidad de especialista en materia de protección de los derechos de los consumidores, y como abogado litigante, comenzó a recibir muchas quejas sobre esta materia, incluso varias provenientes de reclamos ante el SERNAC. Ante estos reclamos, las universidades respondían que el derecho de retracto estaba reconocido en el contrato, pero que no era posible ejercerlo por estar caducado. Ante tal escenario, no existe otro camino que demandar a la universidad y, en definitiva, pedirle al tribunal que resuelva, lo que, evidentemente, genera muchos costos.


La situación antes descrita se repite muy frecuentemente, porque la totalidad de las universidades cuenta con un contrato de adhesión considerando la cláusula del derecho de retracto, pero que, no obstante lo anterior, dichos contratos no informan con suficiente claridad respecto de la vigencia y la caducidad del mismo, de modo tal que el que lee un contrato así redactado, es decir, que tiene incorporado el derecho de retracto, entiende lo natural y obvio: que puede retractarse dentro del plazo de 10 días.


Por lo anteriormente expuesto, propuso que el artículo 3 ter de la LPD fuera modificado en el sentido que propone la moción.

El Honorable Senador señor Moreira pidió esclarecer si este problema que se ha evidenciado, es un problema generalizado o se trata más bien de un par de hechos puntuales que se pueden rectificar a través de otro medio. En esa línea, consultó si existe algún catastro o estadística de reclamos o denuncias al SERNAC sobre este tema. Este es un punto muy importante.

El Honorable Senador señor Quinteros reiteró su acuerdo con el fondo del proyecto, su objeción dice relación con considerar la educación como un bien de consumo, en un sentido contrario a lo que se intenta en la reforma educacional.  Manifestó que no es sólo una universidad la que incurre en esta conducta, el drama mayor es que muchas veces el plazo ya está vencido al momento en que el estudiante se matricula, entonces es un negocio, hay un lucro sin aportar nada, por el solo hecho que el estudiante se matriculó en una carrera a la espera quizás de poder ingresar a otra.
El Honorable Senador señor Tuma citó el caso específico que fue el motor de este proyecto. Se trata del joven Camilo Gallardo, que postulaba a la carrera de Química y Farmacia de la Universidad Andrés Bello, y se matriculó un día después del vencimiento de los diez días, producto de las distintas alternativas y plazos que existen en la educación superior; pagó 130 mil pesos de matrícula, más la firma de los pagarés, por parte de sus apoderados, por más de 4 millones de pesos. En reiteradas ocasiones intentó obtener de la Universidad la aceptación del retracto, fue tramitado por más de 30 días, para luego obtener una respuesta negativa, pues el derecho se encontraba vencido. Lo ocurrido constituye un gran drama para la familia, que es de muy escasos recursos, una familia muy vulnerable que con gran esfuerzo logra que su hijo estudie en Santiago, pero sin embargo cuando él decide cambiarse de carrera, la ley no le da el derecho. En el caso planteado, la Universidad tuvo la voluntad de reconocer esta situación como especial, per esta problemática debe ser resuelta en la ley, pues la responsabilidad no es del contratante o de la Universidad, sino que de la norma aprobada por el legislador que permite que esto ocurra. En ese sentido no hay un aprovechamiento de las instituciones de educación, sino el uso de una ley que está en favor de quien ofrece los servicios.

En consideración a esos fundamentos se propone modificar la norma, y además ampliarla a todos los servicios educacionales, no solo la educación superior.

Puso especial énfasis en que no se trata que exista un aprovechamiento por parte de las universidades, sino que se trata de las consecuencias negativas de una norma legal que fue consagrada en favor de los estudiantes y también en consideración de quién ofrece los servicios, pero que requiere ser ajustada en el sentido de equilibrar los derechos entre el oferente del servicio y quien lo recibe, universidad y estudiante, respectivamente.

Lo importante en esta materia es la constatación que la normativa es defectuosa porque no cumple con los objetivos que se tuvo en cuenta en su dictación.

Luego, la señora Orrego se hizo cargo de las consultas y comentarios formulados. En relación a las estadísticas, señaló que ha solicitado al SERNAC informar acerca de los reclamos en contra de todas las universidades en general, sin importar si forman parte o no del Consejo de Rectores; o que se trate de universidades privadas o públicas.

En relación a la idea que no existe un abuso por parte de las universidades en relación a la situación en la cual el derecho de retracto ha caducado fundado en que tal circunstancia está contemplada en la ley, indicó que técnicamente, y desde la nomenclatura de los derechos del consumidor, sí es abusivo, porque siempre hay que tener presente, al abordar la materia de los derechos de los consumidores, que su fundamento está en la existencia de asimetrías entre proveedores y consumidores, que se dan por diversas razones. En el caso específico de las universidades, y especialmente en el tipo de contrato que se está analizando, es decir, los que son firmados cuando ya está caducado el derecho de retracto, la asimetría es muy brutal. Es un caso evidente de lo que la doctrina ha llamado la “incapacidad del consumidor para entender lo que lee”. En otras palabras, aun estando escrito que el consumidor tiene derecho al retracto, e incluso si el consumidor leyera lo que es el retracto, el que además es remitido a la ley y no está expresado claramente en el contrato, el consumidor no es capaz de entender por qué no podrá usar el derecho retracto, de ser necesario. Este fenómeno se conoce como “racionalidad imperfecta”. 

Reiteró que lo que intenta la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores, por sobre todo lo demás, es acercar a las partes dentro de las asimetrías existentes, las que son propias de las relaciones en este tipo de contratos de adhesión. En ningún caso los contratos de adhesión son malos per sé, de hecho la legislación los reconoce y los ampara, pero, al mismo tiempo, en razón de las garantías propias de los contratantes adhesivos, el legislador le exige al proveedor cumplir con una serie de obligaciones, conocido en doctrina como el “deber general de conducta del proveedor”. El proveedor es el garante de los derechos de los consumidores porque es la parte fuerte de la relación de consumo. El proveedor es la parte que sabe o debe saber cómo operará una determinada cláusula o un determinado derecho.

Luego, connotó que los derechos de los consumidores son considerados derechos humanos de tercera generación. No discutirá respecto al carácter o naturaleza de la educación, en el sentido de si es un derecho social o un bien de consumo, por tratarse de una materia que excede las ideas que motivan el proyecto de ley en debate. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que la Organización de las Naciones Unidas considera que los Estados miembros de la ONU deben estar especialmente preocupados de las vinculaciones entre las instituciones de educación superior y los contratantes. Asimismo, extiende la eventual vulneración de los derechos humanos, dentro de los cuales, como indicó anteriormente, están los derechos de los consumidores, no solo a los Estados sino que también a las empresas. Luego, los Estados deben tender a protegerlos.

En cuanto a si los contratos que firman los alumnos con las universidades consideran la cláusula del derecho de retracto, indicó que todos los contratos de prestación de consumo que ha revisado, que suman 16, la contemplan. Resaltó que no existe problema con la cláusula de retracto cuando efectivamente se puede usar, sino que el problema es cuando ésta no se puede usar por estar caducada.

Otro elemento en juego es la interpretación que hace el organismo. Cada universidad interpreta la cláusula de retracto de la forma que estima pertinente y que siempre es contraria a la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores.

Finalmente señaló que el proyecto introduce una modificación en la ley de protección de los derechos de los consumidores debido a que, en esta materia, la ley está muy acotada al enlazar un plazo a un hecho determinado, como es, en este caso, la publicación de los resultados de la PSU por parte del Consejo de Rectores. Al hacer tal enlace, la ley le quita al derecho de retracto características que le son esenciales, como la generalidad. Vincularlo a un hecho le resta pureza, y, además, dificulta su ejercicio.

El Honorable Senador señor Moreira resaltó la pedagógica explicación de la señora Orrego. Puso de relieve que esta Comisión, transversalmente, siempre da celeridad a la protección de los derechos del consumidor. Insistió en la importancia de conocer no sólo la cantidad de reclamos, sino determinar si es necesario dictar una ley para solucionar este problema.

Solicitó oficiar al Director del SERNAC para que informe sobre el número y naturaleza de reclamos o denuncias relativos al ejercicio y a la efectividad del derecho a retracto en servicios educacionales de nivel superior que ha recibido el Servicio a su cargo, en el marco de lo dispuesto por el artículo 3° ter de ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, lo que fue acordado por la Comisión.

En cumplimiento de ese acuerdo se despachó oficio N° 1.124, del 12 de abril, que fue respondido por Oficio N° 08422  del Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, del 8 de mayo, por el que remite datos solicitados por la Comisión respecto de reclamos y denuncias ingresados en el referido Servicio en relación con el derecho a retracto, entre los años 2014-2017.
Consultó si en opinión de la señora Orrego, este uso de la norma en los términos planteados, se trata de una práctica instalada y en definitiva queda caducado el derecho a retracto.

La señora Orrego respondió afirmativamente. Es un hecho cierto que las universidades cuentan con un solo tipo de contrato de adhesión, el cual contempla dentro de sus cláusulas el derecho de retracto, pues se trata de un derecho que es atractivo para los estudiantes, que ven la posibilidad de inscribirse en más de una carrera y luego ejercer este derecho cuando tomen la decisión definitiva, y sin duda es un factor de decisión, ya que si no se contemplara habría muchos menos matriculados. Pero la ley condiciona el plazo a un factor distinto de la fecha de suscripción del contrato, no es simple, y los estudiantes quedan muchas veces sin derecho a ejercerlo. Agregó que el derecho a retracto no es novedoso en la Ley del Consumidor, se contempla también por ejemplo en las ventas a distancia; y uno se pregunta cómo si compro un bien por teléfono tengo derecho a retractarme, pero no en una decisión tan fundamental para la vida como la carrera que voy a estudiar.

Intervino a continuación el asesor del Honorable Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros. Puso de relieve que una cosa es analizar si hay o no reclamos, y otra es ver en qué condiciones se encuentra un determinado universo de prestaciones de servicios, más allá de considerar la educación como un derecho que es una discusión que excede de este proyecto. En definitiva, cuando hay una provisión de derechos por privados que contratan, qué garantías debería tener el consumidor desde la perspectiva de este derecho protector. Hizo presente que existen 1.247.000 alumnos y familias que firman estos contratos, más allá si reclaman o no, y si en los hechos comprenden el derecho de retracto.

Y este análisis no debe alcanzar solo a la educación superior, también por ejemplo a la mamá que inscribe a su hijo en la sala cuna privada y luego lo retira, y tiene que pagar todo el año; o quien se inscribe en un curso de inglés. En todos estos contratos está la cláusula que si no va, si se quiere retirar, tiene que pagar todo el año y pierde la matrícula. 

La gran pregunta es si eso adecuado en nuestro marco jurídico, en el derecho de protección de los derechos del consumidor, cuando privados proveen un derecho social. El que se reclame o no, no significa que la norma sea la adecuada.

El Honorable Senador señor Moreira felicitó la intervención del señor Barros. Se trata de una reflexión más profunda, la educación, que es la decisión de futuro de una persona, no es comparable con cualquier otro tipo de bienes que se pueden adquirir.

En sesión de 3 de mayo de 2017, la Comisión escuchó la exposición de SERNAC, CONADECUS, y del abogado señor Daniel Montalva. 

SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR (SERNAC)

En representación de SERNAC expuso el Jefe de la División Jurídica, señor Andrés Herrera, quien agradeció la invitación, y realizó una presentación que consta de las siguientes 5 partes:




I.  Actual regulación.




II. Datos de reclamos.




III. Acciones del SERNAC.




IV. Contenido del proyecto.




V. Comentarios sobre el proyecto.




I. Actual regulación.

Recordó que en materia educacional, el artículo 3° ter de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor, consagra el derecho a retracto, estableciendo la posibilidad de dejar sin efecto el contrato de prestación de servicios educacionales de nivel superior celebrado con centros de formación técnica, institutos profesionales o universidades, dentro de los 10 días siguientes a la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las Universidades pertenecientes al Consejo de Rectores.

Se exigen dos requisitos copulativos para ejercer dicho derecho:

- Ser alumno de primer año de una carrera o programa de pregrado, y

- Acreditar encontrarse matriculado en otra entidad de educación superior.

La misma disposición establece que el contrato queda sin efecto una vez ejercido el derecho a retracto, y por ende el proveedor debe devolver los dineros pagados o los documentos de pago o crédito otorgados en respaldo del pago. Para este efecto, se contempla un plazo de diez días.

Agregó que el proveedor tiene derecho a retener por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula que no puede exceder el 1% del arancel anual del programa o carrera.

II. Reclamos en materia de retracto 2014-2017.

El señor Herrera presentó los siguientes gráficos:

RECLAMOS EN MATERIA DE RETRACTO 2014-2017:

[image: image2.png]60

50

40

30

20

3:/.\

2014

37

2015

2016

48

2017







El señor Herrera hizo presente que se observa una ligera alza a partir de este año. Agregó que el número de reclamos es relativamente bajo, considerando el número de alumnos que podrían ejercer el derecho a retracto.




CIERRE DE CASOS 2014-2017
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Llamó la atención que la gran mayoría de los reclamos se cierra por el acogimiento de los mismos por parte de los proveedores, aunque hay un porcentaje no menor que es rechazado o no es respondido por las instituciones de educación superior.




III. Acciones del Sernac.




1) La principal acción del SERNAC dice relación con la información de los consumidores, particularmente a los alumnos de educación superior, recordando la posibilidad de ejercicio de este derecho. En esa línea, destacó:




- Informe sobre publicidad en centros de educación superior (2015). Esto se realiza meses antes de que se formalicen las matrículas. Hizo presente que este informe está permanentemente disponible en la página web del servicio.




- Comunicados relacionados a materia de retracto: (i) Preguntas frecuentes asociadas al asunto señalado; (ii) Instructivo para hacer efectivo el retracto; (iii) Recordatorio, días antes del cierre del proceso de matrícula.




2) Por otra parte, actualmente, sólo existen 5 juicios de interés general en materia de educación superior registrados entre 2014 y 2015. Tres de ellos aún están abiertos pero no tienen relación con materia de retracto y se enfocan información veraz y oportuna, servicio negligente e incumplimiento de contrato. Las restantes acciones están cerradas y el motivo asociado a cada una de ellas dice relación con mala prestación del servicio. 

3) En tercer lugar, destacó que resulta interesante lo relativo a las Mediaciones Colectivas. Con fecha 11 de noviembre del 2013, se aperturaron 23 Mediaciones Colectivas con la mayoría de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores y universidades privadas adheridas al Consejo de Rectores, las cuales tuvieron por objeto revisar los Contratos de Prestación de Servicios Educacionales, Anexos, Mandatos y Pagarés. Agregó que en ese análisis se detectaron cláusulas abusivas no vinculadas al derecho de retracto propiamente tal, pero si dentro de las cláusulas abusivas identificadas habían algunas que imponían barreras de salidas al contrato, en caso de retiro y/o abandono del alumno del establecimiento educacional cuando surgía algún hecho constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito u otras razones debidamente justificadas.




El 29 de marzo de 2016, SERNAC logró que el 74% de las universidades eliminaran cláusulas abusivas y modificaran sus contratos.

4) Juicios colectivos. Existen 5 juicios colectivos pendientes iniciados en 2016 a partir de las mediaciones colectivas señaladas anteriormente, en contra de las Universidades que no ajustaron sus contratos. 


Las universidades demandadas son: Universidad Santo Tomás, Mayor, San Sebastián, Central y La República.




IV. Contenido del proyecto y  comentarios sobre el proyecto.




El señor Herrera se abocó a continuación al análisis del contenido del proyecto. Hizo presente algunos puntos:




- Ampliación del ámbito de aplicación: En la iniciativa se establece el derecho a retracto respecto de todos los servicios educacionales, sin importar la naturaleza jurídica de la institución, sea pública o privada, el nivel educacional, su extensión o el tipo de programa o servicio que se brinda.




- Modificación de la forma de cómputo del plazo, pasando desde 10 días a contar de la fecha de publicación de los resultados, a 10 días desde la firma del respectivo contrato. Así, de alguna manera se asocia a lo que establece el artículo 3° bis de la ley, que establece la regulación general del derecho a retracto en nuestra legislación.




- Eliminación de los requisitos para ejercer el derecho a retracto en esta materia, el que pasa a ser a todo evento. Por tanto, ya no sería necesario ser alumno de primer año de una carrera de pregrado ni tampoco acreditar estar matriculado en otro establecimiento educacional.




- Modificación del monto que tiene derecho a retener el proveedor por concepto de costos de administración: hasta el 10% del valor de la matrícula. Sin dudas es un monto inferior al 1% del arancel anual que está autorizado para retener de acuerdo a la legislación vigente.

Formuló algunos comentarios que tiene el SERNAC sobre el proyecto.




En primer lugar, señaló que el derecho a retracto como está regulado en nuestra legislación en el artículo 3° bis y 3° ter de la ley, es una herramienta utilizada en situaciones de consumo en las que existe un alto riesgo que el consumidor tenga asimetrías de información respecto del proveedor, o derechamente no tenga la información necesaria para tomar una decisión adecuada. En Chile solamente se ha legislado respecto de tres situaciones: comercio electrónico, marketing presencial y servicios de educación superior a propósito de los resultados del proceso de postulación de las Universidades del Consejo de Rectores. Si bien los dos primeros pueden tener características distintas respecto de los servicios de educación superior, manifestó que en general ahí lo que existe es o falta de información o información que va a surgir con posterioridad para que el consumidor pueda adoptar una decisión de consumo adecuada. 




La ampliación del derecho de retracto puede estar plenamente justificada si se verifica la existencia de asimetrías de información al momento de la toma de decisión del consumidor. Tratándose del retracto en materia de comercio electrónico, su regulación en la ley es bastante débil, dejándose siempre la posibilidad al proveedor de indicar que este no aplica. En la práctica, esto se ha convertido en una cláusula de estilo en los contratos por medios electrónicos, dejándose sin aplicación el retracto. 




La ampliación propuesta, evalúa que la vulnerabilidad del contratante en materia educacional se extiende a todos los niveles en cualquier momento en que se firme del contrato. La regulación actual se restringe a una vulnerabilidad particular, que es la que se produce cuando en los contratos de educación superior falta la información sobre el resultado de la postulación a las Universidades del Consejo de Rectores.




El señor Herrera continuó señalando que el SERNAC se inclina a hacer una evaluación general de lo que dice relación con el derecho a retracto en nuestra legislación, analizar si existen otros casos aparte de estos tres que están regulados, otros tipos de contrato donde sea necesario introducir el retracto; casos donde se presenten estas asimetrías de información, o esta situación que se denomina “racionalidad imperfecta del consumidor”, donde se proporciona información, pero el consumidor no está en condiciones de evaluarla adecuadamente considerando el momento y las condiciones en que se proporciona esa información. Y particularmente revisar la regulación del retracto respecto del comercio electrónico, pues como ya señaló el artículo 3° bis contiene una regulación bastante débil en la materia.

El señor Herrera reiteró que la ampliación que se propone en el proyecto de ley está referida a todos los niveles de educación, en cualquier momento en que se firme el contrato. En este punto, sugirió considerar las particularidades de la prestación de servicios educacionales en los distintos ámbitos a los que se amplía dicho derecho, con el objeto de garantizar que éste pueda ser ejercido efectivamente por los consumidores. Esto pues si se amplía a otros servicios educacionales, como por ejemplo una sala cuna, o un instituto de inglés, en los que la matrícula puede realizarse durante el año, y si se vincula su ejercicio a la postulación o matrícula en otra institución, el derecho podría nacer extinto.




Manifestó que lo que se pretendió amparar en el artículo 3° ter es precisamente la situación de la educación superior, que está vinculada a un hito como es la publicación de los resultados de las postulaciones de las Universidades sometidas al Consejo de Rectores, hito que no depende del consumidor y que le puede proporcionar información muy valiosa para tomar una decisión.

En opinión del Servicio la actual redacción del proyecto podría producir algún resultado no buscado, como por ejemplo, reducir eventualmente las opciones de los estudiantes cuando los contratos se firman con mucha anticipación. 

En ese sentido, la nueva forma de cómputo del plazo respecto de los contratos de servicios de educación superior puede resultar en que el plazo venza antes de poder ejercer el derecho a retracto. Por ejemplo, un contrato firmado en noviembre o diciembre del año anterior, sólo dispondría 10 días a partir de la firma, lo que produciría que si el resultado del Consejo de Rectores agrega información relevante, esta no pueda ser utilizada para la toma de decisión por el alumno o su representante. Esto podría ocurrir con universidades que no están sometidas al Consejo de Rectores, en las que la matrícula podría perfeccionarse con bastante anterioridad a la publicación de los resultados.

El señor Herrera formuló luego algunos comentarios más específicos.

En primer término, se podría perfeccionar en el artículo 3° ter la regulación en relación con los hitos que establece el DEMRE. Actualmente, el plazo del retracto coincide con los periodos de matrícula fijado por el DEMRE, de modo que en caso de ampliarse dicho plazo habría que coordinarlo con éste para que siga coincidiendo y eventualmente incorporar una norma transitoria. 
Por otra parte, la modificación del porcentaje que puede retener por concepto de gastos de administración plantea los siguientes problemas: (i) El 1% del arancel anual es aproximadamente el doble del 10% de la matrícula, y

(ii) Existen establecimientos que no cobran matrícula, sólo arancel anual, en cuyo caso no estarían facultados a retener nada.

Concluyó señalando que, en suma, a SERNAC le parece muy importante la discusión sobre la ampliación de la herramienta del retracto y su fortalecimiento como un instrumento efectivo para combatir abusos que estructuralmente aprovechan asimetrías de información en perjuicio de los consumidores. SERNAC plantea una discusión más amplia respecto de la regulación actual, establecida en los artículos 3° bis y 3° ter de la ley, de manera de evaluar si los tres mercados en que actualmente existe regulación son los únicos respecto de los cuales es necesario regular el derecho a retracto o existen otros más; y también revisar la situación del comercio electrónico. Recalcó la necesidad que en el debate se resguarden las características particulares del retracto en materia de educación superior, en cuanto está anclado a un hito que es la publicación de los resultados de las postulaciones, de manera tal que si se mantiene el cómputo del plazo como está planteado en el proyecto, el derecho podría nacer extinto.

Finalmente, puso de relieve que aspectos particulares del artículo 3° bis y 3° ter pueden ser específicamente mejorados durante la tramitación de esta iniciativa.

Finalizada la exposición del señor Herrera, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, agradeció la exposición y destacó que algunos de los comentarios pueden servir de base para la presentación de indicaciones, de manera que no vuelva a ocurrir lo que precisamente se busca evitar, esto es, que en materia de educación superior el derecho a retracto se extinga antes de poder ejercerlo. Actualmente ello ocurre porque hay matrículas que se realizan pasados diez días desde la publicación de los resultados. Pero SERNAC alerta que con la redacción propuesta, podría tener lugar una hipótesis distinta, y ocurrir que el derecho se extinga antes de poder ejercerse, cuando los alumnos se matriculan en alguna institución de educación superior antes de la publicación de los resultados de la postulación de las universidades del Consejo de Rectores, y luego es aceptado en otra Universidad en la que quiere matricularse.

CORPORACIÓN NACIONAL DE CONSUMIDORES Y USUARIOS
 (CONADECUS)




El Presidente de CONADECUS, señor Hernán Calderón, dio a conocer la opinión de esa organización sobre esta iniciativa de ley.


Luego de recordar el texto actualmente vigente, expresó que CONADECUS considera un avance significativo este proyecto de ley que pone término a las cláusulas abusivas que contemplan en sus contratos las  universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, al obligar al contratante y al alumno a pagar "el total de la matrícula y el respectivo arancel por los servicios educaciones del año académico correspondiente". Agregó que esos contratos también establecen que "la suma pagada por la matrícula no será susceptible de devolución" y a reglón seguido establecen el derecho a retracto contemplado en el Artículo 3°, Ter antes citado.

Asimismo, hay casos de Universidades en las que, a la fecha de la matrícula, el plazo de retracto contemplado en la ley ya se encuentra vencido.  Ello no obstante este derecho se establece en el contrato de adhesión, pero no produce ningún efecto, ya que el plazo para ejercerlo esta caducado. Sostuvo que estas cláusulas son abusivas y no tienen ningún efecto según el artículo 4° Ley de Protección de los Derechos del Consumidor, que consagra que los derechos de los consumidores son irrenunciables.  


Dio a conocer la propuesta de CONADECUS sobre la materia, de acuerdo a la cual el plazo para retractarse debiera ampliarse a 30 días corridos, desde la fecha de la firma del respectivo contrato. 


Como fundamento de lo anterior, indicó que el inconveniente que presenta el plazo de 10 días a partir de la firma del respectivo contrato es que puede resultar  insuficiente, por cuanto se debe distinguir que las universidades que no forman parte del Consejo de Rectores y los Institutos de formación técnica tienen plazos y tiempos distintos a los del Consejo de Rectores, que se cuentan desde la publicación de los resultados de las postulaciones. Podría ocurrir que transcurran más de 10 días desde que se firme el contrato  de una universidad o instituto que no pertenece al Consejo de Rectores, a la fecha que se publiquen dichos resultados en las  universidades pertenecientes al Consejo de Rectores, esto impide que un alumno de un Instituto profesional o Universidad que no forme parte del Consejo de Rectores pueda postular, por cuanto se puede haber vencido el plazo de 10 días para retractarse de su matrícula.


El señor Calderón agregó que, en caso de mantenerse este plazo de diez días, debiera contarse desde el momento en que comienza la prestación de servicios. 


Un segundo aspecto de la propuesta dice relación con agregar al artículo único que el derecho a retracto no requiere justificación alguna, por tanto se deben eliminar requisitos tales como justificar estar matriculado en otra Universidad.  

Finalmente, afirmó que estiman adicionalmente  que es necesario ampliar el plazo a 30 días corridos, contados desde la recepción del producto o desde la contratación del servicio y antes de la prestación del mismo,  en los casos señalados en el artículo   3 bis letra a) y b) de la ley N° 19.496 sobre protección a los derechos de los consumidores.

ABOGADO SEÑOR DANIEL MONTALVA




El abogado señor Daniel Montalva comenzó agradeciendo la invitación a exponer en relación a esta materia. Manifestó que se trata de una iniciativa bastante ambiciosa, y que para poder abordar el tema hay que partir por considerar la naturaleza de los servicios educacionales.

En ese sentido, expresó que la prestación de servicios educacionales tiene ciertas características especiales que hay que considerar:

- Diferenciación horizontal: Posibilidad de hacer rankings respecto de los diversos prestadores.

- Cupos limitados: Existe un número finito de vacantes, por lo que la decisión final recae más sobre el proveedor en base a parámetros objetivos.

- Efectos en el mercado: Establecimientos de menor relevancia en el ranking buscarán captar a estudiantes antes que los establecimientos mejor posicionados. Por lo tanto esos establecimientos de menor relevancia intentan “atrapar” a los estudiantes lo antes posible.

Abordó luego la regulación en la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor del derecho a retracto. Recordó que el derecho a retracto regulado en el artículo 3º bis, es excepcional en nuestro ordenamiento y procede en los siguientes casos: 

- Reuniones convocadas con dicho objetivo, en las que el consumidor debe expresar su aceptación dentro del mismo día de la reunión. 

- Contratos celebrados por medios de comunicación a distancia, a menos que el proveedor haya dispuesto expresamente lo contrario. En este caso el plazo se cuenta desde la fecha de recepción del bien. 

Llamó la atención que la norma protege, en el primer caso, la libertad de elección de consumidor (3º a) LPC) y en el segundo una posible disconformidad de atributos entre lo ofrecido y adquirido. No protege al mercado, sino que protege derechos.


El retracto en servicios de educación se incorporó con la ley N° 19.955. Buscando el espíritu de la norma, puso de relieve que la indicación original, del entonces H.D. Tuma estaba referida al retracto en servicios educacionales de nivel superior, dentro de primeros 30 días desde el inicio de la prestación del servicio, no sujeto a condición alguna.

El texto fue modificado en la Comisión de Economía del Senado, a propuesta del Sernac, llegando al texto actual. El principal fundamento fue el siguiente:  

“Los semestres académicos se planifican y calculan en función de un porcentaje de matrícula y la lógica de las instituciones serias y que actúan de buena fe es tener una alternativa consensuada en casos calificados y graves, pero no es posible afectar a la institución educacional que ha hecho una inversión que va mucho más allá del costo fijo de un arriendo o adquisición de otros bienes, cuando el alumno se retira porque la carrera, por ejemplo, no le es fácil o no le gusta, aunque se comparte el caso del alumno que queda capturado por la entidad, aunque desee cambiarse a otra que también lo aceptó (Sernac).” 

El señor Montalva hizo presente que el retracto en servicios de educación es un tema de la mayor relevancia, en consideración a que, de acuerdo al portal mifuturo.cl dependiente del MINEDUC, tres de cada diez estudiantes abandonan sus carreras en el primer año.

Así, mientras las universidades chilenas tienen una tasa de deserción de 25,4 % al primer año, los IP tienen una tasa de 36,1 % y los CFT de 36,6 %.

En base a lo anterior, se desprende que lo que se busca proteger es que el consumidor, o el alumno, en este caso, cuente con toda la información relevante respecto del servicio educacional. Es decir, si quedó aceptado en otra institución de educación superior mejor posicionada. 

Así, se protege el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos (art. 3º letra b) LPC) y la libertad de elección de consumidor (3º a) LPC).

Lo relevante en este contexto es que la información no será completa y por lo tanto oportuna, mientras no se conozca si ha sido aceptado en otra institución de educación superior.


El señor Montalva compartió lo señalado por SERNAC y CONADECUS, en cuanto a que hay ciertos casos excepcionales que podrían analizarse, como sería por ejemplo el caso de estudios de magíster.  



Se abocó a continuación a un análisis del proyecto de ley, tomando en consideración todo lo anteriormente expuesto.


1. - La iniciativa propone que la norma sea aplicable no solo a los estudiantes de educación superior sino que a cualquier servicio educacional, de formación o enseñanza.

2. - Aunque tal servicio sea otorgado por personas naturales o jurídicas.

3. - Se modifica el momento en que comienza a contarse el plazo para ejercer el derecho a retracto.

4. - Se eliminan los requisitos para que opere el derecho a retracto.


Analizó cada una de las propuestas.

1.- Todo tipo de servicios de enseñanza. 

El proyecto propone que se incluya a todos los servicios de educación, formación y enseñanza.

Al respecto, manifestó que si bien comparte la intención, le parece inadecuado avanzar en esta materia, ya que en este caso el retracto no se fundamenta en la posibilidad de ser aceptado en otro establecimiento, por lo que debiera operar la autonomía de la voluntad. En este punto indicó que hay mercados como el de la educación básica y pre-básica que se han autorregulado.

A su vez, materias como la calidad de la educación o el respeto a los términos y condiciones de los servicios educacionales, se encuentran regulados en otras normas. El problema es que la resolución de controversias es extensa y compleja para los consumidores.

Destacó que estos problemas deben resolverse mediante procesos más expeditos de resolución de controversias, materia que ya ha tratado esta comisión en el proyecto que reforma el Sernac y no mediante la desnaturalización de la institución del retracto.

De acuerdo a lo señalado, estimó adecuado mantener la redacción actual “centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades”.

2.- Inclusión de Personas Naturales.

El abogado señor Montalva hizo presente que este es un tema que se discutió durante la tramitación de la ley N° 19.955, sin embargo, incluir una norma como la propuesta es contrario al artículo 1º número 2 de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor, en cuanto expresamente dispone que no se considerará proveedores a las personas que posean un título profesional y ejerzan su actividad en forma independiente.

Cabe preguntarse si parece adecuado incluir a profesores particulares o tutores, los que como cualquier otro profesional no se encuentran regulados por la citada ley. Ahora bien, consideró que si esa es la intención, debiera avanzarse en ese mismo sentido respecto de todas las profesiones.

Insistió en la conveniencia de mantener la redacción actual “centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades”.


3.- Momento desde que corre el plazo.

En su parecer, este es el avance más relevante del proyecto, ya que da cuenta de un vacío legal del actual artículo 3º ter, que a pesar de regular a los CFT, IP y universidades privadas, se preocupa únicamente de la primera publicación del CRUCH.

Sin embargo, no parece adecuado contabilizar el plazo en base al contrato de prestación de servicios educacionales, ya que tiene diversos efectos indeseados:

- Si establecimientos educacionales suscriben contratos previos a las publicaciones, el alumno queda en la mayor indefensión, afectándose a quienes se busca proteger. Recordó que SERNAC ya puso de relieve este problema, y se relaciona con lo ya señalado respecto a la naturaleza de los servicios educacionales y el interés de ciertas universidades de captar con antelación a los estudiantes. Es un incentivo perverso.

- Se desnaturaliza la institución del retracto, ya que depende de la aceptación por un tercer establecimiento.

Su propuesta es avanzar en una fórmula que permita presumir con bastante certeza que el estudiante tendrá información completa y oportuna respecto de la aceptación en otros establecimientos educacionales, no sólo de universidades sujetas a la PSU, y que a su vez, permita a las universidades tener tiempo suficiente para preparar sus mallas curriculares en base a los estudiantes que realmente estudiarán en dicho establecimiento.

Lo anterior se podría lograr, sea mediante la modificación del momento en que comienza a correr el plazo o la modificación del mismo, manteniéndose el momento en que éste comienza a computarse. 


Consideró que sería bueno escuchar la opinión de las casas estudios respecto a este punto.

4.- Eliminación de condiciones.

Debido a la ya analizada naturaleza de la institución, no parece adecuado eliminar las condiciones establecidas en el proyecto, ya que es de la esencia que se trate de estudiantes de primer año y que hayan sido aceptados en otras casas de estudios.

Reiteró que temas como la calidad en la educación, el no respeto por los términos y condiciones así como otras materias, se estima que serán solucionados de mejor manera en proyectos como el que reforma al Sernac o modificaciones a la ley de educación.

En conclusión, el señor Montalva indicó:

- Se estima adecuado avanzar en materia de cómputo de plazos para que el artículo 3º ter pueda cumplir cabalmente su objetivo.

- Respecto del resto de las modificaciones propuestas, se estima que reflejan problemas o situaciones reales que aquejan a los estudiantes, pero que serían solucionadas de mejor manera modificando otros cuerpos legales o títulos de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor. 


En efecto, la reforma al SERNAC debiera reducir los plazos de resolución de controversias. Y si la intención es discutir la posibilidad de retracto fundada en la calidad de la educación, pareciera que la materia debiera ser también conocida por la Comisión de Educación.

- - - - -

Finalizada la exposición del señor Montalva, intervinieron algunos de los Honorables Parlamentarios presentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, señaló que la exposición del señor Montalva ha abierto algunos temas que conducen a debatir bastante el contenido del proyecto. Como uno de los autores de la iniciativa, indicó que el objetivo más que revisar los programas educacionales o la calidad de la educación, ha sido siempre resguardar el derecho de un consumidor al retracto, el que en su entender no debe requerir justificación.


La Honorable Senadora señora Pérez expresó que los tres invitados a la sesión han abordado aspectos distintos y han sido un importante aporte.


Así el SERNAC busca compatibilizar la iniciativa con toda la normativa del proyecto del nuevo SERNAC en el que la Comisión de Economía trabajó el último año. Agregó que las propuestas efectuadas son muy interesantes.


Por otra parte, suscribe la proposición de ampliar los días de plazo que efectúa CONADECUS, de diez a treinta días corridos. Se trata de una proposición que en su parecer respeta el espíritu del proyecto. Sugirió presentar con otros integrantes de la Comisión una indicación en esa línea.


En relación a la exposición del señor Montalva, destacó que se trata del punto de vista de un profesor universitario. Compartió lo expresado por el señor Montalva, en cuanto a que la naturaleza y el objetivo del proyecto no es resolver los problemas de la educación superior, sino resguardad el derecho del alumno al retracto. Y es por eso que la iniciativa debe estar dirigida a la educación superior.


No obstante, discrepa en lo relativo a las condiciones del retracto. Si bien entiende los argumentos esbozados, en su parecer la naturaleza del retracto dice relación con una libertad y voluntad personal, y no necesariamente debe estar condicionado a la matrícula en otra institución de educación superior, podría ocurrir también por ejemplo que el alumno  opte por ir a estudiar fuera del país o tenga problemas económicos. Hay muchas circunstancias personales que pueden estar involucradas, por lo que se suma a quienes afirman que el retracto debe depender de la sola voluntad del estudiante.

También intervino la abogada, experta en derechos del consumidor, señora Jimena Orrego, la que formuló algunos comentarios en relación con los argumentos expuestos en las presentaciones.

Así, respecto de lo que señaló el Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, en relación con los estudiantes que suscriben contratos con instituciones de educación superior, antes de la publicación de los resultados de la PSU, expresó que se trata de un comentario que le hace bastante sentido, y hay que velar porque estos estudiantes queden también protegidos.

Recordó que esta iniciativa nace a propósito de reclamos que han llegado a la Asociaciones de Consumidores respecto de estudiantes que suscriben contratos con Instituciones de Educación Superior, en los que se les reconoce el derecho a retracto, y que sin embargo, al momento de ejercerlo no lo pueden hacer porque el derecho ya está caduco, justamente porque está vinculado a un hecho de un tercero, que es la publicación de los resultados del Consejo de Rectores.

Agregó que dado que la ley tiene que tener características de generalidad, de atemporalidad, de obligatoriedad, de simpleza, lo que se hizo, fue separar el derecho de retracto puro y simple, de la vinculación de un determinado mecanismo de publicación de resultado. 

Comparte plenamente lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez, en el sentido que así como existe el derecho a retracto cuando se compra un televisor por internet, por ejemplo, con mayor razón tendremos derecho a retractarnos simplemente cuando se está decidiendo que se hará con nuestro futuro. Se trata de un punto que en su parecer no admite mayor análisis.

En referencia a la exposición del abogado, señor Daniel Montalva, manifestó hay varios puntos en los que discrepa.

En primer término, en relación a lo señalado sobre la historia de la ley, y los argumentos para modificar el texto de la indicación que el entonces Diputado señor Tuma presentó, proponiendo un derecho a retracto puro y simple, sin condiciones, con mucho más vías de plazo. Estimó que esa idea que hace ya varios años parecía tal vez muy de avanzada, no lo es al día de hoy, y la ley se tiene que adecuar a la situación actual. 

Agregó que hoy en día los estudiantes que postulan a la educación superior tienen claro cuáles son las mejores escuelas del país, hay algunos que prefieren incluso la educación privada porque les entregan más beneficios que la educación estatal, y por lo tanto, si uno hace ese enlace con lo que se les ofrece, hay en su opinión, una desnaturalización de lo que es el derecho a retracto propiamente tal. 

Sostuvo que el consumidor tiene derecho a retractarse siempre, pura y simplemente, de cualquier compra que hace, con mayor razón de una elección en materia de educación, no es necesario que haya una justificación.  Exigir una justificación solo genera una judicialización de la materia, o en el evento que se apruebe el proyecto de fortalecimiento del SERNAC, ir a mediación. Reiteró que de una modificación como la que se debate debe esperarse que se sancione que el consumidor se retracte pura y simplemente.

Afirmó estar de acuerdo con las propuestas de CONADECUS en cuanto a la ampliación del plazo, y que el plazo se cuente desde el inicio de la prestación de los servicios educacionales.

Por otra parte, subrayó que esta iniciativa de ley no es para proteger el mercado de la educación, ese propósito está absolutamente fuera de sus objetivos, se trata de un proyecto de ley de protección al consumidor. 

- - - - -


En sesión de 10 de mayo de 2017, la Comisión escuchó la exposición de representantes de la Universidad de Chile, DUOC UC, Universidad de Valparaíso, y a los abogados señores Renzo Arata y Hernán Quiroz.

UNIVERSIDAD DE CHILE


Concurrieron en representación de la Universidad de Chile, el Director Jurídico, señor Fernando Molina; el Jefe del Área de Gestión Académica del Departamento de Pregrado, señor Carlos Rilling, y el Jefe de Admisión y Matrícula, señor Osmar Valdebenito.


En primer lugar intervino el Director Jurídico, señor Molina, quien luego de agradecer la invitación, dio inicio a su exposición declarando que la Universidad de Chile va a estar siempre a favor de las normas de protección de los derechos del consumidor. Asimismo sostuvo que la Universidad de Chile es un servicio público que no está en el mercado educacional.

En particular, en lo referido al derecho a retracto, estimó prudente tratar de conciliar estas normas con el proyecto sobre educación superior, donde se ha planteado la existencia de una Superintendencia. El tema de la educación superior no se trata de una situación de consumo más, hay un derecho involucrado como es el derecho a la educación.


En relación al texto del proyecto, llamó la atención que amplía la norma referida al derecho a retracto, que actualmente rige para la educación superior y está vinculada al proceso de admisión CRUCH, a todos los servicios educacionales, por ejemplo a un preuniversitario o un curso en una academia de música. Se valora positivamente que el proyecto de ley en estudio proponga ampliar el derecho a retracto a todos los servicios educacionales, de cualquier naturaleza, tanto formales como informales, así como para estudiantes de niveles superiores y no sólo de primer año, pues estos otros servicios educacionales también requieren tener una regulación de un eventual retracto.

Sin embargo, esta motivación no puede ignorar la existencia de un proceso de admisión particular de los estudiantes de primer año del Consejo de Rectores y otras universidades que se han adherido (en total, 36 instituciones) que tiene como propósito seleccionar e identificar, en forma objetiva y transparente, a aquellos estudiantes que tienen mayores posibilidades de éxito académico. Puso de relieve que el proceso de admisión a las universidades tiene complejidades y particularidades que hay que considerar. Existen ciertos principios rectores que pueden verse alterados con este proyecto. 


En ese sentido, le parece interesante explorar la posibilidad que la norma distinguiera la hipótesis de los servicios educacionales de educación superior que estén sujetos al proceso único de admisión, que está sujeto a un cronograma bastante particular, de los otros servicios educacionales. Por tanto, como sugerencia, la modificación a la ley debiera distinguir entre el derecho a retracto de los servicios educacionales en general y aquel relativo a los postulantes a primer año de las universidades pertenecientes al Sistema Único de Admisión.


Y lo relativo al retracto en materia de educación superior sería bueno que estuviera en manos de la futura Superintendencia de Educación. 


Anunció que el Jefe del Área de Gestión Académica del Departamento de Pregrado, señor Carlos Rilling, expondrá acerca de las particularidades del proceso de admisión, que es necesario considerar para efectos de implementación de una norma como la propuesta. 


El señor Rilling acompañó su exposición de una minuta, y señaló:


1. Las Universidades del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, y algunas otras universidades adscritas, circunscriben su proceso de admisión al Sistema Único de Admisión (SUA-CRUCH), con reglas comunes y transparentes para todos los postulantes del sistema. La adscripción a un sistema único de admisión permite a postulantes de todo el país acceder de forma sistemática y ordenada a las vacantes ofrecidas por las instituciones con total transparencia, en plazos, fechas, términos y condiciones que los estudiantes conocen previo a la toma de sus decisiones de formación, y que permite además, previo pago de un arancel de postulación único, el acceso a 36 Universidades en todo el territorio nacional.


2. El proceso de admisión SUA-CRUCH es un acuerdo interinstitucional para la administración común de los procesos de admisión y matrícula de estudiantes nuevos, que se desarrollan en un sistema altamente competitivo e integrado, en que el retracto de un estudiante genera una vacante para un estudiante en lista de espera. Dado que dentro del sistema existen programas de pregrado altamente demandados, en los cuales hay hasta 12 postulantes válidos para cada vacante ofrecida, el Sistema SUA-CRUCH opera desde la premisa de que, al liberarse una vacante, esta debiese ser automáticamente asignada en el período de lista de espera al estudiante que se encuentra en la posición inmediatamente siguiente. La estructura actual del derecho a retracto permite a las Universidades hacer una asignación de vacantes que optimiza tanto las opciones de los estudiantes como de la institución de completar las vacantes planificadas, vela porque ninguna vacante quede sin ocupar, resguardando el derecho de los estudiantes a recuperar el monto de los aranceles y matrícula que la ley les permite.


3. El señor Rilling hizo presente que ese es el escenario a considerar. Dado que el Sistema de Admisión SUA-CRUCH considera un marco temporal definido el cual las instituciones tienen acuerdo de respetar, en el caso de que un estudiante se retracte fuera de este período temporal acotado y definido, que es la situación que genera esta ley, ese retracto no generaría las condiciones para asignar esa nueva vacante a un nuevo estudiante, y por ende, le provocaría un perjuicio potencial al estudiante que no sería convocado a matrícula.


4. La libertad de elección del estudiante para retractarse de su matrícula debe darse entonces en un marco regulado que no perjudique la oportunidad de otros estudiantes de acceder a dichas vacantes en un sistema altamente competitivo. Es por ello que la posibilidad de retracto debería ajustarse únicamente a los estudiantes donde el retracto se produce debido a la creación de oportunidades de acceso a la educación superior que el estudiante no tenía abiertas al momento de matricularse en la primera institución. El señor Rilling puso de relieve que esta es su primera propuesta, pues contemplar el derecho a retracto a todo evento generaría incentivos perversos, pudiendo quedar vacantes abiertas en un sistema altamente competitivo, perdiendo la oportunidad de educar a un estudiante que podría quedar sin una vacante.


5. En complemento, y con el fin de cautelar el Sistema Único de Admisión, que se encuentra ampliamente regulado en términos de las vacantes y mecanismos de selección que aplica, y en el espíritu de asignar racionalmente esas vacantes a los postulantes en los períodos que el Sistema considera pertinentes, los estudiantes que ingresen a un programa de primer año no deberían poder acogerse a retracto si están retornando a un programa en que estaban matriculados en un proceso de admisión anterior, o si deciden no continuar en la educación superior. La diferencia de tratamiento de la educación superior respecto de otros bienes o servicios regulados por la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor radica en que: (a) el acceso a la educación superior se da en un entorno competitivo para los postulantes, que no considera sólo la voluntad personal de acceder a la carrera, ni variables de costo de ésta, sino que incorpora, como elemento central, las posibilidades de ser seleccionado de acuerdo a ciertos criterios previamente establecidos (que en el caso del SUA-CRUCH, son el puntaje obtenido por el estudiante, el que determina las posibilidades de ingreso más allá de cualquier otro factor); (b) dada la existencia de vacantes limitadas, las que podrían incluso ser considerada como bienes públicos en el caso de universidades del Estado, la no ocupación de alguna de éstas significa que un postulante pierde la posibilidad de participar del programa o carrera en el que manifestó interés de participar a través del sistema de postulación, y que, por ende, se vería limitado en su derecho a acceder y ser convocado en Lista de Espera, dado que la modificación propuesta en el proyecto, no generaría los incentivos apropiados para operar de forma óptima.


6. Las condiciones que actualmente existen para aplicar el derecho de retracto además fomentan mantener un sistema de matrícula única en el sistema de educación superior, evitando duplicidades. También impide generar incentivos perversos para que estudiantes puedan utilizar el sistema de admisión de manera poco seria, perjudicando a los postulantes efectivos. 


7. Otro aspecto que estiman necesario mencionar, es que en las condiciones actuales, el plazo de 10 días no debería concluir antes del último día del proceso de matrícula del Sistema Único de Admisión a las Universidades Chilenas (SUA-CRUCH), para permitir al estudiante hacer uso de su derecho a retracto en el caso de querer transferirse desde una institución que realiza sus procesos de matrícula de forma previa a los del SUA-CRUCH; es el caso de ciertas universidades privadas que realizan sus procesos de matrícula en noviembre o diciembre, si el alumno se matricula en ese momento y luego es admitido en otra universidad, sujeta al proceso único de admisión, su plazo de retracto podría estar ya vencido de acuerdo a la iniciativa de ley.


8. En la propuesta se cambia el porcentaje que puede retener la institución de educación superior a quienes se retracten, de un 1% del arancel anual al 10% del costo de la matrícula, bajo el supuesto de que el segundo valor es menor. Sin embargo, es posible que existan casos donde el 10% de la matrícula sea mayor, o que se generen los incentivos para transferir costos desde el arancel a la matrícula con el objetivo de aumentar el monto retenido. Por lo mismo, se propone que la ley defina el monto a retener por retracto como el menor valor entre las dos cifras propuestas.


El señor Rilling entregó algunos elementos de contexto específicamente de la Universidad de Chile, relacionados con la materia que aborda el proyecto. Así indicó que en lo referente al proyecto de ley en comento, la Universidad de Chile aplica lo señalado en la ley actual, en cuanto el postulante puede ejercer el derecho a retracto en los 10 días del proceso de postulación SUA-CRUCH, contra la presentación de una evidencia de matrícula como estudiante de primer año en otra institución de educación superior.


Por otra parte, la Universidad otorga, a los estudiantes antiguos e incluso a los estudiantes nuevos, plazo hasta el 31 de Marzo de cada año para ejercer el derecho a renuncia o postergación de estudios, reteniendo solamente el valor de la matrícula, que tiene un valor al año 2017 de $131.250. Se le devuelven al estudiante todos los documentos o pagos que hayan efectuado, y la relación contractual, si es que el estudiante lo decide, termina en ese momento.


El señor Rilling finalizó sugiriendo algunos cambios formales:


1. El plazo de 10 días para ejercer el retracto se propone que se cuente "a partir de la firma del respectivo contrato", lo que en el caso de universidades del Estado y en particular de la Universidad de Chile y varias otras universidades estatales no existe, pues entienden que el estudiante al matricularse adhiere a un programa de estudio o de formación que ofrece la Universidad y no firma un contrato. Hay una declaración de voluntad que da origen a un certificado de alumno regular que tiene una fecha. Por tanto, se sugiere que la ley considere otras formas de evidencia, y que los 10 días para ejercer retracto debiesen aplicar desde que el estudiante formaliza su matrícula.


2. Dado que no todos los estudiantes realizan pago de matrícula (por Gratuidad Universitaria, Beca u otros sistemas de financiamiento), el evento de la matrícula debería poder ser verificado con un Certificado de Alumno Regular u otro elemento que tenga la fecha de matrícula del estudiante.


El Jefe de Admisión y Matrícula, señor Osmar Valdebenito, complementó lo señalado, y se enfocó en el último de los puntos planteados por el señor Rilling. Por ejemplo, mencionó el caso de estudiantes que se matriculan en Universidades que no tienen el beneficio de la gratuidad, y luego corren las listas de espera y logran obtener un cupo en la Universidad de Chile o en otra universidad que si accede a la gratuidad. Las universidades les exigen para la devolución de su dinero o documentos, el comprobante de pago de matrícula, en circunstancias que ese comprobante no existe si el alumno es beneficiario de gratuidad. Se han generado bastantes problemas por esa situación, universidades que han rechazado o demorado el efecto del retracto en estos casos. Por eso reiteró la relevancia de que la ley se refiera no sólo al comprobante de pago sino que a cualquier otro documento que certifique la matrícula del estudiante en otra institución.


Asimismo se refirió al derecho de los estudiantes que están en lista de espera. Hoy día, conforme a la regulación del derecho de retracto, los estudiantes tienen diez días para tomar una decisión respecto de su educación superior, decisión que tiene que ser informada y seria, pues sus efectos no se limitan a él, sino que también a otro u otros estudiantes que se quedarán sin un cupo si él opta por matricularse. Consagrar la posibilidad de retracto a todo evento puede generar situaciones complejas, de estudiantes que utilicen el sistema con otros fines, perjudicando a quienes están en lista de espera. Por eso es muy importante resguardar la posibilidad de retracto para aquellos casos en que se accede a una mejor oportunidad de educación superior.

DUOC UC


A continuación la Comisión recibió al Director de Administración, Finanzas y Financiamiento de DUOC UC, señor Sergio Arteaga.


El señor Arteaga, en primer término, destacó que la misión de DUOC UC es formar personas en el ámbito técnico y profesional, con una sólida base ética inspirada en los valores cristianos, capaces de actuar con éxito en el mundo laboral y que estén comprometidas con el desarrollo de la sociedad. DUOC UC tiene 97.374 alumnos; cuenta con 9 escuelas: administración y negocios; comunicación; construcción; diseño; informática y telecomunicaciones; ingeniería; recursos naturales; salud y turismo. Tales escuelas ofrecen un total de 82 carreras. Cuenta con 12 sedes: Santiago; Concepción; Arauco; Melipilla; Viña del Mar y Valparaíso. Su acreditación como instituto profesional es por 7 años.


Luego se refirió al perfil del alumno DUOC UC basado en información que se obtuvo, principalmente, de las siguientes dos fuentes: la Ficha Socioeconómica y la Encuesta de Inicio. La Ficha Socioeconómica contiene información rescatada al momento de la postulación a la institución, previo a su matrícula o paralela a ella. Por su parte, la Encuesta de Inicio 2016 es una iniciativa de la Unidad de Asuntos Estudiantiles que tiene como objetivo conocer y perfilar a los nuevos integrantes de la comunidad educativa de DUOC UC, con la finalidad de contar con información que permita generar iniciativas que faciliten una trayectoria más exitosa en la institución.

RANGO ETARIO Y SEXO ALUMNOS
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El proceso de selección, DUOC UC se aplica a todos los programas de pregrado conducentes a título. Es un proceso único, independiente de la fuente de financiamiento del alumno. La selección se realiza en base al NEM y el tipo de institución EMTP de la cual  provenga, definiendo así una nota de corte (NC) que definirá el tipo de proceso a seguir por el postulante. Todos los alumnos deben postular completando la ficha de postulación vía web en www.DUOC.cl, incluidas las carreras semi presenciales. Los postulantes en situación de discapacidad o extranjeros se adhieren al mismo proceso de selección anteriormente descrito.


Contrato de Prestación de Servicios Educacionales 2017. 


A) Termino de Contrato con devolución de matrícula: 


i) Derecho de Retracto :  Conforme a la ley, alumno de 1º año, tiene el derecho a retractarse de su inscripción dentro del plazo de diez hábiles contados desde la fecha de la primera publicación de los resultados CRUCH, matriculado en otra institución.


ii) Devolución de Matricula por no uso de vacante: Se procederá a realizar la devolución de matrícula a los alumnos, que manifiesten su intención de dar termino al contrato durante el periodo entre la firma y hasta el día 31 de Enero.  


B) Desahucio: Podrá terminar unilateralmente el presente contrato, presentando el mismo una carta al Director de la Sede donde fue matriculado. Máximo plazo diez días hábiles siguientes a la fecha de inicio calendario académico. Se anula el pago del arancel, se retiene valor de matrícula.


C) Caducidad: En el caso de alumnos de continuidad, que no inscriban ninguna asignatura en el plazo asignado para anulación de semestre y retiro de asignaturas, según calendario académico, caducara su contrato sin devolución de matrícula.


Finalmente, dio a conocer la posición de DUOC UC frente a la modificación propuesta por el proyecto de ley en trámite.


1.- En principio, parece razonable mantener el derecho de retracto luego de 10 días corridos desde la firma del contrato del alumno. De todas formas es importante conocer en detalle los flujos de admisión en esta industria, que se basan en cupos, que se van llenando gradualmente. Y que los perfiles de los alumnos difieren de los perfiles universitarios.


2.- Parece pertinente eliminar la vinculación con las postulaciones del CRUCH, siempre y cuando el límite de fecha de corte para el retracto sea el 31 de Enero de cada periodo. La razón de esta limitación, se fundamenta en que una parte de los alumnos postulantes, toma sus decisiones teniendo a la vista los resultados universitarios.


3.- La condición de acreditar el traslado hacia otra ESTP, permite motivar que el alumno tome una decisión seria y responsable en su traslado.


4.- Extender los beneficios del retracto, hacia los meses de febrero y marzo, generaría inestabilidad en las instituciones, respecto a su planificación de matrícula real, generando importantes perjuicios económicos. Definitivamente, sería necesario constituir listas de espera u otro mecanismo para reemplazar a estos alumnos.


5.- En relación a la gratuidad, indicó que contempla normas que limitan el crecimiento de las instituciones, por lo tanto existiría incertidumbre en los ingresos, que ciertamente ya tendrían sus estructuras de costo definidas. 


6.- DUOC UC tiene mecanismos complementarios que permiten dar por terminado el contrato, y que tendrían que ser modificadas luego de los efectos de los puntos 4 y 5.

UNIVERSIDAD DE VALPARAÍSO


El Director de la División Académica de la Universidad de Valparaíso, señor José Miguel Salazar, dio a conocer el parecer de dicha casa de estudios sobre esta iniciativa.




Anunció que su presentación abordará los siguientes puntos:




1.- Problematizar la idea del estudiante como consumidor.




2.- El derecho a retracto en el marco del Sistema Único de Admisión (SUA).




3.- ¿Qué consecuencias se siguen de la propuesta? La desventaja relativa de las universidades estatales.




4.- ¿Qué alternativas quedan? 

1. El estudiante como consumidor.

El señor Salazar comenzó señalando que llama mucho la atención que esta iniciativa, que aborda temas de educación superior, se debata en el seno de la Comisión de Economía. La respuesta está en la ley que regula la materia y las funciones que le otorga al SERNAC, pues ciertamente la educación no es un proceso de consumo, no se rige por el mercado, y las personas no compran cosas en la educación.

La operación de concebir al estudiante como consumidor es problemática. Pensar este tema en este marco, con  los estudiantes como consumidores, es complejo. No se entiende porqué esta materia se regula en la ley del consumidor, si la educación, insistió nuevamente, no es un proceso de consumo.

La educación, manifestó, es un proceso de transformación del estudiante. En la universidad se forman identidades. Reducirlo a una prestación de servicios por un pago determinado en un ciclo anual, es un problema conceptual importante, que nos pone en una lógica de reducir las características y complejidades de la educación, a una relación de derechos y obligaciones puramente transaccionales.

El proceso educativo es un proceso largo e incierto. En efecto, no existe la seguridad que la persona se gradúe. Además la educación es un acto de coproducción, en el que la institución de educación superior pone herramientas a disposición del estudiante, para que pueda aprender, pero si el estudiante no contribuye no hay aprendizaje.

En consecuencia la naturaleza específica de esta relación es de difícil reducción en un estatuto puramente transaccional. Eso dificulta entender el problema que afrontamos. En su parecer, debe buscarse alguna forma de discutir este problema en un marco más amplio, que dé relevancia y perspectiva al desarrollo del proceso educacional y el efecto que tiene en las personas.

2.- El derecho a retracto en el marco del Sistema Único de Admisión (SUA).

Para las universidades del CRUCH y asociadas, el proceso de admisión es un proceso reglado, con un calendario fijo. 

Recordó que este proceso, desde el año 2016, incluye la gratuidad lo que implica estar sujeto a más restricciones y más normas. Además este proceso supone que activamente la universidad o institución debe hacer muchas cosas, por ejemplo presentación de informes, remitir listados (DFE, MINEDUC; DEMRE; SIES), y los plazos para ello son acotados.

Por tanto si se quiere hacer un cambio al derecho a retracto que funciona en este marco, hay que hacer un cambio mayor al SUA, y a toda la administración que el DEMRE hace de él.

El señor Salazar afirmó que la ampliación del derecho a retracto implica incertidumbre, en varios aspectos. En primer término, respecto de la estabilidad de la matrícula, pues no se sabe en definitiva con cuántos alumnos se va a empezar a trabajar, lo que implica desajuste no sólo en las clases, sino en otras funciones que cumple la universidad por su función social, y como colaboradores del tránsito del alumno hacia la universidad, y para apoyar su inserción en la universidad, como por ejemplo comunidades de aprendizaje con los estudiantes, realización de test diagnósticos, entre otros.

 Adicionalmente, puede implicar la devolución de recursos, no sólo al estudiante, sino que al MINEDUC pues si opera la gratuidad, el  MINEDUC toma el lugar del estudiante en materia de pagos, y transfiere a la institución de educación superior el valor de la matrícula y arancel, los que deben ser devueltos si el alumno se retracta. Este proceso de devolución puede implicar procesos complejos de transferencias de recursos inter-instituciones de educación superior producto de la gratuidad, pues si el estudiante se matricula en otra institución, será a esa institución adonde directamente se deban transferir los recursos del Estado para el pago que deba hacer el alumno, pues de otro modo los recursos llegarán en diciembre. Tratándose de universidades públicas, sujetas al control de la Contraloría General de la República, estas transferencias son particularmente complejas.

Este proceso considera un calendario que se aplica estrictamente. A modo de ejemplo, el señor Salazar mostró la panificación para el año 2018.
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Puso de relieve que en este proceso, en un plazo de diez días, se deben matricular todos los estudiantes, y se debe informar al Ministerio quien se matriculó. Cualquier cambio en ese contexto altera la capacidad para entregar información completa, oportuna y veraz. Y esta información es necesaria para respaldar las políticas públicas, y para articular la relación con las otras instituciones.

Mostró la planificación de este año para el proceso de asignación de ayudas estudiantiles. Destacó que al 25 de enero, todas las universidades asociadas al SUA tuvieron que mandar al Ministerio de Educación su nómina de estudiantes matriculados:
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Si eso se mueve en el tiempo, va a tener un efecto complejo para las universidades, pues el Ministerio no tendrá la información a tiempo, y se producirá un desfase importante en el pago de matrículas y aranceles afectos a la gratuidad. Ya hay un desfase, y esto lo alargará aún más, lo que es relevante para universidades con recursos limitados.

Todo lo anterior puede resultar altamente complejo.




3.- ¿Qué consecuencias se siguen de la propuesta? La desventaja relativa de las universidades estatales.




En este punto, el señor Salazar comenzó señalando que este proceso de admisión tiene una ambigüedad de base, pues existen dos sistemas de admisión, relativamente independientes:

- Uno reglado (SUA).

- Otro abierto (y que usa el sistema reglado como referencia). 

Se trata de un punto muy crítico. En el mundo privado la matrícula continúa mucho después del cierre del proceso de admisión.

Este proceso no es sólo complejo para las universidades, sino también para los alumnos que se ven sometidos a un verdadero bombardeo de información, y se trata de influir de distintos modos en sus decisiones y lograr que se retiren de una universidad para matricularse en otra. La ampliación de este plazo puede afectar la matrícula de las universidades CRUCH, pues se pueden producir más retiros, y una imposibilidad de llenar los cupos dejados por retracto, porque las instituciones de educación superior del CRUCH sólo matriculan en un determinado período.

La propuesta implicaría cambios sustantivos en el SUA, en circunstancias que las experiencias recientes no lo aconsejan, como lo que ocurrió el año 2016 cuando se intentó adelantar la fecha de la PSU en una semana.

Con esta propuesta, se afectará el propósito que el sistema público crezca.

5.- ¿Qué alternativas caben?

El señor Salazar hizo presente que lo expuesto no implica que nieguen la existencia de un problema en este ámbito. En efecto, creen que acá hay un problema y hay que intentar buscar una solución, aun cuando reiteró que en su parecer esta discusión debiese tener lugar en otro marco más pertinente a normas relativas a la educación superior.
Al respecto formuló algunas alternativas:

- Independizar el cómputo del plazo del retracto del proceso de admisión de las universidades del CRUCH. Es una alternativa a explorar, pero teniendo especial cuidado de no alterar demasiado estos plazos por las consecuencias que ello puede tener. 

- Sancionar las barreras que las instituciones de educación superior establezcan para limitar el retracto. 

Para ello, podría dotarse de facultad a alguna institución o agencia pública para que vele porque esas barreras no existan y haga un constante monitoreo del tema. 

- Fiscalizar el proceso de retracto en terreno.

- Publicación de un listado de las instituciones de educación superior que presentan más problemas con el retracto.

Concluyó planteando que, sin perjuicio que se trata de una relación educacional, afecta a las familias y a los estudiantes, hay millones de personas involucradas, y cualquier cambio tiene que ser hecho con especial cuidado de manera de no poner en riesgo el proceso de selección, adjudicación de las vacantes y asignación de recursos. 
PROFESOR SEÑOR RENZO ARATA


A continuación, la Comisión escuchó al abogado y profesor de derecho señor Renzo Arata quien, en primer término, recordó que la regla general en derecho privado es la fuerza obligatoria del contrato. Este principio se conoce universalmente como “pacta sunt servanda”, es decir, lo pactado obliga, y está recogido en el artículo 1545 del Código Civil chileno, que dice que todo contrato legalmente celebrado "es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales". 


Así, el derecho de retracto o la facultad de desistirse unilateralmente del contrato es excepcional, y la ley de protección del consumidor no lo consideraba en su texto original.  Fue introducido el año 2004, por la ley N° 19.955, de 2004, para determinados casos, que se describen en los artículos 3° bis y 3° ter, y que son los siguientes:


1. Retracto en compras efectuadas por consumidores en reuniones convocadas por el proveedor donde la aceptación se debía dar el mismo día de la reunión;


2. Retracto en contratos electrónicos, y


3. Retracto en contratos de educación superior.


En lo que concierne a la materia que aborda el proyecto, hizo presente que el artículo 3° ter reguló el llamado "retracto educacional".


El mensaje presidencial con que se inició, en 2001, la tramitación de ley N° 19.955 en la Cámara de Diputados, señalaba que el proyecto "consagra el derecho de retracto, común en otras legislaciones", y lo definía como "la facultad del consumidor, en los casos específicos que se señalan, para desistirse del contrato en un plazo determinado, sin expresión de causa". Agregaba que "Este derecho se contempla para situaciones en que los espacios de formación del consentimiento aparecen debilitados frente a técnicas de comercialización agresivas“.


Destacó que la LPC emplea la expresión "derecho de retracto", sin embargo, el derecho civil español y las doctrinas comparadas usan otras denominaciones, y la que se emplea con mayor frecuencia es "desistimiento”.


El retracto educacional no figuraba en el proyecto de la ley N° 19.955. Fue introducido durante su discusión en la Cámara de Diputados, por una indicación promovida por el diputado Eugenio Tuma, para otorgar este derecho en los contratos de servicios educacionales de nivel superior, entendiendo por tales los que prestan los centros de formación técnica, los institutos profesionales y las universidades. Es un retracto que sólo se contempla en la legislación chilena y que ha tenido relevancia dadas las particularidades de nuestro sistema universitario.


¿Cuáles son las deficiencias que se han observado en estos tres supuestos de retracto?


En las compras en reuniones convocadas por el proveedor, no se contempla un plazo para devolución del dinero. En los contratos electrónicos, se deja al simple arbitrio del proveedor su existencia. En los contratos educacionales de nivel superior, por su parte, no se establece la forma en que debe efectuarse el retracto. Además su ámbito de aplicación y plazo es muy restrictivo. Las instituciones insertan cláusulas abusivas una vez que ha transcurrido el plazo de protección.


No obstante lo señalado anteriormente respecto del derecho de retracto en los contratos educacionales de nivel superior, algunos centros de educación superior, especialmente universidades, contemplan en sus contratos una cláusula que obliga al contratante y al alumno a pagar "el total de la matrícula y el respectivo arancel por los servicios educaciones del año académico correspondiente". A su vez, establecen que "la suma pagada por la matrícula no será susceptible de devolución" y a reglón seguido incorporan el derecho a retracto contemplado en el artículo 3° ter antes citado.

Recordó que la indicación presentada por el entonces Honorable Diputado señor Eugenio Tuma contenía una completa regulación, pero con plazos diferentes.  Su texto era del siguiente tenor: "En el caso de prestaciones de Servicios Educacionales de nivel Superior, incluido en ellos los Centros de Formación Técnica, Institutos Profesionales y Universidades, se faculta al consumidor o a quien efectúe el pago en su representación para que, dentro de los primeros treinta días corridos contados desde el inicio de la prestación del servicio, proceda a dejar sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados. Se entenderá que no corresponde ningún pago si el consumidor deja sin efecto el contrato antes del inicio del período académico respectivo. No obstante, la Institución estará facultada a cobrar hasta una mensualidad, además de la matrícula, en el caso de que el retiro del alumno se produzca dentro de los primeros treinta días del período académico. En ningún caso, la Institución podrá retener los documentos de pago posterior a este retracto, ya sea, letra, pagaré o cheque, otorgados en respaldo del período educacional respectivo. En el caso de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, este se anulará con la sola renuncia efectiva del consumidor al servicio educacional. El prestador del servicio se abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos antes del plazo señalado en el inciso 2°.".


No obstante, durante su discusión en el Senado, se presentaron indicaciones que restringieron su ámbito de aplicación. La Comisión de Economía del Senado aprobó el texto en las sesiones de 9 y 16 de diciembre de 2003 y de 13 de enero y de 2 de marzo de 2004. No tuvo más modificaciones y en definitiva se convirtió en ley, con el siguiente texto:


"Artículo 3° ter.- En el caso de prestaciones de servicios educacionales de nivel superior, proporcionadas por centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades, se faculta al alumno o a quien efectúe el pago en su representación para que, dentro del plazo de diez días contados desde aquél en que se complete la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, deje sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados.


Para hacer efectivo el retracto a que se refiere este artículo, se requerirá ser alumno de primer año de una carrera o programa de pregrado y acreditar, ante la institución respecto de la cual se ejerce esta facultad, encontrarse matriculado en otra entidad de educación superior.”. En este punto, el señor Arata llamó la atención en cuanto a que falta la consagración expresa de la forma en que debe hacerse el retracto.


Continúa la norma “En ningún caso la institución educacional podrá retener con posterioridad a este retracto los dineros pagados ni los documentos de pago o crédito otorgados en respaldo del período educacional respectivo, debiendo devolverlos todos en el plazo de 10 días desde que se ejerza el derecho a retracto. En el evento de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, este quedará revocado por el solo ministerio de la ley desde la fecha de la renuncia efectiva del alumno al servicio educacional. El prestador del servicio se abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos, antes del plazo señalado en el inciso primero.

 
No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la institución de educación superior estará facultada para retener, por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula, que no podrá exceder al uno por ciento del arancel anual del programa o carrera.”.


Luego, indicó que correspondía preguntarse los motivos por los cuales en Chile existe un retracto tan particular. Al respecto, indicó que para entenderlo debemos analizar nuestro sistema de educación superior. Desde la década de los ochenta del siglo pasado las instituciones que no estaban en el sistema unificado, comenzaron a aceptar alumnos desde el mismo día en que se publicaban los puntajes de la PSU, y antes de que se conocieran los resultados del proceso de postulación de las universidades del CRUCH, y, entonces, comenzó a generarse un problema económico que afectaba a las familias de los postulantes, porque, mientras el alumno estaba en la incertidumbre acerca de si el puntaje obtenido le permitiría quedar seleccionado en la carrera que le interesaba de alguna universidad tradicional, debía decidir entre matricularse o no en alguna universidad no tradicional que también le interesaba, y que no lo podía esperar porque necesitaba llenar sus vacantes. 


Así las cosas, si no aseguraba un cupo en una universidad no tradicional, corría el peligro de que cuando llegara a postular después de haberse concluido el proceso de selección en las universidades del Consejo de Rectores, ya estuvieran copadas las vacantes en la universidad privada no tradicional que tenía como segunda opción. Enfrentada a este dilema, su familia optaba por asegurar un cupo en la universidad no tradicional.


A su vez, la universidad privada aceptaba al alumno pero siempre que se matriculara, lo cual significaba pagar un cantidad de dinero junto con la matrícula y que su padre o algún adulto que actuara como apoderado garantizara, mediante contrato e instrumentos de crédito (pagarés, letras de cambio) el pago del arancel por el total del semestre o año, según la carrera. Se producía así el caso en que muchos alumnos se matriculaban, para asegurar su segunda opción, en una institución privada no tradicional, pero luego quedaban seleccionados por una universidad del Consejo de Rectores en la carrera de su preferencia. 


De esta forma, acudían a la primera universidad para pedir que les restituyeran lo pagado por la matrícula y sobre todo que se dejaran sin efecto los instrumentos que garantizaban el pago del arancel. Un cierto número de estas universidades, sin embargo, se negaba a acceder a esta petición y alegaba que se les debía pagar todo el arancel porque ya no podían ocupar la vacante que había sido asegurada al alumno que ahora quería desistirse.


Es este el problema que vino a solucionar el retracto regulado en el artículo 3°ter de la LPC, y sobre esta base se hacen comprensibles sus requisitos y sus efectos. Así se entiende por qué el plazo para hacer efectivo este derecho comienza a correr después de la publicación de las postulaciones a las universidades pertenecientes al CRUCH, y por qué se ejerce exhibiendo el comprobante de otra matrícula.


Actualmente se ha mitigado parcialmente este problema. Desde el año 2012 el Consejo de Rectores invitó a adherirse a su sistema de selección a algunas universidades privadas "no tradicionales", con tal que aceptaran sus reglas de postulación, vacantes e intercambio de información. Ocho establecimientos aceptaron ingresar al sistema, que funcionó de esta manera por primera vez en 2013. En 2016 el CRUCH aceptó el ingreso al sistema de una novena universidad y evalúa algunas que lo han solicitado formalmente. 


De esta manera, el dilema arriba descrito sigue planteándose entre las instituciones que forman parte del proceso unificado de selección (las 25 universidades miembros del CRUCH y las 9 adscritas al proceso de selección), y las 26 universidades, 43 institutos profesionales y 58 centros de formación técnica que son ajenas a él.


Aunque no hemos encontrado cifras oficiales sobre la evolución del retracto educacional en los últimos años, alguna evidencia empírica  sugiere que, desde entonces, el retracto unilateral quedó limitado a los institutos profesionales, a los centros de formación técnica y a las universidades que, por diferentes motivos, no participan de este sistema común de selección para el ingreso a la educación superior, y aceptan a sus postulantes en forma independiente del proceso de matrícula de las demás instituciones.


Observó que en esos establecimientos en donde se comprende la mayor parte de los estudiantes chilenos que cursan estudios de nivel superior. 


Sobre las razones de la protección del alumno retrayente, indicó que la protección especial a los consumidores se justificaría no solo porque el proveedor no suministre la información necesaria, sino también por problemas de racionalidad imperfecta. El problema no consistiría, únicamente, en que el consumidor no disponga de acceso a la información que le permita una adecuada formación del consentimiento, sino que, aun disponiendo de dicho acceso, no necesariamente es capaz de utilizar la información adecuadamente. 


Sobre el proyecto en debate, destacó que sus objetivos son los siguientes:


1. Ampliar el ámbito del retracto a cualquier institución educacional. ¿Qué lo justifica?


2. Modificar el momento desde el cual se cuentan los diez días para el retracto. Potenciales problemas. 


Considera importante incorporar en la norma lo siguiente: “serán nulas de pleno derecho las cláusulas que impongan al consumidor una penalización por el ejercicio de su derecho de retracto”.

Luego, propone considerar la siguiente redacción para la disposición en análisis:


“Artículo único.- Reemplázase el artículo 3° ter de la ley N° 19.496 por el  siguiente:


“Artículo 3° ter.- En los contratos de prestación de servicios educacionales, de formación o enseñanza, sean provistos por cualquier persona natural o jurídica, el alumno y/o quien efectúe el pago de la matrícula o arancel tendrá derecho a poner término unilateralmente al contrato dentro del plazo de diez días corridos, contados desde la fecha de la firma del respectivo contrato.


El derecho a retracto se ejercerá sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados, no obstante ello, la institución de educación estará facultada para retener,  por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula, que no podrá exceder al diez por ciento del valor de la misma.


En todo caso, la institución educacional deberá devolver en un plazo máximo de diez días, contados desde la fecha en que se ejerce el derecho a retracto, la totalidad de los dineros pagados, los documentos de pago o crédito entregados en garantía y los documentos o certificados requeridos para el proceso de matrícula.


En el evento de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, éste quedará revocado por el solo ministerio de la ley desde la fecha de la renuncia efectiva del alumno al servicio educacional. El prestador del servicio se abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos, antes del plazo señalado en el inciso primero.”.”.

ABOGADO, SEÑOR HERNÁN QUIROZ

A continuación, la Comisión escuchó al abogado señor Hernán Quiroz, quien abordó algunas ideas del proyecto en estudio. Según su parecer, lo que hace interesante e importante el retracto en materia de protección al consumidor es que se trata de una institución original del derecho chileno, que no se ve en otras legislaciones. También por la importancia práctica que tiene dentro del sistema de admisión a la educación superior en Chile.


La regla general en el derecho civil es que todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes. No puede ser invalidado o dejado sin efecto, salvo por voluntad común de las mismas partes.  Por tal regla el derecho de retracto es una institución excepcional y, por lo mismo, debe interpretarse y aplicarse de forma restrictiva. Las excepciones tienen que estar plenamente justificadas, porque el desistimiento unilateral es sumamente excepcional. En nuestro país existen cuatro casos: compras compulsivas; compras a distancia; servicios de educación superior y ciertos contratos financieros celebrados por adhesión. 


Por lo tanto, lo que uno tiene que preguntarse en este análisis es cuál es la justificación del derecho de retracto en los servicios educación superior. La historia de la ley no da cuenta del fundamento de esta institución y su interpretación. El Honorable Senador señor Eugenio Tuma, en ese entonces Diputado, que lideró el proyecto que lo introdujo en la LPC, señaló que resultaba tan evidente su necesidad que no era necesario indicar su fundamento. Al analizar el sistema de admisión a la educación superior en Chile, que es tan propio de nuestro país, se entiende por qué se justificaba esta institución.


A partir el año 1981, con el establecimiento de una cantidad considerable de universidades privadas que no formaban parte del Consejo de Rectores, comenzó a regir un sistema paralelo de admisión. Por un lado, el sistema único de admisión de las universidades del CRUCH, más las ocho, y hoy día diez u once universidades que han sido invitadas por el Consejo de Rectores a participar de ese sistema de admisión, en virtud del cual todas ellas tenían un plazo común para postular a las distintas universidades, sabiendo de antemano cuántas eran las vacantes y, en consecuencia, cuándo comenzaban a correr las listas de espera. Sin embargo, las demás universidades que tenían que cobrar porque tenían que financiar las matrículas y los aranceles, no podían esperar que comenzara a correr el plazo para matricularse en las instituciones del CRUCH, porque tenían el incentivo del seguro del sistema de admisión y del aporte fiscal indirecto, por los que les interesaba captar los mejores puntajes. 


Por eso es que se estableció la posibilidad de que los alumnos y sus familias no tuvieran que pagar varias veces matrículas para asegurar el cupo en distintas instituciones de educación superior, mientras corría el plazo del CRUCH y, por tal motivo, también, el plazo comienza actualmente desde el primer llamado a las postulaciones del sistema del Consejo de Rectores.


Este es el contexto y la finalidad del retracto educacional, y el proyecto en discusión viene a extender esta institución a todos los niveles de la educación que contempla la ley: parvulario, básico, medio y superior. 


Hasta ahora el derecho de retracto existe solamente para la educación superior donde era urgente solucionar el problema. Sin embargo, la idea de extenderlo a los demás niveles educacionales en el contexto actual en Chile, donde cada vez hay más preferencia de los padres de colegios pagados, le parece plenamente justificado.


Luego destaca que se trata de un buen proyecto en cuanto a su síntesis; a su redacción y lenguaje.  


Está de acuerdo en que no parece adecuado establecer que el plazo se cuenta desde la fecha del contrato, porque genera una incertidumbre que seguramente no fue querida por quienes redactaron el proyecto. Es mejor plantear el cómputo del plazo desde la fecha de la matrícula. La Corte Suprema identifica el contrato de educación con la matrícula, por lo cual le parece que es más preciso hablar de la matrícula.


Con respecto a si es poco o no un plazo de diez días, destaca que el proyecto no innova al respecto. En la legislación europea el plazo de retracto es de 14 días. En todo caso, tanto el plazo como el porcentaje de la matricula o del arancel anual que puede retener la institución educacionales, le parecen una segunda derivada que habría que analizar con las personas que están en esta actividad.


No es lo ideal que se esté discutiendo este tema en la Comisión de Economía. Ojalá que se encontrara en la de Educación. Indicó que, desde el punto de vista práctico, seguramente el Honorable Senador Tuma pensó que es mejor que el derecho en estudio esté en esta ley a que no esté recogido por legislación alguna. Le parece apropiado que la Comisión deje constancia que en el mediano o futuro plazo esta institución debería migrar a la legislación educacional propiamente tal.


En relación a la institución de retracto en general, valora que dentro de la historia de la ley se precise un poco más la naturaleza jurídica de esta institución, que no es solamente de importancia dogmática sino que tiene una serie de consecuencias prácticas muy relevantes. 


Doctrinalmente hay cuatro tesis acerca de por qué tiene que haber derecho a retracto en algunas instituciones. La doctrina general y la legislación comparada hablan de desistimiento unilateral, por lo que el retracto es una nomenclatura más bien chilena. En muchos casos el consumidor tendría una cierta incapacidad de entender bien lo que está comprando, entonces su voluntad no está al mismo nivel y conocimiento del proveedor. Es entonces que se justifica la posibilidad de retractarse. 
- - - - -

Luego, el señor Presidente de la Comisión le ofreció el uso de la palabra al abogado señor Rodrigo Momberg, presente en la sesión, quien anunció que sólo abordaría un aspecto específico del proyecto: que el retracto se pueda ejercer a todo evento, es decir, sin que el alumno deba justificarlo. 


En su parecer, tal aspecto debe ser corregido en consideración a los motivos por los que fue consagrado el derecho de retracto del artículo 3° ter, cual fue contrarrestar prácticas de Universidades privadas que matriculaban alumnos previo a que operara el sistema de matrícula y admisión del CRUCH. Por lo tanto, considera necesario que el alumno deba justificarse para efectos de retractarse del contrato, ya sea porque optó por una segunda matrícula en otra institución de educación superior, o bien, quizás, por algún tipo de otra justificación, como un problema personal o familiar, que le impida en ese momento iniciar sus estudios. Debe existir una justificación por parte del alumno al momento de ejercer el derecho de retracto.

_______________________


En sesión de 31 de mayo, la Comisión recibió al Secretario General de INACAP1, señor Luis Eduardo Prieto.


Luego de entregar información sobre su Institución2, el señor Prieto hizo presente lo que dispone sobre la materia en debate el Reglamento Académico de INACAP, en relación a las carreras de pregrado. Al efecto citó la siguiente disposición:


“Artículo 5. Todos los postulantes, sean nuevos o antiguos, serán admitidos como estudiantes, siempre que cumplan con los requisitos académicos correspondientes y que soliciten su admisión dentro de los plazos y cumpliendo con los demás requisitos formales y económicos que se establezcan. 

En el evento que un determinado programa de estudio contemple prueba de admisión, el postulante sólo podrá matricularse una vez aprobada ésta.

La matrícula se hará efectiva a través del respectivo contrato semestral de prestación de servicios educacionales.

El estudiante podrá dejar sin efecto el contrato de prestación de servicios educacionales, dentro del período de matrícula, hasta el día de inicio de clases indicado en la programación académica semestral. En este caso, se le devolverá la totalidad de la matrícula y quedará liberado del pago total de la colegiatura. 

Las causales para dejar sin efecto el contrato, las que deberán acreditarse, son las siguientes: retracto en caso de estudiantes de primer semestre; servicio militar; no obtención del crédito con aval del Estado (CAE); no obtención de becas de arancel MINEDUC a que hubiere postulado; enfermedades graves no cubiertas por el Beneficio de Protección de Estudiantes de INACAP; y otras causas cuyo análisis de pertinencia efectúe el Comité Ejecutivo de la Sede respectiva.”.

Respecto del proyecto en estudio, procedió a referirse a los siguientes aspectos de su contenido:


1. En relación a que el derecho de retracto esté referido a contratos de prestación de servicios educacionales, de formación o enseñanza, sean provistos por cualquier persona natural o jurídica, se pregunta, en primer término,  sobre cuáles son los contratos de formación y cuáles son los de enseñanza. Hace presente que el D.F.L. N°2, de Educación, se refiere a la enseñanza formal o regular, a la enseñanza no formal y a la educación informal.


Asimismo, hace notar que el artículo 1° de la ley N° 19.496 dispone que no son proveedores las personas que posean un título profesional y ejerzan su actividad en forma independiente. 


Y que, por su parte, el artículo 2° establece que quedan sujetos a la disposición de esta ley: 


“d) Los contratos de educación de la enseñanza básica, media, técnico profesional y universitaria sólo respecto de….”.


Se pregunta si el proyecto también abarca la educación parvularia, la capacitación (SENCE) y las clases particulares.


Luego, abordó la siguiente cuestión: ¿Quién es el sujeto activo para ejercer el derecho de retracto? Hizo notar que el proyecto considera que podrá ser “el alumno o quién haya efectuado el pago de la matrícula o arancel tendrá derecho a poner unilateralmente”. El señor Prieto estima que el ejercicio del derecho de retracto debería quedar limitado al alumno.


Sobre el plazo de 10 días corridos, contado desde la firma del respectivo contrato, para ejercer el derecho de retracto, se pregunta cuál sería el beneficio para los alumnos en este aspecto. Indicó que también podrían considerarse otros hitos como son el inicio de la matrícula, la  entrega de resultados de la PSU; el inicio de Clases (requisitos de asistencia), o el periodo extraordinario de matrícula (interrupción de estudios). 


En cuanto a la firma, plantea las siguientes interrogantes: ¿debe ser firma personal?, ¿contratos vía web?, ¿firma electrónica?


Luego se refirió a que la norma propuesta considera que, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados, los instituto de educación superior, IES, pueden retener, por costos de administración, 10% de la matricula o el 1% del arancel anual del programa o carrera. Sobre este aspecto hace notar que hay IES que no cobran matrícula y que  los alumnos con gratuidad no pagan matrícula.


Finalmente, en la línea de las reflexiones anteriores, el señor Prieto se pregunta si esta es una materia propia de la ley del SERNAC o si es de la ley de reforma a la educación superior, ¿no correspondería, acaso, que estuviera dentro de las atribuciones de la superintendencia de educación superior?


Su propuesta respecto del proyecto de ley en debate es la siguiente:


1.- El derecho de retracto se consagre sólo respecto de los institutos de educación superior, y, dentro de este ámbito, nada más que respecto de las carreras de pregrado.


2.- Coordinar las atribuciones del SERNAC y las de la Superintendencia de Educación Superior, y


3.- Coordinar el proceso de matrícula de las instituciones de educación superior,  IES,  con los plazos de procesos de beneficios, becas y gratuidad.

- - - - -
-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señor Moreira (Presidente), señora Pérez, y señores Pizarro, y Tuma (Unanimidad, 4X0).
- - - - -
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone al Senado aprobar solo en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único. Para reemplazar el Artículo 3° ter de la Ley N° 19.496 por el  siguiente:

“Artículo 3° ter. En los contratos de prestación de servicios educacionales, de formación o enseñanza, sean provistos por cualquier persona natural o jurídica, el alumno y/o quien efectúe el pago de la matrícula o arancel tendrá derecho a poner término unilateralmente al contrato dentro del plazo de diez días corridos, contados desde la fecha de la firma del respectivo contrato.

El derecho a retracto se ejercerá sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados, no obstante ello, la institución de educación estará facultada para retener,  por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula, que no podrá exceder al diez por ciento del valor de la misma.

En todo caso, la institución educacional deberá devolver en un plazo máximo de diez días, contados desde la fecha en que se ejerce el derecho a retracto, la totalidad de los dineros pagados, los documentos de pago o crédito entregados en garantía y los documentos o certificados requeridos para el proceso de matrícula.

En el evento de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, éste quedará revocado por el solo ministerio de la ley desde la fecha de la renuncia efectiva del alumno al servicio educacional. El prestador del servicio se abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos, antes del plazo señalado en el inciso primero.”.
- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 12 de abril, 3,  10 y 31 de mayo, todos de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Iván Moreira Barros, Jorge Pizarro Soto y Rabindranath Quinteros Lara.
Sala de la Comisión, a  6 de junio de 2017.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.


1 Centro de Formación Técnica INACAP / Instituto Profesional INACAP / UNIVERSIDAD INACAP
2Tal información se encuentra disponible en se encuentra disponible en: 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=11178-03#
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ Y SEÑORES PÉREZ VARELA Y PATRICIO WALKER, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES CON EL OBJETO DE PROTEGER LOS HUMEDALES URBANOS

(11.256-12)
Antecedentes 

Las cifras sobre el número de humedales en Chile oscilan, según diversas informaciones de prensa, entre 18 mil y 30 mil1. Independientemente de la cifra exacta, lo concreto es que solo 12 de ellos se encuentran protegidos bajo los parámetros de la Convención de Ramsar2. Según el Ministerio de Medio Ambiente, la suma de la superficie de todos los humedales alcanza alrededor de 1.460.400 hectáreas, equivalentes a 20 veces el tamaño de Santiago. Según esa misma cartera, estos ecosistemas se concentran principalmente en las regiones de Aysén (444.200 ha), Magallanes (288.600 ha) y Los Ríos (129.300 ha). 

Los humedales de acuerdo a las normas internacionales son "extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean estas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina, cuya profundidad en mareo baja no exceda los 6 metros".3
Los humedales urbanos son aquellos que, cumpliendo las características físicas mencionadas en el párrafo anterior, se encuentran dentro del perímetro del radio urbano. 

Lugares típicos con presencia de humedales urbanos en nuestro país, encontramos en gran número en diversas ciudades, entre ellas principalmente Concepción y Valdivia. 

En la actualidad a los humedales no han tenido la relevancia a nivel normativo que debieran, como ecosistemas ricos en diversidad biológica y que en su mayoría albergan especies endémicas, residentes nativas, de paso y migratorias, que no encuentra refugio en otros ambientes y que escogen este hábitat, justamente, por sus características singulares. 

Los humedales son importantes por sus funciones ecosistémicas, por ello también son considerados como ejes transformadores de múltiples materiales biológicos y químicos, y denominado los "riñones" de la tierra por su capacidad de filtración y absorción de ciertos contaminantes dentro de los ciclos químicos e hidrológicos, así como también por ser receptores de aguas naturales o artificiales. 

Un estudio publicado en la Revista Justicia Ambiental de la ONG FIMA, resume la importancia de los humedales en el siguiente cuadro4:
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Antecedentes

Las cifras sobre el niimero de humedales en Chile oscilan, segtin diversas informaciones de
prensa, entre 18 mil y 30 mill. Independientemente de la cifra exacta, lo concreto es que
solo 12 de ellos se encuentran protegidos bajo los pardmetros de la Convencién de Ramsar2.
Segun el Ministerio de Medio Ambiente, la suma de la superficie de todos los humedales
alcanza alrededor de 1.460.400 hectéreas, equivalentes a 20 veces el tamafio de Santiago.
Segun esa misma cartera, estos ecosistemas se concentran principalmente en las regiones
de Aysén (444.200 ha), Magallanes (288.600 ha) y Los Rios (129.300 ha).

Los humedales de acuerdo a las normas internacionales son “extensiones de marismas,
pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean estas de régimen natural o artificial,
permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las
extensiones de agua marina, cuya profundidad en marea baja no exceda los 6 metros” 3

Los humedales urbanos son aquellos que, cumpliendo las caracteristicas fisicas
mencionadas en el parrafo anterior, se encuentran dentro del perimetro del radio urbano.

Lugares tipicos con presencia de humedales urbanos en nuestro pafs, encontramos en gran
nimero en diversas ciudades, entre ellas principalmente Concepcién y Valdivia.

En la actualidad a los humedales no han tenido la relevancia a nivel normativo que
debieran, como ecosistemas ricos en diversidad biolégica y que en su mayorfa albergan
especies endémicas, residentes nativas, de paso y migratorias, que no encuentra refugio en
otros ambientes y que escogen este habitat, justamente, por sus caracteristicas singulares.

Los humedales son importantes por sus funciones ecosistémicas, por ello también son
considerados como ejes transformadores de multiples materiales biolégicos y quimicos, y
denominado los “rifiones” de la tierra por su capacidad de filtracién y absorcién de ciertos
contaminantes dentro de los ciclos quimicos e hidroldgicos, asi como también por ser
receptores de aguas naturales o artificiales.

Un estudio publicado en la Revista Justicia Ambiental de la ONG FIMA, resume la
importancia de los humedales en el siguiente cuadro*:

Valoracién economica tatal de humedales
Resumen de las principales categorias de los valores de un humedal

Valores de uso Valores de no uso
Valor de uso Valor de uso Valares de | Valor de
directo indirecto opcién existencia
-Pesca =~ Retencién de = Posibles usos. - Biodiversidad
- Agricultura nutrientes. futuros [directos | - Culturay
- Lefia - Control de e indirectos} patrimonio
- Recreaciény cracidas y las ~ Valor de (2 ~ Valores de legado.
turismo inudaciones infarmacian en el
- Transporte -~ Proteccion contra | futura
- Explotacin de tormentas ¥
lafaunayflora |- Recargade
silvestres. acuiferos
- Turbayenergia | - Apoyoa otros
ecosistemas
- Estabilizacion del
microc!
- Estabilizacién de
la linea de costa.

Fuente: Wetlands International. Valoracién Socioecondmica de los Humedales en América Latina y el
Caribe (200]

" http://www latercera. com/noticia/medio-ambiente-dice-que-en-chile-hay-30-mil-humedales/, http://portal.mma.gob clichile-tiene-18-mil-
humedales-y-solo-el-2-de-ellos-cuenta-con-algun-tipo-de-proteccion/

2 http://www.ramsar.org/es/acerca-de-la-convenci %C3%B3n-de-ramsar

3 Definicion del Convenio de Ramsar.

#"Conservacion y preservacion de los humedales en Chile”. Daniel Bravo Zamora. Revista Justicia Ambiental. En http:/www fima.cl/site/wp-
content/uploads/2012/12/REVISTA-Justicia-Ambiental-2010.pdf, pags. 91-158. 2010.
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A nivel nacional, hasta ahora, lo único que regula los humedales es la Convención de Ramsar, ratificada por nuestro país en 1981 y cuya misión es: "la conservación y el uso racional de los humedales mediante acciones locales y nacionales y gracias a la cooperación internacional, como contribución al logro de un desarrollo sostenible en todo el mundo".5
En Chile existen 12 Sitios Ramsar y aquellos que están dentro de un área protegida son administrados por CONAF. Dos de ellos se encuentran bajo la tuición del Ministerio de Medio Ambiente, pero no es clara la labor estatal en aquellos sitios que se encuentran fuera del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE). 
Los demás tipos de humedales que no son Sitios Ramsar, no tienen actualmente ningún tipo de protección estatal y se encuentran total y permanentemente amenazados. 
Efectos nocivos por acciones antrópicas: relleno, secado drenaje de humedales 
Dentro de las categorías existentes de humedales, aquellos que se encuentran dentro del radio urbano, son los que están más amenazados por las actividades antrópicas (u originadas por la actividad humana). 
Los principales efectos nocivos que tienen las actividades del hombre sobre los humedales urbanos dicen relación con la gran presión de parte del sector inmobiliario e industrial del mercado, que a través del relleno, drenaje y secado de los humedales pueden aumentar sus hectáreas de terreno disponibles para diversos usos. 
Otra gran amenaza de los humedales urbanos es la basura que se deposita en ellos. Muchos humedales terminan siendo verdaderos vertederos. Esto es muy perjudicial para nuestro medio ambiente. 
Al urbanizar en extremo sin dejar lugar a los humedales y áreas verdes en general, también hacemos un grave daño y contribuimos a la pérdida de biodiversidad de flora y fauna. 
Al contrario, los humedales dentro de una cuidad pueden ser aprovechados en beneficio de toda la comunidad. Experiencias como las del gran Concepción, donde hay varios humedales que han sido restaurados y también en Valdivia, donde por ejemplo hoy en día se está en la última fase de construcción el "Parque Humedal Catrico" que recupera el humedal y construye un parque a su alrededor. 
La conciencia que tiene la ciudadanía sobre el cuidado de los humedales de su ciudad va en aumento cada día. En el gran Concepción, siete comunas se han unido en la defensa de los humedales6 y en la ciudad de Valdivia se ha armado a lo largo de los años la "mesa regional de los humedales7", que es una organización civil que busca la defensa de estos cursos de agua. 
Los humedales son indispensables por innumerables beneficios o servicios ecosistémicos. El manejo de los humedales constituye un reto mundial, y es totalmente insostenible que en nuestra legislación no contenga ninguna norma específica respecto del uso racional de estos ecosistemas. 
Por esta razón debemos hacernos cargo de la realidad actual, y regular a lo menos los instrumentos para la gestión sustentable de los humedales urbanos. 
La necesidad de protección ha sido reconocida por la propia autoridad. En una nota de prensa de 2015 la jefa de la División de Recursos Naturales y Biodiversidad del Ministerio del Medio Ambiente Alejandra Figueroa, señalaba que "los humedales pueden quedar declarados bajo las figuras de Reserva, Parque o Santuario. Sin embargo, no hemos avanzado mucho en instrumentos territoriales que resguarden la pérdida de humedales. Es una deuda", admite la funcionaria. Y agrega que las mayores amenazas son la presión inmobiliaria en los márgenes de sistemas costeros, ríos y lagos, la extracción de agua de acuíferos que alimentan vegas y bofedales, la extracción de turba desde los humedales de turberas y la extracción de áridos desde riberas de lagos y ríos."8
Hasta ahora, los únicos instrumentos que establecen algunos criterios de regulación y protección, son las pocas ordenanzas municipales existentes en algunos municipios del país, como es el caso de Santo Domingo, Coronel, Panguipulli y Valdivia9. 
Y en algunos casos, como ocurre con la capital de la Región de Los Ríos, aun no existiendo la definición en alguna norma, el plano regulador de Valdivia contempla, el Decreto Exento N°4.698 de la Municipalidad de Valdivia, de fecha 7 de agosto de 2009, que aprueba el Acuerdo N°207, de fecha 14 de julio de 2009, del Concejo Municipal, respecto de seis enmiendas al Plan Regulador vigente, contempla en la Zona ZR-2 el "humedal urbano sector de la ciudad..."10. 
En la Ordenanza del Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano de Valparaíso, por su parte, se menciona que las Áreas de Protección se subdividen en la Sub Área de Protección del Recurso Natural y Sub Área de Protección Patrimonial. La primera de éstas se conforma de las siguientes zonas: Zona de Recursos de Valor Natural Protegidas Reglamentariamente (ZPE-R), Zona Especial Ecológica por formaciones y coberturas vegetales y formaciones geofísicas (ZPE-V), Zona de Protección Ecológica de Humedales (ZPE-H), Zona de Protección Costera (ZPBC), y de la Zona Especial Paisajística (ZPP)11. 
Respecto de la Zona de Protección Ecológica de Humedales12, se señala en la Ordenanza que se establecen "por la riqueza de biodiversidad que contienen y lo específico de ésta, que solo ocurre en este ambiente, tanto en su presencia aérea, como subacuática y en organismos vegetales como animales. A su vez estos cuerpos de agua constituyen elementos paisajísticos de gran relevancia para su integración en la extensión urbana". Es por esto que "estas zonas serán mantenidas en estado natural, concentrando los esfuerzos en la preservación, para así asegurar y contribuir a conservar el patrimonio paisajístico, el área de reproducción de fauna, mamíferos y aves y otros fenómenos naturales relevantes". 
La Ley 19.300 y su Reglamento 

Tal como lo recoge y sistematiza una memoria desarrollada en la Escuela de Derecho de la Universidad Austral13, la Ley N°19.300, en su artículo 10, señala un listado cuáles serán las actividades o proyectos sometidos al SEIA, entre los cuales interesa señalar: 
"a) Acueductos, embalses o tranques y sifones que deban someterse a la autorización establecida en el artículo 294 del Código de Aguas, presas, drenaje, desecación, dragado, defensa o alteración significativos, de cuerpos o cursos naturales de agua".

Encontramos en esta disposición la primera referencia a procesos que podrían afectar humedales, ya que tanto el drenaje como la desecación, son obras destinadas a quitar humedad del suelo. 
El respectivo reglamento del SEIA, especifica en este punto los proyectos que serán sometidos al sistema de evaluación en su artículo 3: "Se entenderá que estos proyectos o actividades son significativos cuando se trate de: 
a.2 Drenaje o desecación de vegas y bofedales ubicados en las Regiones I y II, cualquiera sea su superficie de terreno a recuperar y/o afectar. 
Drenaje o desecación de suelos "ñadis", cuya superficie de terreno a recuperar y/o afectar sea igual o superior a doscientas hectáreas (200 há). 
Drenaje o desecación de cuerpos naturales de aguas tales como lagos, lagunas, pantanos, marismas, turberas, vegas, albúferas, humedales o bofedales, exceptuándose los identificados en los incisos anteriores, cuya superficie de terreno a recuperar y/o afectar sea superior a diez hectáreas (10 há), tratándose de las Regiones I a 1V; o a 20 hectáreas (20 há), tratándose de las Regiones V a VII, incluida la Metropolitana; o a treinta hectáreas (30 há), tratándose de las Regiones VIII a XII".

Se establecen aquí expresamente, obras que dañen de alguna forma humedales, ya sea directa o indirectamente. Resulta interesante observar que la clasificación de humedales o bofedales no se encuentra acompañada de la especificación "protegidos", por lo que el área de protección, se extiende a todos los ecosistemas que cumplan con estas características, es decir, se atiende a la naturaleza de éstos. 
A pesar de ello, la memoria citada encuentra también una falencia importante en la precisión de "significativos". Como podemos apreciar, el criterio para someterse al SEIA, en los casos de obras de drenaje o desecación atiende exclusivamente a la extensión del terreno, dejando fuera características importantes de los humedales que debieran ser tenidas en consideración, como por ejemplo, la diversidad biológica que contienen, o su rol como contenedores de aguas lluvia cuando se encuentran ubicados en zonas urbanas. Estas funciones no tienen por qué encontrarse relacionadas necesariamente con el tamaño que posee un humedal, por lo que condicionar el cuidado de estos a su tamaño, parece poco adecuado a la realidad, es decir, un criterio poco eficiente. 
Objetivos del proyecto 
Este proyecto tiene por objeto regular de manera específica e introducir a nuestra legislación nacional el concepto de humedales urbanos en virtud de la gran importancia que implican para las ciudades que tienen los humedales urbanos y que a la fecha no hay ninguna norma a nivel legal que los regule. 
Para esto se establece un articulado especial de regulación de instrumentos de gestión sustentable de los humedales y también se modifica la Ley 19.300, específicamente el artículo 10, para agregar una nueva letra s), para incluir de forma precisa que las actividades que se realicen dentro o en las cercanías de un humedal urbano y que puedan significar una alteración física de los mismos, deben someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 
Se modifica además el artículo 64 de la actual Ley General de Urbanismo y Construcciones, en el sentido de agregar a los humedales a la enunciación que realiza la norma de los bienes nacionales de uso público que deben adecuarse a los planes reguladores y las ordenanzas locales.
Por todas las consideraciones de hecho y de derecho y especialmente el vacío legal respecto del tema de los humedales y específicamente los humedales urbanos, los senadores que suscriben presentamos el siguiente: 
PROYECTO DE LEY 
Artículo 1: Definición: Humedal urbano son aquellas extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean estas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina, cuya profundidad en marea baja no exceda los 6 metros, y que se encuentren dentro del radio urbano. 
Artículo 2: Las municipalidades del país, deberán establecer en una Ordenanza General, los criterios mínimos respecto del uso racional de los humedales urbanos presentes en los límites de cada comuna respectiva. 
Artículo 3: Modificase la Ley 19.300 sobre Bases Generales de Medio Ambiente en el siguiente sentido: 
·  Agréguese en el artículo 10 una nueva letra s) del siguiente tenor: 
"s) Ejecución de obras, programas o actividades que puedan significar una alteración física de humedales que se encuentran dentro del perímetro de un radio urbano y que implique su destrucción, relleno, drenaje o secado." 
Artículo 4°: Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones en el siguiente sentido: 
· Intercálese en el artículo 64, entre las expresiones "riberas de mar" y ", de ríos", la expresión "de humedales".
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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